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			Prefacio


			Durante los últimos cinco años (2018-2022) nos hemos dedicado a elaborar esta obra. Hemos abordado una enorme, valiosa y sorprendente masa de documentación nunca antes estudiada relacionada a uno de los períodos más trágicos de la historia argentina.(1) A partir de ella hemos buscado comprender lo ocurrido avanzando sobre un terreno inexplorado. Luego de mucho estudio y trabajo podemos ofrecer ahora a los lectores un trabajo histórico fundado con la finalidad de acercarnos a algunas respuestas frente a los principales interrogantes que suscita el tema de la Iglesia y el terrorismo de Estado. 


			Pero este trabajo ha sido diferente a cualquier otro que hayamos hecho previamente. Más allá de la tarea rigurosa y prolongada de la búsqueda y estudio de los documentos, su confrontación, relación e interpretación histórica, esta investigación ha sido también para nosotros un doloroso encuentro con los rostros concretos y sufrientes de las víctimas. Durante las numerosas horas transcurridas entre los estantes de metal, frente a las cajas, las carpetas y los papeles de archivo, mañanas y tardes, veranos o inviernos, tiempos de luz y oscuridad, en solitario o en trabajo compartido, largas horas de lectura, redacción, corrección y edición estuvimos en contacto sosegado con ellas, protagonistas trágicos de estos años. La experiencia del contacto concreto y cercano con cada una de sus historias vivas en sus cartas originales, en las diferentes comunicaciones y actas de la CEA o en los informes de la Nunciatura y las conversaciones en el Vaticano, en los reclamos frustrados de sus familiares movilizó profundas emociones en nosotros. 


			Hemos sido así testigos del horror de los años más oscuros de la historia de nuestro país a través de informes desgarradores y testimonios inquietantes: secuestros, vejaciones, saqueos, tortura psíquica y física, asesinatos, centros clandestinos de detención… Hemos escuchado los gritos y la desesperación de los cuartos del horror, hemos estado con los desaparecidos adultos y niños, en los partos clandestinos, en las apropiaciones de los bebés, hemos acompañado las innumerables búsquedas y gestiones desesperadas de sus familiares a través de la documentación original. «Debimos recomponer un tenebroso rompecabezas».(2)


			Así, a través de este trabajo, fue madurando en nosotros un vínculo particular con las víctimas. La documentación nos enfrentó al dolor y la desolación. Pero la esperanza de darles una voz nos sostuvo en el arduo quehacer de esta investigación. Por estas razones, y desde nuestro modesto lugar de historiadores, ofrecemos este trabajo como un aporte a la memoria de cada una de las víctimas del terrorismo de Estado en la Argentina. 


			LUIS O. LIBERTI SVD - FEDERICO TAVELLI


			1º de diciembre de 2022


			

				

					1. Véase detalles de las fuentes documentales en el anexo nº 5, pág. 837.


				


				

					2. Nunca Más. Informe de la Comisión Nacional sobre la desaparición de personas, Buenos Aires, ­Eudeba, 1984, Prólogo.


				


			


		




		

			Introducción general


			LUIS O. LIBERTI SVD - FEDERICO TAVELLI


			Entre los años 1976 y 1983 Argentina sufrió la última y más trágica de las consecuencias de un proceso de violencia preexistente con el acceso al poder de las Fuerzas Armadas a través de un golpe de Estado y de la implantación del autodenominado «plan de lucha contra la subversión». Con la supuesta finalidad de reorganizar el país, las Fuerzas Armadas tomaron el poder y utilizaron los recursos y la estructura del Estado que ocuparon para reprimir cualquier expresión que, en su lógica, se manifestara contra ese orden a través de un plan sistemático y clandestino de exterminio de personas. Las violaciones a los derechos humanos agudizaron aún más la violencia previa e hicieron a la Argentina tristemente célebre en todo el mundo por sus «desaparecidos». 


			La intención de este trabajo es evidenciar y valorar el conocimiento, el diagnóstico y la implicación de la Conferencia Episcopal Argentina (CEA)(3) y la Santa Sed  (4) respecto a las violaciones de los derechos humanos por parte del terrorismo de Estado en la Argentina entre los años 1976 y 1983. En particular se busca reconocer cuál fue la conducta y qué papel desempeñaron, en relación con el gobierno y la denuncia e intervención en favor de las víctimas en especial de los detenidos y desaparecidos. 


			La principal novedad y aporte de esta investigación consiste en haber podido acceder y estudiar por primera vez en forma integral la vastísima y, hasta ahora, desconocida documentación a partir de la desclasificación de los Archivos de la Iglesia. Entre los principales archivos que sostienen este trabajo se incluyen el Archivo de la Conferencia Episcopal Argentina y el Archivo corriente de la Santa Sede, incluida la Secretaría de Estado, el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia y la Nunciatura en Buenos Aires, entre los principales. Hemos asumido con honestidad histórica el estudio de esta documentación para poder enfrentar fundadamente las contradicciones de la Iglesia católica en el período más oscuro y doloroso de la historia argentina contemporánea. 


			Los capítulos ofrecen un recorrido cronológico y consecutivo que facilitan un acercamiento integral del ciclo 1976-1983. Los capítulos se dividen en tres períodos. El primero, «el terror», transcurre desde el golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 hasta el 15 de diciembre de 1977, poco después de los secuestros de la Iglesia de la Santa Cruz. Durante estos casi dos años, el gobierno instaló un Estado de terror y avanzó de forma inconmovible en su plan cobrándose la mayor parte de las víctimas de los siete años de la represión. El golpe de Estado, el «temor» al marxismo, el aumento de la violencia, los desaparecidos, la inquietante información sobre las violaciones de los derechos humanos y la realidad de la responsabilidad del gobierno en estos crímenes pusieron a la Iglesia jerárquica frente al desafío de definir su actitud y sus acciones.


			El segundo período, «el drama» comienza el 15 de diciembre de 1977 y se extiende hasta fines de 1981. Durante estos casi cuatro años las violaciones de los derechos humanos cometidos por el gobierno argentino —en particular los desaparecidos— quedaron al descubierto a nivel local e internacional. La evidencia pública y manifiesta de los crímenes del Estado interpeló a la Iglesia en su actitud frente al Gobierno. La necesidad de que el gobierno diera a conocer las listas de «desaparecidos» y asumiera su responsabilidad al respecto, emergía como una cuestión central del período reclamada desde múltiples sectores de la sociedad.


			El tercer período, «las culpas», se extiende desde inicios de 1982 hasta la asunción de Raúl Alfonsín como presidente constitucional el 10 de diciembre de 1983. Durante estos dos años, frente a la incontrastable y trágica realidad de los crímenes cometidos por el gobierno argentino, el foco estaba puesto en el tema de la transición hacia la democracia, la necesidad de encontrar un camino de diálogo entre los diversos actores, la propuesta de la reconciliación y el ineludible momento de enfrentarse a las culpas del pasado. La Iglesia jerárquica, protagonista activa en los períodos previos, no era ajena al debate y a las negociaciones en relación con la revisión del pasado y la búsqueda de una salida democrática.


			En estos tres períodos, que se articulan en veinticuatro capítulos, analizaremos detenidamente por un lado el actuar colegiado de los obispos argentinos a través de la CEA, el organismo que congrega de forma permanente a todos los obispos de Argentina que se reúnen periódicamente para tratar asuntos comunes. No obstante, la CEA no tiene una autoridad de jurisdicción sobre cada una de las diócesis del país, sino que esta autoridad recae siempre en el propio obispo. La CEA representa la autoridad de todos los obispos congregados en temáticas que les son comunes, y por esta razón, puede comprenderse que, en cierta forma, representa también la autoridad de la Iglesia jerárquica en un país, y que se presenta como la interlocutora más calificada para establecer comunicaciones con otros actores en temas que competen al bien de toda la Iglesia. 


			Por esta razón, a lo largo de la investigación al mencionar a «los obispos» o «los obispos argentinos» o «el Episcopado» nos referiremos exclusivamente al cuerpo colegiado de los obispos en las diversas instancias que conformaron la CEA: la Asamblea Plenaria, la Comisión Permanente, la Comisión Ejecutiva, el Secretariado y la Presidencia de la CEA,(5) la Comisión de Enlace y algunos equipos episcopales (educación, catequesis, pastoral social) entre los principales. El objeto principal de esta investigación no serán las actuaciones individuales de cada uno de los obispos en sus diócesis o el análisis de su actitud personal frente a la situación política argentina o al terrorismo de Estado ni tampoco los cursos de acción o gestiones que cada uno de los más de sesenta obispos argentinos haya podido llevar adelante. No obstante esta aclaración, muchas veces estas acciones quedarán de manifiesto en el tratamiento del objeto principal de este trabajo, ya sea en el debate colegial o en los intercambios entre los diversos protagonistas, en particular con el gobierno argentino y con la Santa Sede, y en este sentido, este trabajo también constituirá tangencialmente un aporte para la comprensión de algunas actitudes individuales de los obispos que entran en el juego de la CEA.(6) 


			Por otro lado, nos focalizaremos en la actuación de la Santa Sede, lo cual implica varios niveles. En primer lugar, el desempeño de la Nunciatura Apostólica en la Argentina a través de los dos representantes en el país activos en el período: Pío Laghi (1974-1981) y Ubaldo Calabresi (1981-1983). La Nunciatura actúa en estrecha conexión con el Vaticano, principalmente, con el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia y la Secretaría de Estado, cuyos protagonistas principales en este período fueron el cardenal Jean-Marie Villot y, posteriormente, el cardenal Agostino Casaroli. Estos órganos asisten al Papa tanto en su función como cabeza de la Iglesia Católica como en su relación con los estados soberanos con los que mantiene vínculos diplomáticos. El período en cuestión comprende los papados de Pablo VI (1963-1978), Juan Pablo I (1978) y parte del de Juan Pablo II (1978-2005). También se atenderá, en la medida que se relacionan con el tema principal de la investigación, a la implicación de otros dicasterios de la Curia Vaticana y, ocasionalmente, a otras Nunciaturas apostólicas fuera de la Argentina. 


			Las comunicaciones y reuniones de los Nuncios con las autoridades y organismo de la CEA con los funcionarios de la Santa Sede, con el gobierno argentino, con diversos organismos nacionales e internacionales en favor de los derechos humanos y con los allegados a las víctimas del terrorismo de Estado serán, entre otros, los circuitos principales por los que se moverá esta investigación. Remitimos al apéndice de este tomo para una explicación pormenorizada sobre el funcionamiento de la CEA, la Santa Sede y la circulación de la información durante la época.(7)


			Analizar el comportamiento de las instituciones de la Iglesia, tanto a nivel nacional como internacional frente al terrorismo de Estado en la Argentina y en sus múltiples relaciones es una cuestión sumamente compleja y desafiante. Por un lado, debido a la novedad de la temática en sí misma, la multiplicidad de actores involucrados, los diversos niveles de comunicación y por la vastedad de la documentación. Por otro lado, especialmente por la falta de antecedentes historiográficos que se hayan ocupado en forma exhaustiva y documentada de este objeto particular y sensible de investigación. Avanzamos, de este modo, sobre un campo de estudio inexplorado hasta el momento, integrando los interrogantes en la comprensión de las diversas fases históricas y apoyados sólidamente en documentación inédita.


			Somos plenamente conscientes de que la complejidad histórica del tema que abordamos significa un límite a nuestro trabajo. No obstante, intentaremos en las siguientes páginas responder algunos de los principales interrogantes que permanecen en el claroscuro de las más variadas interpretaciones. ¿Cuál fue la percepción de la violencia en la Argentina que tuvieron estas instituciones de la Iglesia? ¿Puede establecerse, a partir de la documentación estudiada, algún posicionamiento o actitud de la jerarquía de la Iglesia en relación con el golpe de Estado y al denominado Proceso de Reorganización Nacional? ¿Confiaron los obispos argentinos y la Santa Sede en que el régimen militar podría restablecer la paz? ¿Por qué la Iglesia temía al marxismo? ¿Qué conocimiento se tuvo inicialmente respecto de las violaciones de los derechos humanos y qué actitud tomó al respecto? ¿Por qué el gobierno de las Fuerzas Armadas buscó el amparo de la Iglesia Católica? ¿Por qué razones se optó por seguir determinados caminos y descartar otros en las relaciones gobierno y la jerarquía de la Iglesia? ¿Cuáles fueron las actitudes y acciones de las instituciones de la Iglesia respecto a los derechos humanos durante el terrorismo de Estado? ¿Qué cursos de acción emprendieron la CEA y la Santa Sede? ¿Cuáles fueron sus ritmos? ¿Cómo evolucionó la percepción de la gravedad de la violación de los derechos humanos por parte de las instituciones de la Iglesia y de qué manera esta comprensión pudo haber hecho variar actitudes y cursos de acción? ¿Qué postura se asumió respecto de las víctimas? ¿Por qué algunos obispos actuaron con mayor libertad personal en favor de los derechos humanos, pero sin incidir suficientemente en el cuerpo episcopal de la CEA? ¿Qué significó la reconciliación frente a los intentos de amnistías? ¿Por qué prevaleció una imagen deficitaria de la acción del Episcopado Argentino? Estos interrogantes y otros son algunos de los desafíos que enfrentamos en nuestra investigación.


			Hemos estudiado una amplia documentación con la intención de comprender cómo y por qué se fueron dando los hechos. Señalamos que solo es posible comprender el período y los actores involucrados abordando la totalidad del proceso histórico de forma integrada y sin fragmentaciones. En tanto historiadores no somos jueces de las intenciones de las personas, aunque estudiamos las decisiones de los protagonistas y las valoramos por el efecto y consecuencias que tuvieron en los acontecimientos de la época y los siguientes.


			En los documentos analizados reconocemos un vocabulario propio de la época, tanto para referirse a los actores principales como a diferentes acontecimientos, los cuales encierran en sí una determinada valoración. Hemos optado, en general, por mantener este vocabulario a fin de conservar la memoria a través de las palabras. 


			Por ejemplo, hemos optado por usar la expresión «el presidente de la República» antes que otras expresiones. Esto no significa que desconozcamos la inconstitucionalidad del régimen o de sus acciones o que no fuera un presidente de facto o que ejercieron el poder en forma dictatorial y que desde el Estado argentino se cometieron crímenes de lesa humanidad y que por tanto su uso signifique por parte nuestra una aprobación de dichas conductas. O bien, al referirnos a ellos y otros actores del gobierno, con los grados militares, no desconocemos que ese título les fue retirado o que fueran inhabilitados. O bien cuando el Nuncio apostólico mantenía una audiencia con Videla, no se estaba reuniendo con un general depuesto, condenado por crímenes de lesa humanidad, por la opinión pública y la sociedad, por el contrario, estaba frente al presidente de la República. También hemos optado por mantener los términos «lucha antisubversiva», «subversivos», «infiltración marxista» y otros muchos tal como aparecen en la documentación con esta misma intención. 


			Creemos que utilizar el vocabulario de la época resalta aún más la transgresión que significó el terrorismo de Estado y expone más vivamente las ideologías y sensibilidades de la época. De igual manera que se conservan como «lugares de la memoria» los espacios o edificios donde funcionaron los centros clandestinos de detención, y otros monumentos en memoria de las víctimas, también nosotros conservamos las palabras de la época para que nunca más vuelva a repetirse. 


			Edith Bruck, que sobrevivió a la tragedia de la Shoah, dijo que «incluso iluminar una sola conciencia vale el esfuerzo y el dolor de mantener vivo el recuerdo de lo que ha sido —y continúa—. Para mí, la memoria es vivir».(8)


			

				

					3. Cf. Anexo nº 2 con datos de los obispos que formaron la CEA entre 1966 y 1983, pág. 826, y el anexo nº 3 con datos de las autoridades de la CEA entre 1970 y 1985, pág. 833.


				


				

					4. Cf. Anexo nº 4 con datos de las autoridades de la Santa Sede entre 1966 y 1983, pág. 835.


				


				

					5. Entre los años 1976 y 1983 tres obispos ocuparon la Presidencia de la CEA: Adolfo Servando Tortolo (28-04-1970 al 15-05-1976), Raúl Francisco Primatesta (15-05-1976 al 24-04-1982) y Juan Carlos Aramburu (24-04-1982 al 11-05-1985). 


				


				

					6. A lo largo de la obra, particularmente, en La verdad los hará libres. Tomo 1, capítulos 12 y 13 evidenciamos la reflexión y la acción individual de algunos obispos; en este tomo abordaremos una jurisdicción eclesiástica particular, el antiguo Vicariato Castrense, actualmente Obispado Castrense.


				


				

					7. Cf. Anexo nº 1, La organización de la Conferencia Episcopal Argentina y de la Santa Sede. La circularidad de información entre ambas, pág. 817.


				


				

					8. Edith Bruck, «La memoria è vita, la scrittura è respiro»,  L’Osservatore Romano, Vaticano, 26 enero

2021. Acceso 10 de febrero de 2022, https://www.osservatoreromano.va/it/news/2021-01/quo-020/lamemoria-

e-vita-br-la-scrittura-e-respiro.html


				


			


		




		

			El terror

			
1976-1977


		




		

			Introducción


			LUIS O. LIBERTI SVD - FEDERICO TAVELLI


			En esta primera sección nos proponemos ofrecer, a través de un ordenamiento cronológico, la evolución de la implicación de la Conferencia Episcopal Argentina y de la Santa Sede en la problemática de las violaciones de los derechos humanos a partir del golpe de Estado de 1976 hasta fines de 1977. Esto supone acercarnos a una comprensión de cómo fueron percibiendo estas instituciones de la Iglesia la gravedad del problema, la responsabilidad del gobierno en la creciente violencia y, en este sentido, cuál fue la interrelación con los diferentes actores protagonistas de la época, en especial, sus intervenciones o reservas en relación con el gobierno argentino, entre otros temas. Esto nos permitirá hacernos una idea más clara del proceso o evolución que se fue dando desde los momentos previos al golpe de Estado hasta fines de 1977. Para una mejor comprensión de este primer período, también abordaremos someramente algunos mojones previos de esa implicación que nos llevan hasta 1972 como antesala del período cronológico indicado. 


			La Conferencia Episcopal Argentina y la Santa Sede seguían con atención la inestable y crítica situación que vivía la Argentina desde, por lo menos, mediados de los años sesenta, en la que grupos opuestos e irreconciliables debatían a través de la violencia la instauración de modelos antagónicos en el país.(9) El golpe de Estado del 24 de marzo de 1976 constituyó una de las más trágicas consecuencias de la polarización preexistente. A la violencia infundida por las acciones de la guerrilla se sumó un terror más grave: la represión violenta impulsada y sostenida desde una política de Estado. Los métodos violatorios de los derechos humanos incluyeron todo tipo de vejámenes y crímenes: allanamientos, robos, secuestros, detenciones, torturas, ejecución y desaparición de personas, incluidos niños y niñas, ejecutados a través de un plan sistemático y clandestino, entre otras formas.


			Durante los dos primeros años (1976-1977) las autoridades gubernamentales avanzaron con inconmovible determinación en el plan de borrar todo rastro de la administración pública anterior y en la denominada «lucha contra la subversión» o «lucha antisubversiva». Esta última consistió en eliminar a las guerrillas de izquierda y a cualquier otra persona —con sospechas fundadas o no— de vinculación con el marxismo o alguna idea que pudiera ser considerada como opuesta a la denominada «Doctrina de la Seguridad Nacional». Dicha doctrina a partir del 24 de marzo de 1976 se encarnó en la Argentina en el —tristemente— llamado Proceso de Reorganización Nacional. 


			En el capítulo 1, «¿Bajo qué signo se haría esta revolución?», se estudiarán los movimientos de la CEA y la Santa Sede, previos al golpe de Estado, la actitud de estas instituciones una vez instalado el gobierno de la Junta Militar y las reacciones ante los primeros crímenes y desapariciones llevados adelante por el gobierno en la denominada «lucha antisubversiva». A medida que la violencia se agudizó y las víctimas se multiplicaron también se acrecentaron los pedidos de intervención ante la jerarquía de la Iglesia lo cual iría gradualmente cambiando la comprensión inicial de la situación crítica del país.


			En el capítulo 2, «La creciente violencia pone en duda la confianza inicial en el gobierno para restablecer la paz», comienza a notarse un cambio en la perspectiva de la jerarquía de la Iglesia del problema de la violencia en la Argentina a medida que la Junta Militar parecía no poder poner límite a un creciente número de crímenes. El gobierno y otros inmediatos funcionarios intentarían persuadir a los obispos tanto individualmente como colegialmente en la CEA, al igual que al Nuncio Apostólico y a la Santa Sede sobre la ausencia de toda responsabilidad en estos crímenes, alegando que esos hechos eran acciones que escapaban a su control, a la vez que expresaban una supuesta preocupación por esclarecerlos. El gobierno no tuvo reparos en avivar el temor al marxismo y la peligrosidad de los grupos guerrilleros como argumento para convencer sobre la necesidad de llevar adelante su plan de «lucha contra la subversión».


			En el capítulo 3, «El dilema del mal menor», nos focalizaremos en analizar cómo se problematizó en el seno de la Iglesia la toma de postura frente a las continuas violaciones de los derechos humanos emprendidas por el gobierno, ante la evidencia de que este no podía ser ajeno a la creciente violencia. Esta situación se agudizó especialmente ante los crímenes y desapariciones de algunos miembros de la Iglesia y la intromisión del Estado en temas de educación católica bajo la justificación de la denominada «infiltración marxista». Esta situación puso tanto a la CEA como a la Santa Sede frente a la necesidad de expresarse de una forma más contundente, sea mediante la senda de las gestiones reservadas o bien sobre las intervenciones públicas. Observaremos cómo la preocupación por que estas gestiones no debilitaran o deslegitimaran a la Junta Militar —dividida en su interior— jugarán un papel fundamental en los diferentes cursos de acción que se decidieron en el seno de la Iglesia. 


			En el capítulo 4, «La vigilancia del Estado en la pastoral de la Iglesia», aparece de forma más clara tanto en las discusiones de la CEA como en los informes de la Santa Sede una realidad que estaba presente desde el inicio del golpe de Estado. Nos referimos a la intromisión del gobierno en los ámbitos propios de la pastoral de la Iglesia bajo la supuesta sospecha de «marxismo». Este control se desplegaba sobre un variado ámbito, desde los colegios y sus contenidos de educación religiosa, publicaciones, parroquias y sermones hasta una vigilancia directa sobre los agentes de pastoral cuya actividad social o de promoción humana entre los pobres era sospechada sin más de estar vinculada con el marxismo. Las gestiones del Nuncio aportaron a la comprensión de lo que estaba sucediendo en la Argentina y de la responsabilidad de la Junta Militar al respecto. Asimismo, analizaremos de qué manera los obispos argentinos, con sus diferentes opiniones, dialogaron sobre la intromisión del Estado en los diversos ámbitos pastorales.


			Lo indicado conducirá al análisis del capítulo 5: «La jerarquía de la Iglesia frente al conocimiento de los métodos ilegales en la “lucha antisubversiva”». Con la creación de la Comisión de Enlace, los obispos entran en contacto con información novedosa respecto a los métodos utilizados en la denominada «lucha antisubversiva» que se suman a otras informaciones provenientes del contacto de las autoridades de la Iglesia con los reclamos por las víctimas y a través de las actividades del vicario castrense en estrecha relación con las FFAA. Estas constataciones llevarán a la CEA a la necesidad de plantearse nuevos métodos de gestión. 


			Así en el capítulo 6: «¿Qué tenemos que hacer, hablar o no hablar?», el debate por una intervención más contundente entre los obispos argentinos en el seno de la CEA se hace más manifiesto debido, por un lado, a la ineficiencia de las gestiones previas y, por otro, a los nuevos y resonantes crímenes contra la Iglesia. Reconocemos que —entre otras situaciones—, los asesinatos de sacerdotes y religiosos, y las numerosas ­desapariciones de personas vinculadas estrechamente a la Iglesia, así como un control cada vez más asfixiante del Estado sobre los contenidos educativos y religiosos en los colegios católicos, fueron interpelando a los obispos hasta reconocer que había un plan previsto por el gobierno al respecto. La CEA y la Santa Sede tuvieron que reflexionar y asumir una comprensión más realista de la situación, es decir, estos crímenes e intromisiones no podían realizarse sin el apoyo directo de la Junta Militar. Esta constatación puso a prueba las políticas y metodologías de diálogo que hasta ese momento se venían llevando adelante y exigió a los obispos argentinos, con el respaldo de la Santa Sede, a discernir sobre la necesidad de intervenir de forma más contundente sobre lo que estaba ocurriendo en el país. Un punto de inflexión de parte de la CEA lo constituyó el documento de la Asamblea Plenaria de mayo de 1977, titulado «Reflexión cristiana para el pueblo de la patria». 


			En el capítulo 7, «Los secuestros de la Iglesia de Santa Cruz dejan al descubierto el accionar del gobierno argentino» —con el que cerramos este primer período—, nos ocupamos, entre otros temas, de estos conocidos crímenes, que junto con las informaciones conocidas condujeron definitivamente a la consideración de que las violaciones de los derechos humanos que estaban ocurriendo en la Argentina no podían entenderse sin una participación activa del gobierno argentino. La Junta Militar había manifestado desde el inicio del «Proceso» sumo interés en mantener buenas relaciones con la Conferencia Episcopal Argentina y la Santa Sede. El gobierno argentino era consciente que evitando un enfrentamiento podía seguir sosteniendo una parte de su legitimidad en la «lucha antisubversiva». Los integrantes de la Junta Militar —como la inmensa mayoría de los integrantes de las Fuerzas Armadas— no solo se reconocían como «católicos», sino que señalaban como uno de sus objetivos principales restaurar «el orden cristiano y occidental de la nación argentina» que el marxismo podía subvertir. 


			En el capítulo 8, «La formación espiritual de las Fuerzas Armadas. El Vicariato Castrense, una jurisdicción eclesiástica singular», se concentra en el discurso y las acciones del Vicariato Castrense, cuyo rol durante este período ha sido ampliamente cuestionado desde varios sectores de la sociedad. Este trabajo busca aportar —con la novedad de la documentación inédita— un mayor conocimiento de sus intervenciones durante los años más trágicos del terrorismo de Estado. El estudio está organizado en dos partes; la primera, se refiere a los orígenes del Vicariato, a la pastoral castrense y su relación con otras diócesis del país. La segunda, analiza el discurso y la actuación de los vicarios, el cardenal Antonio Caggiano, y los obispos Adolfo Servando Tortolo —que incluye un apartado dedicado a su secretario Emilio Teodoro Graselli—, José Miguel Medina, y Victorio Bonamín, que actuó como provicario de los dos primeros vicarios. Además, se incluye una referencia a los capellanes castrenses y un apartado dedicado al clero del Servicio Penitenciario Federal. 


			



				

					9. Cf. Sobre el contexto político y eclesial de la época, La verdad… t.1, capítulos 4 y 5, págs. 193-342.


				











CAPÍTULO 1


			«¿Bajo qué signo se haría esta revolución?»(10)


			«Los Sagrados Pastores […] empleen particular cuidado en evitar cuanto pueda ser interpretado como una preferencia en el campo de la política contingente hacia una determinada opción dentro de las varias que puedan legítimamente ser admitidas».(11) 


			Octubre de 1972-mayo de 1976


			LUIS O. LIBERTI SVD - PABLO PASTRONE - FEDERICO TAVELLI


			El presente capítulo se centra en tres momentos en torno al golpe de Estado para rastrear, en primer lugar, algunos antecedentes de la relación del Episcopado y del Vaticano con los gobiernos de Lanusse (1971-1973), de Cámpora y Perón (1973-1974) y de María Estela Martínez de Perón (1974-1976). De esta forma señalamos el tipo de comunicación que existía entre estos actores y las formas de gestión en relación con la violencia en los años previos al golpe. 


			En segundo lugar, se presta atención a la actuación de la CEA y de la Santa Sede en los momentos inmediatamente previos a la toma del poder por parte de las Fuerzas Armadas. Reflexionaremos sobre algunos movimientos y comunicaciones en las semanas anteriores, como, por ejemplo, un informe sobre los «medios lícitos» en el caso de una guerra interna, solicitado por Tortolo —presidente de la CEA y vicario castrense— a algunos teólogos moralistas. Asistiremos a una conversación confidencial de Tortolo con la presidente María Estela Martínez de Perón. Analizaremos el diálogo de los obispos en el seno de la Comisión Permanente de la CEA en la que se preguntaban «bajo qué signo se haría esta revolución».(12) Por otro lado, el Nuncio Pío Laghi venía siguiendo de cerca los críticos acontecimientos argentinos y mantenía informada a la Santa Sede al respecto, como lo muestra el caso de la detención del vicario general de la diócesis de La Rioja, Esteban Inestal junto con otras personas. 


			En tercer lugar, nos centraremos en las expresiones y acciones de la CEA y de la Nunciatura Apostólica en los días inmediatamente posteriores al golpe de Estado. La Asamblea Plenaria de la CEA emitió una carta pastoral sobre la situación del país recordando «que sería fácil errar con buena voluntad contra el bien común, si se pretendiera […] que los organismos de seguridad actuaran con pureza química de tiempo de paz, mientras corre sangre cada día».(13) Pío Laghi, ante el pedido del gobierno de las Fuerzas Armadas, y previa consulta a la Santa Sede, participó en el juramento del general Jorge Rafael Videla como jefe de Estado, «reconociendo de este modo implícitamente al nuevo gobierno».(14)


			1. Los antecedentes del golpe: la relación de la CEA y la Santa Sede con los gobiernos de Lanusse, Cámpora, Perón y María Estela Martínez de Perón


			La división ideológica del país en dos extremos preponderantes y antagónicos había quedado manifiesta desde el derrocamiento de Juan Domingo Perón en 1955. El posterior establecimiento de gobiernos inconstitucionales y autoritarios, en especial, a partir de 1966 con la denominada Revolución Argentina (1966-1973) y la proscripción del Partido Justicialista (peronismo), agudizaron aún más las diferencias. Los movimientos guerrilleros de orientación marxista habían comenzado hacia inicios de 1970 a organizarse con mayor solidez en el país con la finalidad de emprender una guerra revolucionaria y obrera para tomar el poder en la Argentina. Las tensiones latentes y manifiestas no encontrarían durante los años setenta una expresión sino por medio de la creciente violencia. 


			Desde el momento que el general Perón asumió la Presidencia de la República, en reemplazo de Héctor Cámpora, en octubre de 1973, la violencia se agudizó. Grupos paramilitares de derecha promovidos desde el Estado, en especial la organización identificada con el nombre de Triple A (Alianza Anticomunista Argentina), combatieron a la guerrilla. Los asesinatos, el vandalismo y la destrucción se convirtieron en un hecho cotidiano. 


			El 1º de julio de 1974 falleció Perón, quedando el gobierno en manos de su viuda, la hasta entonces vicepresidente, María Estela Martínez. En noviembre del 1974, la presidente impuso el estado de sitio y decretó la «aniquilación» de la guerrilla. La represión estatal recrudeció de forma más o menos clandestina a través de operativos de secuestros, asesinatos y desaparición de personas. 


			Además, una gravísima crisis económica paralizó la producción y las actividades comerciales. La inflación que en el curso de 1975 había alcanzado el seiscientos por ciento, llegó a más del mil por ciento a comienzos de 1976. Los partidos políticos estaban debilitados y las organizaciones sindicales, en especial la Confederación General del Trabajo, que había logrado mucho poder en otra época, no eran capaces de aportar algún sostén. Dos de sus líderes habían sido asesinados, José Alonso y José Ignacio Rucci, y otro debió exiliarse. El vacío de poder, la crisis generalizada y la violencia alimentaron el clamor de gran parte de la sociedad argentina que deseaba una solución pragmática a tantos años de descalabro. 


			La experiencia de repetidos golpes de estado por parte de militares en el siglo XX ponía ese horizonte como la única solución a la mano. Amplios sectores de la sociedad argentina dieron un apoyo, unas veces tácito y otras veces explícito a las Fuerzas Armadas. Con el derrocamiento de María Estela Martínez de Perón se marcó el inicio de una de las etapas más oscuras de la historia argentina. Si la violencia existente había llevado al país a tocar fondo, ahora la represión de Estado sumergiría a la Argentina en un abismo que nadie había podido imaginar. 


			1.1. La CEA como autoridad moral frente a las situaciones de violencia en la Argentina


			La CEA y los obispos argentinos en general gozaban durante este período de un prestigio y autoridad moral indiscutible que los convertía en uno de los actores sociales más relevantes en la escena nacional. Las declaraciones que hacían, en especial a través de los distintos órganos de la CEA, eran acogidas y replicadas por la prensa, con una amplia difusión, y comentadas por la opinión pública. Su enseñanza o magisterio era atendido por la sociedad en general y se esperaba que los obispos se expresaran sobre las diversas situaciones del quehacer nacional. Además, las autoridades de la CEA, en especial la Comisión Ejecutiva, eran interlocutores privilegiados de las más altas autoridades de la Nación con las cuales se reunían, intercambiaban pareceres y consultas sobre un variado número de temas. Sus palabras, silencios, acciones u omisiones podían aportar o no a la legitimidad de las medidas adoptadas por un gobierno. 


			La importancia de los obispos en la política nacional radicaba también en el hecho de que la mayor parte de los gobernantes de la época se declaraban católicos y manifestaban, muchas veces, fervientes palabras de admiración hacia la Iglesia de la cual se sentían parte. En general, estas manifestaciones se fundaban en una concepción en la que la Iglesia representaba uno de los valores principales de la Nación, frecuentemente expresados con el término «Patria». De acuerdo con esta cosmovisión, compartida por la mayoría de los gobernantes militares de la época, no era imaginable un Estado Argentino sin la participación activa de la jerarquía de la Iglesia en sus destinos. Por esta razón puede notarse en tiempos tempranos —fines de los años sesenta— una abundante comunicación entre las autoridades de gobierno y la CEA con diversas expresiones desde ambos sectores sobre la denominada «patria cristiana».


			Además, a partir del 24 de marzo de 1976 el denominado Proceso de Reorganización Nacional suspendió la actividad de los partidos políticos e intervino los sindicatos, entre otras medidas. Ello condujo a que la jerarquía de la Iglesia quedara —junto con las organizaciones de derechos humanos—(15) casi como única referencia o voz en la sociedad, frente a problemas que en una situación de normalidad hubieran correspondido a otras instancias políticas, legislativas o judiciales propias de un Estado con plena vigencia de la Constitución Nacional.


			De esta forma, con el aumento de la violencia, la autoridad y el prestigio de los obispos los convirtió en un punto de referencia privilegiado tanto para el gobierno argentino, interesado en ampararse en la legitimidad que podía brindarle la Iglesia, como para los familiares o allegados de las víctimas quienes podrían hallar en ella acogida y auxilio. La autoridad y el ascendiente de la CEA convertían a este órgano colegiado en protagonista distinto dentro de los diversos actores sociales argentinos, ya que tenía por un lado un acceso e influencia sobre las autoridades de gobierno y a la vez contaba con el contacto capilar de la realidad argentina debido a su servicio pastoral distribuido en todo el territorio. 


			Para situarnos en la antesala del derrocamiento del gobierno constitucional de María Estela de Perón, recorremos a continuación algunos ejemplos de la comunicación entre la CEA y el Gobierno Nacional entre 1972 y 1976.


			Durante el ejercicio de la presidencia de la República del general Agustín Lanusse (1971-1973) comenzaron a llegar a la CEA pedidos de intervención por las víctimas de la violencia. La Comisión Ejecutiva de la CEA —conformada por Adolfo Tortolo, presidente, Raúl Primatesta, vicepresidente 1º, y Antonio Plaza, vicepresidente 2º— ­expresó en varias declaraciones su preocupación por el estado de violencia que vivía la Argentina durante este período, exhortando a la estabilidad y a la pacificación. Así lo hizo, por ejemplo, a inicios de 1972 indicando:


			[…] nuevamente el crimen ha sacudido a toda la Nación. Una cadena de crímenes inhumanos y de inconcebibles hechos delictivos nos advierte que estamos viviendo en una hora de extrema gravedad […]. Lamentamos y condenamos toda muerte violenta en cualquier campo que ocurra. Nos duele porque toda muerte injusta es abominable para Dios y es horrenda para la conciencia humana. Nos duele porque se comete una injusticia mayor que el mal a destruir. Nos duele porque tarde o temprano el crimen se vuelve contra sus autores […]. La nación se desangra, se destruyen sus reservas, se la empuja al terror y al caos, se crea un clima cercano al odio. […] Ha llegado la hora de deponer toda agresividad: física, psicológica y espiritual.(16)


			La situación indicada por los obispos era grave, aunque alcanzaría nuevos niveles de violencia. A partir de la sanción de la ley 19.863, que sometía a durísimas condiciones de detención a los presos considerados de «alta peligrosidad», y de la conocida masacre de la cárcel de Trelew,(17) los pedidos de intervención ante los obispos se hicieron más clamorosos. Por ejemplo, el 19 de octubre de 1972 la «Comisión de familiares de presos políticos estudiantiles y gremiales» dirigió una carta a la CEA denunciando el régimen carcelario que se había establecido en el país —de acuerdo con la mencionada ley—, incluyendo testimonios escritos sobre la precaria situación de las cárceles que «ilustrarán suficientemente la imperiosa necesidad de que la Iglesia, en forma rápida y enérgica, cumpla con el deber de conciencia de condenar estos vejámenes, y exija la derogación de la ley 19.863 y su sustitución por un sistema carcelario acorde con la Constitución y las normas internacionales». Asimismo, la carta expresaba que familiares directos de los prisioneros asesinados el 22 de agosto de 1972 en la base Aeronaval Almirante Zar de Trelew reclamaban a los obispos el accionar más manifesto para «que la Iglesia quiebre su silencio y se ponga a la cabeza del clamor popular que exige una investigación amplia y confiable de una de las mayores y más alevosas masacres que se registran en nuestra historia».(18) 


			Hacia fines de 1972 los familiares y abogados de los presos políticos se dirigieron por escrito al cardenal Primatesta —arzobispo de Córdoba y vicepresidente 1º de la CEA— para solicitarle una pronta intervención del Episcopado con la seguridad, según expresaron: 


			[…] «de encontrar eco favorable al dolor y la angustia que nos oprimen frente a los procedimientos inhumanos, vejatorios e injustos a que son sometidos nuestros seres queridos […]». Recordándole a los obispos lo tratado en el Sínodo de 1971, «eran bien conocidos los casos de tortura, especialmente contra los prisioneros políticos, a los cuales se deniega muchas veces, incluso, un proceso normal o se ven sometidos a arbitrariedades en el desarrollo de un juicio».(19)


			La Comisión Ejecutiva de la CEA se hizo eco de estos pedidos. El 21 de octubre de 1972 dirigió una carta al presidente Lanusse en la que solicitaban:


			[…] sean humanos los sistemas carcelarios y la situación y trato de los reclusos —comunes y especiales—, que se atienda a las relaciones con los familiares, que sea facilitado el derecho de defensa y la pronta tramitación de los procesos, y que se guarden en toda circunstancia las garantías de seguridad de las personas y de quienes acuden en su defensa. Todo ello confirma, así sea en un tema particularizado y urticante, una afirmación del respeto de los Derechos Humanos, que precisamente por esa misma circunstancia es una base de paz y construcción en el tiempo presente.(20)


			A pesar de las exhortaciones de la CEA, la situación no cambió. El gobierno de Lanusse pronto llegaría a su fin. Después de diecisiete años de proscripción del peronismo, Perón regresó al país a fines de 1972 y permaneció por un mes estableciendo acuerdos con diferentes sectores políticos y sindicales argentinos para poder acceder a la presidencia pese a la tenaz oposición del general Lanusse. Perón designó a Héctor Cámpora como candidato presidencial, en razón de que, debido al sistema electoral establecido por el gobierno militar, no podía él mismo postularse como candidato. Mientras tanto Perón regresó a Madrid. 


			Otras repercusiones de la violencia por parte de la represión del Estado durante este período pueden verse en varias comunicaciones dirigidas a la CEA a comienzos del año 1973, por ejemplo, mediante una carta de familiares de presos políticos insistieron ante el Episcopado para que interviniera delante del gobierno con el fin de darle a conocer «la crítica situación en que se encuentran los presos y presas políticos en las cárceles de Villa Devoto, Buque Granaderos, La Plata y Rawson».(21) 


			El 11 de mayo de 1973 tuvieron lugar las elecciones presidenciales. Héctor Cámpora obtuvo la victoria y asumió la Presidencia de la República el 25 de mayo de ese año. Con motivo del cambio de gobierno que estaba por producirse Tortolo —presidente de la CEA— se dirigió mediante una carta a la Junta de Comandantes. Ante versiones periodísticas que anunciaban la probable liberación de secuestrados, a cambio de la libertad de detenidos, formuló el siguiente pedido: 


			[…] quieran encontrar el camino para obtener esa liberación en condiciones que, por supuesto, no vulneren ni la Justicia, ni la dignidad de la Autoridad. Sería un gesto pacificador del Gobierno que culmina su gestión, y al mismo tiempo, un signo auspicioso para el Gobierno que va a iniciarse. Confiamos que la sangre injustamente vertida, como las lágrimas de tantos hogares, unidas al clamor de todo argentino de buena voluntad, contribuyan a que, de una vez por todas, se aleje cualquier clima de angustia y de dolor.(22)


			Cámpora renunció a la presidencia el 13 de julio y dejó el camino libre para que Perón se presentara a las elecciones. Perón regresó al país definitivamente el 20 de julio de 1973 en medio de disturbios, asesinatos y violencia. Luego de triunfar en las elecciones del 23 de septiembre de 1973 por el 62% de los votos asumió el 12 de octubre su tercera presidencia. Tortolo, en nombre del Episcopado Argentino, le transmitió mediante un telegrama el saludo de estilo en estas ocasiones, asegurándole la «leal colaboración en las grandes metas a las que tiende nuestro querido Pueblo argentino y de las que Vuestra Excelencia quiere ser intérprete y realizador».(23) 


			El 29 de octubre de 1973, la Comisión Ejecutiva de la CEA, de acuerdo con la tradición vigente, mantuvo una reunión con el nuevo presidente para realizar el saludo en forma personal y tratar algunos temas de interés para el Episcopado. El mismo Tortolo se encargó de referir algunos detalles de la entrevista indicando que el general Perón: «fue sumamente cordial y pensamos que [la reunión] también ha sido positiva. El Excmo. señor presidente no ocultó en ningún momento su inquietud por la infiltración marxista en la juventud especialmente universitaria».(24) Los obispos, a su vez, le expresaron algunas preocupaciones pastorales del momento: el auge de la pornografía, los proyectos en favor del divorcio vincular y la estabilidad del docente privado. Al final de la audiencia saludaron también a la vicepresidente de la Nación.(25) 


			La preocupación de los obispos por la infiltración marxista compartida por Perón, continuó siendo una de las prioridades en el diálogo con el presidente de la República, tal como quedó de manifestó en otra de las cartas que se intercambiaron. Según Tortolo existía


			[…] un proceso dentro de las universidades argentinas, al parecer inteligentemente planeado y al servicio de una doctrina que nos es extraña […]. Ese proceso se observa no solo en la ideología de las personas encargadas de la conducción de los centros de altos estudios, sino también en los planes de su organización y en el enfoque de su orientación académica, en cuyo nivel se advierte un notable deterioro.(26)


			El recrudecimiento de la violencia seguía golpeando las puertas de la CEA, como puede verse en una carta del 10 de septiembre de 1975 donde la «Comisión de Familiares de Detenidos» pedía a la CEA que «se sirvan incluir en vuestro temario la situación de nuestros padres, esposos, hijos y/o hermanos detenidos sin causa ni proceso a disposición del Poder Ejecutivo Nacional».(27) 


			Los contactos de los obispos con el presidente de la República siguieron siendo habituales. Poco antes de que Perón muriera, la Comisión Ejecutiva de la CEA —Tortolo, Primatesta y Vicente Zazpe, vicepresidente 2º— junto con el equipo episcopal de Educación Católica volvió a reunirse con él, en mayo de 1974, para retomar el tema de la denominada «infiltración marxista» en las universidades.(28)


			El 1º de julio de 1974 falleció Perón. La presidencia quedó entonces a cargo de su esposa y vicepresidente María Estela Martínez de Perón.(29) Al día siguiente llegó a la Argentina el nuevo Nuncio Apostólico, Pío Laghi, nombrado unos meses antes por Pablo VI como jefe de la representación diplomática del Vaticano en el país.(30) 


			A partir de la muerte de Perón, la situación del país se tornó crítica. A la inestabilidad política y económica se sumaría el aumento del terrorismo subversivo-guerrillero y la represión estatal clandestina encabezada por grupos parapoliciales o paramilitares como la conocida Triple A conducida por José López Rega, uno de los hombres más cercanos a la viuda de Perón.


			1.2. La Santa Sede ante la gravedad de la situación argentina 


			La Santa Sede también se mantuvo informada respecto a la gravedad de la situación argentina especialmente a través del Nuncio Apostólico siempre en contacto con las autoridades de gobierno debido a sus funciones diplomáticas, y con los obispos argentinos. Estos gozaban de reconocida autoridad durante la época, y la persona del Papa, no solo constituía una figura de prestigio moral, sino que despertaba una devoción y admiración entre la mayoría de los argentinos difícilmente comparables con cualquier otra figura. El Santo Padre que ejerce sus funciones a través de los distintos organismos de la Santa Sede —es decir, el Vaticano— se relaciona con la Iglesia y las autoridades de gobierno de la Argentina a través del Nuncio Apostólico. Durante los años que estamos analizando el Papa era Pablo VI (1963-1978), quien contaba con una gran experiencia en la conducción del gobierno central de la Iglesia y en concreto de la Secretaría de Estado.(31)


			El Nuncio Apostólico en la Argentina, en tanto representante diplomático de la Santa Sede tenía acceso a información y contactos privilegiados tanto en el país como en el exterior. El Nuncio se diferenciaba del resto de los diplomáticos pues representaba también al Santo Padre.(32) Ello le confería un prestigio particular que lo volvía figura de referencia en la escena eclesial, política y social argentina. En sus funciones ­diplomáticas tenía frecuentes contactos y reuniones con las autoridades de gobierno, entre ellas también con el presidente de la República. La mayoría de las autoridades de gobierno durante esta época buscarían tener una relación fluida con el Nuncio Apostólico. 


			Poco tiempo antes del golpe de Estado, el 4 de marzo de 1976, Pío Laghi describía las relaciones entre la Santa Sede y el gobierno argentino como «fluidas y cordiales» y agregaba: «Oficialmente las autoridades civiles y militares, ya sea tanto a nivel de las provincias como del gobierno federal, tiene un gran respeto hacia la Iglesia, y una singular deferencia hacia la Santa Sede, genuino reflejo de los sentimientos del pueblo argentino, en su mayor parte católico, que nutre profunda veneración y filial afecto por el Santo Padre».(33)


			Además de los contactos de Estado que el Nuncio mantenía con las autoridades de gobierno y que lo posicionaban como un actor destacado de los asuntos políticos argentinos, tenía permanente contacto con la realidad cotidiana del país. A través de sus relaciones con los obispos argentinos y un sinnúmero de otras personas que lo contactaban por asuntos variados, el Nuncio podía palpar de primera mano la realidad del país. Así describía su relación con los obispos a inicios de 1976: «desde el primero momento establecí con los obispos una corriente de mutua simpatía, que luego nunca disminuyó, sino que aumentó, y que facilitó enormemente el ejercicio de mi misión».(34)


			Laghi describió sus primeras impresiones al llegar al país: 


			Me encontré frente a un gran país, dotado de una riqueza potencial difícil de describir, e inmerso en una crisis política y social todavía más difícil de imaginar, a tal punto que nadie se atreve a vaticinar qué podrá suceder mañana en Argentina. En el cuerpo de la nación existían ya los gérmenes, muy desarrollados, de una lucha armada que, en noviembre de 1974, asumió una forma pública y abierta y se transformó en una verdadera «guerra civil», con todo lo que de atroz e inhumano incluye este vocablo.(35)


			Con el avance de la violencia, la Nunciatura Apostólica se convirtió en una de las instancias más recurridas por los familiares o allegados de las víctimas. Esto convertía al representante pontificio en un protagonista privilegiado de la situación del país y, a través de él, la Santa Sede —que también disponía de otros instrumentos de información— poseía un conocimiento directo de la problemática argentina.(36) Al agravarse la represión por parte del Estado argentino, no tardaron en sumarse un número creciente de pedidos de auxilio y solicitudes de intervención. Los relatos sobre detenciones, secuestros, torturas, desapariciones de jóvenes, adultos y de niños, etc., comenzaron a acumularse en el escritorio del Nuncio y de sus colaboradores.(37) 


			Una muestra, entre muchas, de la forma en que estaba informada la Santa Sede lo constata una carta que el Secretario de Estado escribe al obispo Ítalo Severino Di Stéfano, de Roque Sáenz Peña, Chaco, expresándole el apoyo del papa Pablo VI luego de un ataque terrorista ocurrido a inicios de 1974 que había tenido graves consecuencias para dos sacerdotes.(38) 


			La Santa Sede no solo seguía la gravedad de la situación argentina sino también los pasos que los obispos daban al respecto. Por ejemplo, el prefecto del Consejo de Asuntos Públicos de la Iglesia, Jean-Marie Villot, dirigió una carta al presidente de la CEA, Tortolo, manifestando el apoyo del Santo Padre a las intervenciones que el Episcopado hacía: «Por todo lo cual, el eminentísimo prefecto me encarga [refiere el Nuncio Pío Laghi] hacer conocer al Episcopado Argentino la complacencia del Santo Padre por el cuidado mostrado en hacer sentir la voz admonitoria y confortante de la Iglesia para el bien de todos sus hijos en la angustiosa coyuntura que están viviendo».(39) 


			Otro de los ejemplos de la cercanía y detalle de la información que el Nuncio manejaba y que comunicaba a la Santa Sede con sus propias impresiones es el caso de la situación sufrida por el vicario general de la diócesis de La Rioja, pocos días antes del golpe de Estado de 1976.(40) El caso es un ejemplo de las visiones ideologizadas, extremas y antagónicas que existían en la época sobre cuáles debían ser los verdaderos principios que sustentaran la doctrina de la Iglesia. Estas percepciones constituyeron uno de los elementos principales que alimentaron la violencia de los años setenta.


			El 11 de febrero de 1976, el sacerdote Esteban Inestal, vicario general de la diócesis de La Rioja, junto con los señores Carlos di Marco y Rafael Sifré, dos señoritas y una señora con un niño se desplazaban desde La Rioja hasta Mendoza.(41) Cuando llegaron a Santa Rosa, Mendoza, Carlos di Marco, Rafael Sifré —ambos oriundos de la localidad— y las dos señoritas, por orden emanada del Comando Militar de La Rioja, fueron arrestados en sus domicilios por personal de la Policía Federal y Provincial y llevados a la comisaría en calidad de detenidos.(42) 


			Esteban Inestal, al informarse de lo acontecido, se presentó voluntariamente en el puesto policial y permaneció, en el mismo, treinta horas.(43) Al día siguiente, unos militares interrogaron a los detenidos y a Inestal. Luego, los cuatro jóvenes fueron trasladados a la ciudad de Mendoza e Inestal, que no quiso separarse de ellos, «fue invitado bruscamente a no entrometerse más en el caso».(44) 


			Laghi indicó que el interrogatorio al que fue sometido Inestal «se desarrolló de manera bastante ruda»,(45) y señaló que, según el informe del obispo Angelelli, los militares querían mostrar las diferencias entre la Iglesia fiel de Pío XII y la infiel-tercermundista con la que calificaban a la Iglesia riojana. Además, el Nuncio informó que Angelelli manifestó su disposición a renunciar a la diócesis, aunque, por el momento, no lo veía necesario.(46) Luego señaló que Carlos di Marco y Rafael Sifré eran conocidos en Mendoza, y habían participado del Movimiento Rural Católico; por su parte Angelelli los consideraba aspirantes a los ministerios sagrados. También indicó que la policía había comprobado que ambos tenían folletería y fotografías comprometedoras asociadas a los Montoneros. Finalmente mostró que gracias a las gestiones discretas del arzobispo de Mendoza, Olimpio Santiago Maresma, fueron liberados, junto con las dos señoritas.(47)


			Entre los adjuntos remitidos por el Nuncio al cardenal Villot, consta la carta que escribieran los sacerdotes riojanos a los obispos argentinos,(48) fechada el 27 de febrero de 1976. Esta señalaba 


			[…] la extrema campaña de difamación contra [la Iglesia de La Rioja], orquestada desde dentro y fuera de La Rioja, que obstaculiza sin tregua su labor pastoral; del permanente control de los órganos de información, al que se ven sometidos su palabra y su acción; las constantes y falsas delaciones de que es objeto; de la detención de laicos, sacerdotes y del mismo vicario general de la Diócesis, es porque constituyen hechos que nos deben alertar sobre propósitos y objetivos muy concretos.(49)


			Lo brevemente indicado había llevado al Presbiterio riojano a la reflexión y a la formulación de preguntas: «¿Qué fines persiguen con esta campaña de difamación e intimidación? ¿Quiénes están detrás de sus agentes inmediatos?».(50) Y a la luz de las cuestiones con que habían sido interrogados tanto Inestal, como los dos dirigentes laicos, los sacerdotes indicaban que persistían en la Argentina dos Iglesias, la que rechazaba y la que aceptaba los Documentos de Medellín; o la de Pío XII y la de Juan XXIII y Pablo VI. «Aquella es la verdadera y ortodoxa; esta la heterodoxa y subversiva. En definitiva y como objetivo último, se tiende a frenar una Iglesia que quiere ser fiel al Concilio y a Medellín […] Esta Iglesia no tiene lugar dentro de nuestro mundo “occidental y cristiano”. Hay que suprimirla».(51) A fin de fundamentar lo expresado, transcribieron algunas de las preguntas que los militares le habían formulado a Inestal, Di Marco y Sifré e indicaron que los servicios de inteligencia del Estado manejaban catálogos de revistas procomunistas, entre las que incluían Concilium, Selecciones de Teología y Actualidad Pastoral.(52)


			En las preguntas formuladas por los militares a monseñor Inestal, decían:


			Qué m… [mierda] van a ser aprobados por el Papa los Documentos de Medellín. Son documentos comunistas… Como no sea cierto que los aprobó el Papa, te vamos a hacer cantar con los métodos que vos sabés. Uds. los sacerdotes son corruptores de almas. Los vamos a hacer c…[cagar] ¿Qué es el tercermundismo? Juan XXIII trajo la ruina de la Iglesia y Pablo VI terminará de destruirla. Uds. destruyen a la Iglesia católica. El Nuncio es tercermundista lo mismo que Pablo VI. ¿Me va a decir que forma parte de la Conferencia Episcopal, Angelelli? ¿Que está unido a los obispos argentinos?(53) 


			El Nuncio Apostólico respondió a Praolini acusando recibo de la carta enviada, expresándole, «Créame que he tomado atento conocimiento de cuanto en ella me dice y que entiendo perfectamente los motivos que la han inspirado».(54)


			Para Laghi, el obispo de La Rioja interpretaba el hecho como una persecución a la Iglesia riojana, mientras que Maresma, en su opinión, colocaba el hecho en un contexto más sereno y verídico.(55) Pablo VI, el 12 de abril de 1976, fue puesto en conocimiento de toda la información referida por el Nuncio Pío Laghi.(56) El sacerdote jesuita Fiorello Cavalli, Encargado de Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, elaboraba los apuntes o informes, en especial a partir de los informes de la Nunciatura, para presentarlos al prefecto del Consejo y eventualmente al Santo Padre. En su evaluación indicaba que el episodio «tiene poca novedad, pero induce a prever que, en el régimen militar, monseñor Angelelli será de nuevo el centro de los enfrentamientos como lo fue en numerosas ocasiones en el período anterior al gobierno peronista e incluso un tiempo después, como en el caso aquí presentado».(57) Baste lo señalado hasta aquí para comprender que tanto el Nuncio Apostólico como la Santa Sede estaban al tanto de la crítica situación que se vivía en el país en los años previos al golpe de Estado de 1976. 


			2. Tortolo, presidente de la CEA, protagonista en la antesala del golpe del Estado


			2.1. Tortolo solicita un informe sobre los «medios lícitos» en el caso de una «guerra interna»


			El gobierno de María Estela Martínez de Perón no podía hacer frente a la situación crítica del país. Las Fuerzas Armadas ya habían lanzado la represión estatal que comenzaba a cobrarse las primeras víctimas de la denominada «lucha antisubversiva». Muchos sectores de la sociedad argentina veían como la única esperanza para la pacificación del país un golpe de Estado y la asunción del gobierno por parte de las Fuerzas Armadas. Entre los obispos también corrían rumores de que una «revolución» estaría próxima y que terminaría con el gobierno de la viuda de Perón.


			Durante el tiempo inmediatamente previo al golpe llegó a los obispos un informe anónimo titulado «Diagnóstico sobre la situación argentina» que, entre otras cosas, señalaba que «los males que padece nuestro país son principalmente de tres órdenes, que se mezclan e influyen recíprocamente: políticos, económicos y morales». El principal problema político, según este documento, era el «desgobierno, especialmente en cuanto al Poder Ejecutivo Nacional», en esos momentos en manos de María Estela Martínez de Perón junto con las «divisiones en el partido gobernante» y el «terrorismo y la subversión». Entre los posibles remedios a estos problemas el documento señalaba: «a) Reemplazo de la presidente de la Nación, gobernadores provinciales, intendentes municipales y presidentes o administradores de empresas oficiales. b) Disolución del Congreso, las legislaturas y los concejos municipales. c) Cambios en el Poder Judicial. d) Suspensión de los partidos políticos. e) Combate enérgico al terrorismo y a la subversión. Ley Marcial».(58) Si bien no sabemos el origen de este documento, y qué influencia pudo haber tenido entre los obispos, sí identifica el clima en los momentos inmediatamente previos al golpe y condensa las voces que circulaban entre algunos eclesiásticos. 


			De gran relevancia para captar el clima en los momentos previos a la toma del poder por parte de las Fuerzas Armadas es un informe sobre la «Guerra Justa» solicitado por el presidente de la CEA, Tortolo, al teólogo dominico Domingo Basso y fechado en noviembre de 1975. Si bien no hemos encontrado una solicitud escrita por parte de Tortolo pidiendo el informe a Basso, lo cual podría ser indicativo, o bien que dicho pedido haya sido hecho en forma oral o que el documento se halle extraviado, el documento en cuestión —un escrito de tres páginas— resulta sumamente elocuente.(59) 


			El documento de Basso responde a un pedido hecho por Tortolo, por lo cual podemos inferir que el motivo del informe pudo estar en relación con la solicitud que la Comisión Ejecutiva de la CEA había realizado a la presidente de la República por el respeto de los derechos humanos en la lucha contra la subversión del 15 de abril de 1975. De este modo, la CEA contaría con un sólido fundamento teológico-moral respecto a qué era lo lícito o lo ilícito en una guerra justa. No sabemos si además sirvió de argumento en el contexto argentino en la denominada lucha antisubversiva a posteriori del golpe de Estado, tal como parece indicar una mención del secretario de la CEA, unos años más tarde, asentada en las Actas de la Comisión Permanente.(60) Debido a la relevancia del documento analizaremos algunos de sus tramos principales. 


			En el párrafo inicial de la respuesta, Basso señaló algunas aclaraciones previas necesarias para enmarcar la consulta. Se centró en tres cuestiones fundamentales: guerra justa, pena de muerte y muerte del agresor injusto. Basso indicó: 


			Reflexionando sobre el tema objeto de su consulta observo, ante todo, que se trata de un estado de guerra interno o represión violenta de la sedición criminal, por lo tanto, creo que son tres los puntos a tener en cuenta para determinar qué es lo lícito y qué es lo ilícito en tales circunstancias: la noción de guerra justa, la licitud de la pena de muerte y la muerte del injusto agresor en defensa legítima.(61) 


			Queda de manifiesto que la consulta que Tortolo le realizó se enfocaba en cuáles eran los métodos lícitos que un Estado podía aplicar en un caso de «Guerra interna o represión violenta de la sedición criminal».(62) 


			A continuación, Basso pasó a tratar de lleno el tema ofreciendo un resumen de «las enseñanzas de los moralistas católicos respecto de estos tres temas ampliamente estudiados por los tratadistas».(63) Tal como lo indicaba la doctrina tradicional de la teología católica en esta materia: 


			[…] los principios generales de la guerra justa se aplican mutatis mutandis [cambiar lo que se debería cambiar o haciendo los cambios necesarios] en el caso de la sedición o guerra civil dentro de la misma nación cuando atenta contra el bien común y las instituciones legítimas, que son las fundamentadas en la ley y el derecho naturales. Tal es el caso de la lucha contra la guerrilla […]; y todos admiten que la agresión preventiva contra un enemigo declarado y beligerante es frecuentemente necesaria para la defensa propia.(64) 


			En este sentido, señala Basso que en la Suma de Teología de Tomás de Aquino se pueden indicar cuáles son los casos concretos en que una guerra puede considerarse justa, opinando que «si la guerra fuera siempre intrínsecamente ilícita Dios no habría mandado tantas veces en declararla en el Antiguo Testamento». (65) 


			Respecto de la pena de muerte Basso indicó:


			[…] la autoridad pública, y solamente ella, tiene el derecho de condenar a muerte a los autores de crímenes gravísimos, [pues] dice Santo Tomás, que es lícito matar al malhechor en cuanto se ordena a la salud de toda la sociedad; y, por tanto, corresponde solo a aquel a quien está confiado el cuidado de su conservación, como al médico compete amputar el miembro podrido cuando le fuera encomendada la salud de todo el cuerpo.(66) 


			Sin embargo, Basso aclaró: 


			[…] todos los moralistas sostienen que la autoridad suprema a nadie puede condenar a muerte si no tiene certeza moral, determinada en juicio, de que ha cometido un crimen gravísimo. [Además], pocos son los crímenes juzgados dignos de la pena de muerte por los modernos códigos civiles. En el caso preciso de la guerrilla, antes se ha de determinar qué acciones merecen dicha pena, [pues] no parece ser motivo suficiente el hecho de estar enrolado en ella. 


			Un punto del informe resulta especialmente sensible, sobre el cual volveremos en el capítulo 14, ya que se trata el tema de las embarazadas: «Atinadamente exigen la mayoría de los moralistas que ninguna mujer embarazada sea condenada a muerte, antes se ha de esperar que dé a luz, pues, caso contrario se asesinaría a un inocente [el hijo]».(67) No sabemos si esta referencia al caso de las embarazadas fue una consulta específica realizada por Tortolo o bien se debió a una iniciativa de Basso para brindar un panorama amplio sobre los métodos lícitos en la represión de la guerrilla por parte del Estado. En cualquier caso, y en atención a la evolución de los acontecimientos, esta referencia resulta llamativa, y ciertamente no parece algo casual, ¿respondería esta «orientación» a situaciones ya vividas o a consultas recibidas? Y en ese caso, ¿de parte de quién habría venido dicha consulta? ¿O bien serviría esta información como un soporte ideológico en el accionar con las embarazadas y la apropiación de los niños durante el denominado «Proceso» en los años siguientes? Sabemos que el gobierno argentino decidiría la muerte de muchas mujeres embarazadas para cuya ejecución se procedió previamente a realizar un parto clandestino, la separación del hijo de su madre, la apropiación ilegítima del bebé y la privación de su identidad. Se estima que este procedimiento se siguió en quinientos casos de niños apropiados.(68) El trasfondo teórico de este proceder, según la lógica represiva, se afirmaba en la idea de que el niño era inocente, y por tanto no se lo debía «condenar a muerte», tal como el informe señalaba, aunque a la vez, el niño debía «ser rescatado» de la ideología que había guiado a su madre al camino de la «subversión». La documentación que hemos estudiado no nos permite mostrar que el informe en cuestión fuera efectivamente usado para tales fines. No obstante, y aunque debemos movernos aquí en el campo de las conjeturas, tampoco podemos descartar que efectivamente sí haya sido utilizado con esa finalidad.


			Otro tema abordado por el informe de Basso señala que «en cuanto al problema de los criminales en fuga no admiten generalmente los autores que los policías o soldados puedan tirar a matar sino solo a herir a los fugitivos. Aunque en casi todos estos casos, los subalternos cumplen instrucciones de sus superiores; no debe, pues, ser gravada su consciencia por cumplirla».(69) Al respecto, es necesario tener presente: 


			[…] las dos anteriores cuestiones [guerra justa y pena de muerte] competen a la autoridad pública, no a las personas privadas. Pero se da hoy frecuentemente el caso de personas agredidas con finalidad de secuestro o asesinatos por motivos políticos por parte de grupos de guerrilleros o comandos parapoliciales. Se plantea pues más agudamente la cuestión de los límites a que pueda llegar la defensa legítima […]. El acto de la legítima defensa es moralmente lícito (y no solo no punible); sin embargo, al menos en la generalidad de los casos, nadie está obligado a escoger este modo de defensa.(70) 


			Basso concluyó la consulta de Tortolo señalando que a su juicio «está de más subrayar que el empleo del derecho a la defensa legítima llegando hasta la muerte del injusto agresor solo es lícito cuando no existe otro medio de defensa […]; si existe por tanto otro medio menos duro para defenderse de la agresión es absolutamente obligatorio; en general se ha de decir que siempre se ha de recurrir al medio menos violento posible».(71)


			Si este informe tuvo difusión y aplicación durante el gobierno de María Estela Martínez de Perón, o con posterioridad al golpe de Estado de 1976, no nos consta. Si algunas de las opiniones solicitadas a Basso pudieron haber brindado una orientación o sustento teórico para que se estableciera una modalidad o reglamentación a seguir —como efectivamente ocurrió en el caso de las embarazadas—, el texto mismo o quien lo transmitiera adquieren un valor significativo y polémico. Más allá de que no podamos vincular a través de los documentos este texto con el proceder que efectivamente se llevó adelante durante el denominado Proceso de Reorganización Nacional, es evidente que teniendo en cuenta la autoridad de Tortolo como presidente de la CEA y vicario castrense, reviste a la consulta de una trascendencia significativa y sugerente. 


			[image: ]


			Pocos meses antes del golpe de Estado, el presidente de la CEA, Adolfo Tortolo, solicitó al teólogo moralista fray Domingo Basso op que elaborara un informe sobre la licitud, de acuerdo con los principios cristianos, de los métodos que un gobierno podía utilizar en el caso de la llamada «guerra justa», la «pena de muerte» y la «muerte del agresor en legítima defensa». Carta de Fray Domingo Basso al presidente de la CEA Adolfo Tortolo, Buenos Aires, 1º de noviembre de 1975, ACEA, 27 presidente CEA (1974-1978) R. 19522. 


			De hecho, Tortolo utilizó algunos de estos argumentos en sus diálogos en el seno de la CEA, como, por ejemplo, en la reunión de la Comisión Permanente de inicios de marzo de 1976, en la que los obispos estaban preocupados por la posibilidad de que hubiera un golpe de Estado y que esto llevara a una represión por parte del Estado o «guerra interna» como el mismo Tortolo explicaría a los obispos: «Supongamos que venga esa revolución y que se presenten situaciones graves para la Iglesia que pueden conculcar algo del orden natural».(72) El informe pudo cobrar sentido como un soporte teológico-moral para los obispos en relación con qué podía permitirse y qué no en una situación como la descripta. Este pudo ser también el sentido que se pretendió darle a la carta pastoral que los obispos comenzarían a elaborar en el seno de la Comisión Permanente a inicios de marzo de 1976, como se verá más adelante, y que sería publicada en la Asamblea Plenaria de la CEA de mayo de 1976.(73) 


			La carta pastoral estaba ordenada ante la necesidad de decir una palabra en vistas a que también la represión del Estado a la guerrilla pudiera significar que algunos derechos se vieran conculcados.(74) De hecho, los obispos expresarían que era necesario ver «cómo podríamos transportar la moral de la guerra internacional a la guerra interna».(75) De hecho en esa reunión se hablaría sobre el tema de la pena de muerte, como indicaría Juan Carlos Aramburu: «Hay un expresión que podría entenderse como opuesta a la Ley de Defensa Nacional que gestionan las Fuerzas Armadas, en la que se establezca la pena de muerte», y agrega: «En este momento pareciera que no hay otro remedio para combatir la subversión».(76)


			Es posible que el informe también haya permitido a Tortolo y a integrantes del Vicariato Castrense brindar algún tipo de orientación respecto de los límites que debería tener la represión del Estado en la llamada «lucha antisubversiva», si bien esto no nos consta en forma explícita. Tortolo, por ser vicario castrense, además de presidente de la CEA, tuvo una comunicación habitual con los comandantes de las Fuerzas Armadas, aun antes del golpe de Estado. Su doble función le permitía presentar inquietudes de la propia Conferencia Episcopal en el ámbito militar. En enero de 1976, por ejemplo, escribió al comandante del Ejército, Videla, manifestándole la preocupación por la atención espiritual de los detenidos y la ampliación de los horarios de visita. La carta a Videla respondía evidentemente a los insistentes reclamos formulados a la Iglesia de parte de los familiares, preocupados sobremanera por la situación angustiante que atravesaban sus seres queridos. En la contestación, Videla le aseguró que se habían adoptado las previsiones necesarias y señaló que era su «deseo transmitir al Episcopado Argentino la seguridad de que todo cuanto dependa del control de la Fuerza está regido por principios cristianos y por ende en el marco del respeto de las personas, sus derechos y su dignidad».(77)


			Los documentos que hemos analizado nos han brindado nueva información para comprender la antesala del golpe. Ahora nos adentramos en el momento del derrocamiento de la viuda de Perón y en la actitud de la CEA y de la Santa Sede ante este hecho y las primeras decisiones llevadas adelante por el denominado Proceso de Reor­ganización Nacional.


			2.2. «De aquí me sacarán muerta»:(78) Tortolo mantiene una reunión confidencial con la presidente María Estela Martínez de Perón poco antes del golpe 


			La situación del país hacia inicios de 1976 continuaba agravándose y las voces sobre un posible golpe de Estado para derrocar a la presidente constitucional —para poner fin a la difícil situación del país— se hacían cada vez más notorias. María Estela Martínez de Perón se encontraba cada vez más aislada y sentía las presiones que se estrechaban sobre ella. 


			Tortolo mantenía una cercanía espiritual con la presidente, quien depositaba en el obispo una gran confianza. Puede decirse que la relación entre ambos superaba lo estrictamente institucional. Por ejemplo, en la Navidad de 1975, Tortolo había pre­parado un texto para que la presidente lo expusiera públicamente, en un momento de particular preocupación por la creciente violencia; en uno de sus párrafos indicaba: 


			¡Qué nombre tan bello el de esta noche: Noche Buena! Sin embargo, hay hogares, hay familias que soportarán esta noche el dolor provocado por un lugar vacío. Alguien falta, y alguien falta porque ha corrido y está corriendo sangre de hermanos sobre el suelo argentino. Hay muertos a los que lloran madres, esposas e hijos; víctimas de una absurda violencia que va segando vidas a diestra y siniestra.(79) 


			A inicios de febrero de 1976 la primera mandataria le solicitó una entrevista a Tortolo. El arzobispo asistió al encuentro para escuchar a la presidente. Comenzada la conversación la viuda de Perón manifestó cuál era el motivo principal de la reunión. La presidente le explicó al arzobispo que «no iba a renunciar a su cargo, agregando “de aquí me sacarán muerta”». Ante la pregunta formulada por esta sobre las acusaciones que se le hacían a ella personalmente y a su gobierno, el presidente de la CEA «le manifestó si no había leído los diarios. La presidente contestó que era una campaña orquestada por el periodismo en contra de ella».(80) Ante nuevas preguntas de la jefa de Estado, Tortolo le dijo: «Usted es una mujer cautiva que no está debidamente informada».(81) Ella respondió: «A mí me informan muy en detalle los organismos de información del Estado, especialmente el Side».(82) Tortolo le expresó que «se objetaba que en veinte meses de presidente, hubiera modificado trece veces el gabinete y, por lo tanto, había una discontinuidad y precariedad de los nombrados».(83) La viuda de Perón respondió: «Yo no tengo la culpa de que habiendo recibido informes óptimos, al cabo de cuatro días los informes varíen: entonces vienen los grupos de presión que exigen un cambio de hombres».(84) 


			Tortolo agregó: 


			Otro asunto muy grave es el enfrentamiento interno del Peronismo (la presidente dijo al principio que no renunciaba porque había recibido un legado de Perón, que tenía que cumplir, y en segundo lugar porque, de hacerlo, correría un «río de sangre»). Usted misma aparece como una persona jaqueada por los gremios y le advierto que en general existe una gran preocupación en las Fuerzas Armadas por el avance del Sindicalismo, que para estas son un grave peligro. El segundo peligro es la guerrilla, que podría engrosarse con peronistas.(85) 


			La presidente siempre que habló se mostró dura con el peronismo y volvió a repetir: «Todo es problema de acceso al poder y de los que se encaraman en segundo término en búsqueda de las prebendas de ese poder (acomodo), que en los peronistas es mucho más grave porque son más, se sienten seguros y no tienen mayor formación».(86) Dijo también que en los gremialistas hay mucha gente infiltrada de ideas marxistas y que está derivando el sindicalismo en comunismo.(87) Insistía constantemente, según refirió Tortolo, en que en un momento de guerra «es necesario que tengamos una economía de guerra».(88) Tortolo le expresó que «por ninguna parte veía los signos de esa economía de guerra, y, por otra parte, tampoco se veían las medidas necesarias para una defensa del orden interno».(89) Ella recalcó expresando: «Tenemos que poner una serie de medidas que son dolorosas».(90) 


			Según refirió Tortolo, en la reunión le avisaron —a la presidente— que estaban los comandantes generales de las Fuerzas Armadas esperando para una reunión del Consejo de Seguridad Interno, entonces, indicó el presidente de la CEA: «Me adelanté a ponerme de pie, pero fue ese el momento en el cual ella prometió hacer un plan de acción, como para hacer converger toda la vida de la Nación, pidiéndome si yo o alguna persona en la cual tuviera confianza podría proponer ese plan. Yo le respondí que en eso no podía ayudarla, porque escapaba a mi misión».(91) Después de un momento de silencio la presidente dijo: «Yo haré lo que Dios me pida. Si la voluntad de Dios es que me quede, me quedo; si no, no».(92) Entonces Tortolo continuó: «Usted conoce la campaña que hay respecto a esto, que dicen que los integrantes del entorno la dirigen a usted, y se dice que esos integrantes son el diputado Lastiri y el Dr. Julio González».(93) La presidente respondió que a Lastiri lo había visto una vez en un mes, aunque Tortolo aclaró que «eso me han asegurado que no es cierto. Más aún, se le dieron facilidades para que saliera con honores similares a los de López Rega, en cuanto a la escolta, etc.». (94) Respecto a González, dijo la presidente: «Yo también necesito un hombre de confianza y mi hombre de confianza es el Dr. González; me sirve con una fidelidad absoluta; porque el asunto no es tanto con el Dr. González, sino que me quieren imponer determinados secretarios; entonces sí yo sería una mujer cautiva y eso no lo puedo consentir».(95)


			[image: ]


			Renuncia manuscrita de María Estela Martínez de Perón a la Presidencia de la República firmada en la residencia de «El Messidor», Villa La Angostura, el 25 de marzo de 1976. El presidente de la CEA, Adolfo Tortolo, desempeñó un papel importante como persona de confianza de la ex presidente para la firma de esta renuncia y él mismo ofició de mediador y correo de esta trascendental nota. SdS, Nun C 116 (230-231).


			La relación entre ambos se mantendría aún después del golpe de Estado y durante la reclusión en «El Messidor» al punto de que Tortolo desempeñará un rol importante en un documento posterior al golpe de Estado en el que la presidente depuesta firmó su renuncia al cargo y el arzobispo ofició de mediador y correo de esa trascendente nota.(96)


			Como puede inferirse, el presidente de la CEA, Tortolo, estuvo informado acerca de los acontecimientos y comunicaciones que se estaban dando en los días ­inmediatamente previos al golpe de Estado. En la siguiente reunión de la Comisión Permanente de la CEA, algunos días después de su encuentro con la presidente, Tortolo expuso con detalle a los obispos lo conversado en esa ocasión.


			2.3. «¿Bajo qué signo se haría esta revolución?»(97) La reunión de la Comisión Permanente de la CEA entre el 3 y 4 de marzo de 1976


			Esta primera reunión de la Comisión Permanente de la CEA, prevista para el 15 de marzo de 1976, se había adelantado a los días 3 y 4 de marzo en razón de que el Nuncio le había pedido a Tortolo que fuera a Córdoba a visitar a Primatesta, que había recibido una amenaza. Zazpe acompañó a Tortolo en esa ocasión. 


			Del encuentro de la comisión permanente de la CEA participaron los obispos Tortolo, Aramburu, Plaza, Bolatti, Sansierra, Mayer, Maresma, Herrera, Rosch, Di Stéfano, y el secretario general Galán. Estuvo caracterizada por la inminencia de una «revolución», en referencia a la probabilidad latente de un golpe de Estado que terminaría con el gobierno constitucional de María Estela Martínez de Perón.


			Al iniciarse la primera sesión, Pío Laghi sugirió que era conveniente la preparación de un documento pastoral con los cuatro o cinco puntos importantes «en este momento de angustia, aclarando al mismo tiempo más la situación de la Iglesia que está sobre los partidos políticos».(98) Después de citar el caso de Casildo Herreras —de la CGT— solicitando que la Iglesia convocara a una reunión para tratar la situación política del país, y que Tortolo había considerado improcedente, el Nuncio señaló la conveniencia de encomendar a algunos obispos y laicos la redacción de un documento que la Comisión Permanente podría aprobar o no «pero poniéndose en la alternativa de que surja un gobierno de facto o de que continué el gobierno actual».(99) La comisión que redactaría ese documento estaría compuesta inicialmente por el obispo Horacio Bózzoli, Guillermo Blanco, Domingo Basso (dominico), Santiago de Estrada, Carlos Alberto Floria, Jorge Mazzinghi y Mariano Grondona.(100) Según Tortolo se trataba de «estudiar y tener preparado un documento, esperando los acontecimientos y, si convenía, a juicio de la Permanente, se publicaría ahora o se esperaría».(101)


			Tortolo informó a los obispos de la Comisión Permanente de la CEA sobre la mencionada reunión con la presidente de la República y sobre el pensamiento de las Fuerzas Armadas en la situación actual del país. También respondió a algunas preguntas de los obispos presentes, aunque el acta no dejó constancia de ello.(102) 


			El obispo Herrera solicitó saber de qué se trató la asonada de la Aeronáutica. Tortolo explicó que «existía el deseo de crear un estado que en 24 horas se convirtiera en revolución y se cambiara de gobierno. El brigadier Capellini estuvo en distintas bases y pensó que se levantarían; el levantamiento fue un acicate para hacer salir al Ejército y a la Aeronáutica. Los tres comandantes generales decían: “Tenemos el mismo lenguaje, pero no llegó el momento”».(103) Aramburu manifestó: «El pensamiento del Gral. Videla era no romper el orden institucional; cambiar las cosas pero institucionalmente».(104) Bolatti agregó: «Contra el golpe estaría en que no hay acuerdo». Tortolo añadió: «Lo que dice Mons. Bolatti es muy serio. ¿Bajo qué signo se haría esta revolución?».(105) 


			Tortolo continuó indicando que algunos obispos le habían hablado al Nuncio sobre la conveniencia de preparar una carta pastoral donde se enjuiciaran los problemas de la situación actual del país, y de una manera especial el uso de los términos «occidental y cristiano» y que se aclarara en qué consistía eso. (106) Tortolo explicó: 


			Cuando nos reunimos en Córdoba, se pensó en hacer un documento cuyo fondo fuera inalterable, y quedaría luego quizás la introducción y el final por si hay o no revolución. Al mismo tiempo se conversó entonces por algo que nos preocupaba, y que era la moral de la guerrilla, de la guerra civil, que no podemos tratarlo superficialmente. Se pensó, también, poner en claro este nuevo hecho y ver cómo podríamos transportar la moral de la guerra internacional a la guerra interna.(107) 


			Aramburu hace notar que en el anteproyecto «hay una expresión que podría entenderse como opuesta a la Ley de Defensa Nacional que gestionan las Fuerzas Armadas, en la que se establezca la pena de muerte, y agrega: “En este momento pareciera que no hay otro remedio para combatir la subversión”».(108) Bolatti consideró que la expresión «cualquier medio» allí empleada no va contra la pena de muerte, Plaza apoyó la moción de Aramburu y creía que había que cambiar esa frase.(109)


			Los obispos dialogaron brevemente a continuación sobre el caso de dos sacerdotes asesinados. Sobre el primero de ellos, Tedeschi, dijo Plaza:


			[…] que desde hace 4 años vivía al margen de la comunidad en una villa de emergencia, donde estuvo desvinculado de manera irregular de los salesianos, a cuya congregación pertenecía. El obispo diocesano consideró en su momento, y dado el ascendiente que tenía en la Villa, que no era conveniente iniciarle proceso canónico y la situación se mantuvo así hasta que las cosas llegaron a este lamentable final.(110) 


			Galán refirió también algunas informaciones sobre otro sacerdote asesinado: «El Padre Soares [que] había celebrado, quince días antes de que lo asesinaran, un funeral por dos obreros asesinados, en el cual predicó».(111) 


			Luego la atención de la Comisión Permanente volvió sobre la carta pastoral. Entonces expresó Tortolo: «Yo pienso que debe hacerse llegar a cada obispo un ejemplar, y que cada metropolitano reúna a sus obispos para estudiarlo».(112) Tortolo hizo ­referencia a lo que habían conversado con Primatesta y Zazpe en Córdoba en relación con los problemas que una «revolución» podría traer para la Iglesia: 


			En Córdoba nos planteamos también otros problemas, entre ellos el siguiente: supongamos que venga esa revolución y que se presenten situaciones graves para la Iglesia que pueden conculcar algo del orden natural, la Comisión Ejecutiva cree que debería tener la libertad de poder afrontarlos, porque algún obispo se ha quejado de que hemos hecho declaraciones sin haber consultado. Yo presento el caso de los dos sacerdotes asesinados. Los mismos sacerdotes del país se habrían indignado si no se hubiera dicho una palabra. A veces, en las revoluciones se han dado algunos desbordes de autoridad, y creemos que puede llegar el momento de tener que decir esa palabra. Además, hay una nota del cardenal Confalonieri que dice que la presidencia de las Conferencias Episcopales tiene que tener una cierta autonomía para los casos graves. Por otra parte, creo que canónicamente se puede hacer, pero, como algún obispo se ha mostrado medio disconforme, yo, personalmente, me limito al mínimo, a no ser que pueda consultar con los otros miembros de la mesa ejecutiva.(113)


			Sobre la falta de unificación de criterios en esto, y ante declaraciones de obispos de distinto tenor, Di Stéfano ilustró el caso de Chile:


			[…] donde ha habido diversos criterios y eso valió que presentasen una imagen de episcopado dividido; y hace notar que Radio Moscú presentó la voz grabada de Mons. Méndez Arceo, obispo de Cuernavaca, condenando a varios obispos chilenos, mencionándolos por su nombre y alabando a otros que estaban en contra de los primeros. A eso se suma que en México, el citado señor obispo está haciendo propaganda por la canonización de Salvador Allende y que a la viuda de este le cedió el púlpito en la catedral.(114) 


			Agregó: «Por eso, es conveniente que, si nos comprometemos a hablar cada uno de los obispos, tomemos criterios uniformes, o dejar este asunto a la [Comisión] Ejecutiva, o lo que sea, pero desde ya intercambiar ideas».(115) Preguntó luego si no sería conveniente «tender algunas líneas para preparar o hablar a gentes que pudieran asegurar ciertas líneas de gobierno».(116) 


			Entonces intervino Tortolo: 


			[…] personalmente me preocupa mucho por eso hablo de bajo qué signo se haría esa revolución, y tengo informaciones de que hay una serie de individuos que están preparados para integrar el eventual nuevo gobierno que son de un signo marcadamente liberal; ahora personalmente no sé cómo puede hacerse lo que propone V.E. [Di Stéfano].(117) 


			Aramburu expresó que no lo creía conveniente, Di Stéfano explicó que habría que estar un poco atento. Entonces habló Plaza: «Lo que pasa es lo siguiente, todo el “entorno” está formado por masones y los contrarios a este, también, pasa como en el año 1955».(118) Tortolo agregó: «Delante mío el coronel San Martín le dijo al general Lanusse, acordate Cano cuando nosotros sin saberlo estábamos sirviendo a la ­masonería en la Casa Rosada y Lanusse reconoció que sí, lo que dice Mons. Di Stéfano es real, pero cómo hacerlo».(119) 


			Antes de finalizar la primera sesión se dio lectura a la nota de la Santa Sede relativa a la actitud de los obispos ante la actual situación del país sobre la necesidad de que los prelados «empleen particular cuidado en evitar cuánto puede ser interpretado como una preferencia en el campo de la política contingente hacia una determinada opción dentro de las varias que pueden legítimamente ser admitidas».(120)


			En el Vaticano se seguía con atención «la evolución actual de la vida pública en la Argentina, y dentro de ese contexto, la actuación y desempeño de la Iglesia, y especialmente las palabras y enseñanzas de los Señores obispos».(121) El 23 de febrero de 1976 el cardenal Villot remitió algunas reflexiones que al respecto había elaborado para la Conferencia Episcopal Argentina sobre cuál debería ser la actitud del Episcopado frente a la inestable situación política: 


			Parecería que en los dolorosos momentos que está viviendo la Nación, más que insistir con agudeza en la presencia y denuncia de los males, fuera oportuno tratar de poner algo de bálsamo en las heridas y ayudar a eliminar el camino hacia las soluciones. Es conveniente que los Pastores, evitando generalizaciones y asperezas se mantengan en la línea de la exhortación paterna y busquen animar a la gran mayoría del pueblo, que sufre el peso de la crisis sin tener la directa responsabilidad de ella.(122)


			Asimismo, Villot indicó a los obispos: «Los Sagrados Pastores en el ejercicio de su función magisterial es necesario que empleen particular cuidado en evitar cuanto pueda ser interpretado como una preferencia en el campo de la política contingente hacia una determinada opción dentro de las varias que puedan legítimamente ser admitidas».(123) 


			Las palabras dirigidas por el Secretario de Estado a la Conferencia Episcopal Argentina tendrían una amplia repercusión en la primera reunión de la Comisión Permanente en marzo de 1976 a escasos días del golpe de Estado. Los lineamientos expresados por el Vaticano conducirían también a una reflexión por parte del Episcopado respecto a una acción colegiada en lo relacionado a los temas de alcance nacional. La Santa Sede brindaría su apoyo para que, en las cuestiones más urgentes en este campo, la CEA pudiera gestionar o expresarse principalmente a través de la Comisión Ejecutiva y así evitar expresiones disímiles entre los obispos. Carlos Galán, secretario de la CEA, respondería al Nuncio asegurándole que «estas reflexiones fueron consideradas por la última reunión de la Comisión Permanente de la CEA y por disposición de esta se comunicaron a todos los señores obispos».(124)


			En la segunda sesión se agregaron los obispos Zazpe y Ferro. El diálogo inicial giró en torno al tema de los presos políticos. Tortolo dio cuenta de las gestiones que había realizado, mostró una carpeta con pedidos al respecto y dijo «que no es misión específica suya ocuparse del tema, pero dice “hago lo que puedo”».(125) Entonces agregó: «De doscientos “presos políticos” yo tengo la impresión de que habrán salido en libertad doce o trece. Los presos de Sierra Grande han sido todos liberados».(126) ­Aramburu indicó que había consultado a los capellanes sobre las condiciones carcelarias y expresó: «Me han respondido que en un momento dado, en Navidad, no les dejaban realizar la atención espiritual, pero ahora tienen libre acceso, haciéndolo a todos los presos, y que las condiciones en que se encuentran estos no son inhumanas».(127) Tortolo agregó: «Incluso han enviado telegramas a la Santa Sede, y ninguna comisión episcopal tiene constancia de que existan esas condiciones». Maresma indicó: «Yo he estado en la cárcel de Mendoza y no he visto cosas infrahumanas».(128)


			A continuación, y en relación con la asistencia espiritual de los detenidos, Tortolo leyó una carta del general Videla, comandante en jefe del Ejército: «Me contestó que se preocupaban porque había casos de connivencia entre el clérigo y el preso, y desconfiaban realmente del clérigo cómo lo iba a atender. Entonces ellos dicen que prefieren que el sacerdote que atiende a los presos, si no es capellán propio, sea uno designado por la Jerarquía: “Hay sacerdotes y hasta algún obispo que anda diciendo que somos insensibles”», concluía la carta de Videla.(129) Mayer agregó: «De Bahía Blanca puedo informar que los presos dicen que los atienden muy bien».(130)


			El Presbiterio de La Rioja y su obispo Angelelli hicieron llegar una carta a la Comisión Permanente para informar respecto a la detención de algunos sacerdotes en la diócesis y del vicario general Inestal. Galán leyó la carta y seguidamente Tortolo pidió a Maresma que diera su visión sobre los hechos. Así habló al respecto: 


			[…] la orden de detención era para Di Marco y Sifré, ambos son antiguos dirigentes del Movimiento Rural de Acción Católica, que tuvimos que disolver por sus evidentes vinculaciones con «la pesada» cuando todavía no se llamaba «Ejército Revolucionario del Pueblo» ni «Montoneros». Otros dos muchachos vivían con la familia en Santa Rosa. Hace dos años que tienen pedido de captura en la comisaría de Santa Rosa. Como allá todos los conocen, venían, estaban un día o dos y después se iban, pero ahora, cuando el ejército tomó a su cargo la represión, le repitió la orden a la comisaría de Santa Rosa; así que la primera vez que aparecieron los fueron a detener. De modo que no fueron a detener al vicario general de La Rioja. Al enterarse Mons. Inestal que habían detenido a estos muchachos y a dos mujeres que viajaban con ellos, fue a la comisaría a ver qué pasaba. Ahí se encuentra con un oficial joven de policía, muchacho muy cristiano, que le aconseja no deje solos a los presos. Entonces él se constituyó en defensa. A los otros los mandaron a los calabozos. Pero al vicario general lo dejaron pasar la noche en una oficina. Al día siguiente vino el militar que menciona la carta. Yo, al saber de la detención, fui a verlos y me dijeron que no había pedido de captura, pero, tanto el jefe de la policía como el comando militar, me dijeron que puede existir en cualquier momento. En la casa de los dos jóvenes citados, me dijeron que ellos son la tragedia de la familia. Además, entre sus pertenencias había un sobre plástico con veintiún fotografías, entre ellas la de una manifestación (es la manifestación de la izquierda contra Perón) donde ellos están con un cartel. No se explica por qué llevaban ese material consigo. Las madres en ningún momento dijeron que los hubieran tratado mal.(131)


			Entonces tomó la palabra Aramburu: «¿En cuanto a lo que dice la carta de La Rioja que no le dejaron celebrar la Misa y le quitaron la Biblia?». Dijo Maresma: «En cuanto a actos religiosos en [los penales de] Mendoza, dijeron que si yo aceptaba cambiar la hora, siendo ese sacerdote muy conocido, temían que fuera correo». Tortolo agregó: «Yo tengo entendido que, por temor a que trafiquen con una cosa o con otra, les quitan prácticamente todo y ni siquiera los dejan trabajar, porque piensan que las herramientas las utilizan para otra cosa».(132) Bolatti añadió: «En Rosario la gendarmería tiene aparte a los presos políticos y el capellán no puede visitarlos. Yo fui a decir misa el día de Navidad y no los dejaron asistir».(133) Tortolo expresó: 


			Una de las razones por las cuales han hecho eso es para evitar todas las confabulaciones entre ellos, ya sea para tomar rehenes, para matar o para evadirse, y normalmente, me dice el general Videla, después de alguna grave derrota de la guerrilla (el caso de Monte Chingolo, poco antes de Navidad) se encuentra con dos cosas: primero, al salir fallido el intento, se exacerban más y, además, la gente de afuera trabaja más para lograr la evasión; por eso, con relativa frecuencia los están cambiando de cárcel.(134) 


			También el presidente de la CEA se refirió a la carta de La Rioja: 


			En esta carta de Mons. Angelelli se habla muy bien del Pbro. Francisco Gutiérrez, pero el cardenal Primatesta, que es su obispo, dice otra cosa. Mons. Angelelli sabe perfectamente bien la condición de este sacerdote que ayudó a los guerrilleros; el sacerdote confesó que era cierto y le dijo al cardenal Primatesta que no se hiciera nada por él, para que no se ventilaran las cosas. Entonces yo no puedo entender por qué escribe una carta así. Se quejan […] que tanto Mons. Angelelli como su vicario son sometidos a un humillante procedimiento (antes de entrar a las cárceles), que es el registro por si portan armas, pero Mons. Angelelli ha tenido una multitud de cosas con los guerrilleros. Recuerdo que defendió a un muchacho y Mons. Boxler jura que es uno de los activistas que tiene el comunismo en Gualeguaychú. Yo no sé qué contestarse a Mons. Angelelli, parecería que él cree que la Vicaría Castrense interviene en estos asuntos policiales.(135)


			Luego los obispos dialogaron sobre cuestiones relacionadas a la colación de Ministerio de Acólitos y Lectores,(136) el hábito eclesiástico, las próximas elecciones de la CEA y la recomendación de la Santa Sede de enviar a algunos estudiantes de los seminarios diocesanos a completar su formación en Roma.(137) También los obispos compartieron la lectura de una carta del obispo Ponce de León en la que manifestaba su preocupación por las amenazas que había recibido.(138) Esto último condujo a un diálogo sobre la denominada «infiltración marxista» en la Iglesia. Así se expresó Plaza: «Hay un problema que es muy real: el servicio de informaciones del Estado tiene una lista de gente del clero catalogada. Ahora que eso les sea útil para ciertas cosas, el día de mañana podríamos tenerlo en cuenta, porque hay cosas que son muy injustas».(139) Después de que Zazpe señalara la necesidad de comunicar esta información al Secretariado General del Episcopado intervino Di Stéfano: «Tenemos que reconocer que hay de hecho en la Iglesia una serie de sacerdotes en situación bastante anormal y que van a traer muchas de estas situaciones; de modo que no es todo inocencia. Quizás esto nos obligue a poner un poco más de orden dentro de nuestra Iglesia, porque hay que reconocer que, con toda la ideología que entró, se han cometido muchos errores».(140) Luego de que Herrera sugiriera que junto con la comunicación del hábito eclesiástico «se incluyera a modo de colofón el tema tocado por Mons. Di Stéfano», intervino Zazpe: «Estoy de acuerdo con Mons. Di Stéfano, pero frente a una serie de denuncias, ¿toda esa gente es culpable?».(141) 


			A continuación, siguieron algunas breves intervenciones sobre un tema presentado por Ferro, sobre allanamientos a iglesias o casas parroquiales y agregó que «en Tucumán, el general de brigada [Bussi] ha exigido últimamente a los curas que colaboren con el gobierno y que hagan conocer a aquellas personas que están conspirando contra el gobierno».(142) Al respecto, tomó la palabra Tortolo: «Yo pienso que no se puede hacer y que sería muy torpe hacerlo. He hablado con los tres comandantes generales y podemos hablar ahora con el general Videla, para que cuando efectúen esos allanamientos, informen cuanto antes al obispo, y que a los sacerdotes siempre se les diera un trato preferencial y se me contestó que sí».(143)


			En la tercera sesión, el día 4 de marzo, se incorporó el cardenal Primatesta y los obispos comenzaron a tratar, a instancias de Tortolo, la necesidad de esclarecer las confusiones religiosas generadas por la devoción popular a la Difunta Correa. También se ocuparon de un pedido de la Santa Sede para que la CEA brindara su opinión sobre la Juventud Obrera Católica Internacional.(144) Luego se hizo presente el Nuncio, quien manifestó su satisfacción por el documento que se estaba elaborando. También expresó su complacencia por la propuesta de los obispos respecto a que se publicara en la siguiente reunión de la Asamblea Plenaria prevista para mayo de 1976. Laghi agradeció además en nombre de la Santa Sede «la adhesión de la CEA a los documentos sobre ética sexual y de evangelización y con respecto a la situación nacional, hace notar que la Santa Sede está informada al día, y ve muy bien la tarea que están desarrollando los obispos en cada diócesis y en conjunto, en las funciones pastorales que implican también la de hablar, pero sin mezclarse en la política contingente».(145) 


			El Nuncio, además, destacó la necesidad de que los obispos debían actuar unidos: «Esta unión la requiere la Iglesia en este momento, lo espera el bien de la nación y lo espera el Santo Padre». Tortolo manifestó al Nuncio la preocupación de varios obispos de que «si se produce una revolución, podría darse el caso de que algún obispo, que a lo mejor está desconectado de las realidades, tomara posiciones por iniciativa propia. Por eso, creo que, como Comisión Ejecutiva, podemos pedirles a los obispos que no se adelanten y no den un juicio sobre la situación nacional; la situación local la verá como se la pide su conciencia».(146) Laghi agregó: «Yo diría que, al regresar cada representante de Provincia [Eclesiástica], transmitan normas en este sentido, no solo de la Comisión ­Permanente, sino del mismo representante pontificio, pero no por circular, obviamente».(147) Bolatti señaló: «Había normas del ex Nuncio Mozzoni en el sentido de que, cuando se trata de un asunto nacional, habla la Conferencia Episcopal solamente». Laghi manifestó: «Yo respaldo eso, sobre todo asunto nacional de la política contingente, y en caso de emergencia, la que debe hablar es la Comisión Ejecutiva».(148) Estas indicaciones serían de gran incidencia en la forma en que la CEA condujo las relaciones con el gobierno argentino por el tema de los derechos humanos. Antes de finalizar la sesión Di Stéfano informó sobre la última reunión del CELAM y se trató también sobre un manual de doctrina social de la Iglesia.(149) La cuarta sesión se ocupó de un informe de Zazpe sobre los retiros espirituales al clero cubano y un informe sobre el plan «Matrimonio y Familia».(150) Por último, los obispos organizaron el temario de la próxima Asamblea Plenaria.









  





			3. Las primeras expresiones y acciones de la CEA y la Santa Sede luego del golpe de Estado 


			3.1. La Asamblea Plenaria emite una carta pastoral sobre la situación del país: «Hay que recordar que sería fácil errar con buena voluntad contra el bien común, si se pretendiera […] que los organismos de seguridad actuaran con pureza química de tiempo de paz, mientras corre sangre cada día»(151)


			Entre el 10 y el 15 de mayo de 1976 tuvo lugar la 33º Asamblea Plenaria de la CEA. Las conversaciones e ideas intercambiadas por los obispos tanto en Córdoba como en la reunión de la Comisión Permanente y con el Nuncio Apostólico, así como los movimientos realizados por Tortolo, tuvieron su eco en el inicio de la Asamblea. En efecto, su presidente señaló ante un encuentro que renovaba sus autoridades:


			Estos seis años me han dado una oportunidad mayor para servir a mis hermanos los obispos; lo habré hecho con deficiencias, pero he tenido constantemente el deseo de servir. […] En este período [1970-1976] han sucedido muchas cosas y he tenido especialísimo interés ante cualquier palabra, gesto o actitud de ser intérprete de la Conferencia Episcopal, y muchas veces he sacrificado posiciones personales en ello, lo que no me ha costado.(152) 


			En las elecciones efectuadas resultaron electos el cardenal Primatesta, como presidente de la CEA;(153) el arzobispo Zazpe, vicepresidente 1º, y el cardenal Aramburu, vicepresidente 2º.(154) También se eligieron los responsables de Áreas y equipos episcopales.(155) Primatesta, al concluir la Asamblea, hizo referencia a la gestión de Tortolo:


			Es difícil hacer un resumen de seis años en dos minutos, porque es poco el tiempo y se olvidan muchas cosas: se olvida el sacrificio que ha tenido monseñor Tortolo en este tiempo, por eso tenemos que acompañarlo y darle nuestras gracias a él, porque ha servido fielmente al Episcopado. No nos dejemos engañar por los temperamentos personales; yo creo que Mons. Tortolo puede estar tranquilo delante del Señor, por haber cumplido su deber episcopal y haberse sacrificado mucho por la Iglesia en Argentina; a mí me toca hacer lo que hizo Salomón cuando sucedió a David: tengo que decir que me encuentro frente al Episcopado que ha crecido mucho en estos años; tengo que pedir sabiduría.(156)


			Junto a la renovación de las autoridades de la CEA, en la Asamblea en un primer intento de tomar conciencia de las trágicas circunstancias que se vivían, Tortolo informó, solicitando la reserva del caso, que, desde la Comisión Ejecutiva, 


			[…] se han seguido las distintas situaciones de los sacerdotes detenidos, no siempre claras, porque algunos habían sido reducidos al estado laical. Agrega que el Gobierno no tiene dificultades en acceder a la expatriación de ninguno de los sacerdotes detenidos, «y me dice el ministro del Interior que le haga llegar las solicitudes, que en un lapso corto estarán fuera de la Nación. La dificultad podría estar en la nación receptora» […] el Gobierno dice que están detenidos por razón de precaución, por peligrosidad psicológica, por conexiones reales o indagatorias, [el gobierno] por otro lado reconoce que sacerdotes conductores de juventud inciden en la mentalización extremista, y es por eso que prefiere liberarse de ellos.(157) 


			Ante algunas consultas que efectuaron Serra, Tomé, Conrero, Angelelli e Iriarte, Tortolo finalizando el tema indicó: «“Habría que indultarlos y autorizarle la salida”. El Gobierno pide que el obispo propio lo presente».(158) Observamos que esto último tuvo resonancias, en otro momento de la Asamblea, Tortolo dio «lectura a la lista de los sacerdotes que se encuentran detenidos y pide a los señores obispos que, si se ha omitido alguno, lo haga saber».(159) Aramburu, sobre el mismo tema, informó:


			En cuanto a los sacerdotes presos, el Ministerio del Interior no está informando de todos; una vez me dio una lista de sacerdotes que eran diez y, al advertirle que faltaban los sacerdotes Jalics y Yorio que había sido secuestrados en marzo, me dijo que averiguaría y daría la contestación. Entonces me dio muy reservadamente la lista de los sacerdotes, con el informe sintético del sumario de cada uno, el que pongo a disposición de los obispos interesados.(160) 


			Por su parte Plaza agregó que disponía de una lista de los detenidos en la Unidad 9 de la cárcel de La Plata, que le había entregado el jefe de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Aramburu y Tato finalmente señalaron: «El ministro del Interior agregó que los sacerdotes presos serían trasladados a la Cárcel de Magdalena y que allí podrían ser visitados por el obispo del lugar. Mons. Tato: En Santiago del Estero solo pueden ser visitados por el Capellán Militar».(161) Sin más se cerró la sesión.(162)


			Posteriormente, Tortolo puso «a la consideración de la Asamblea el anteproyecto de la Declaración Pastoral que ha sido reelaborado».(163) Según indicó el documento fue planificado durante una reunión de la Comisión Ejecutiva del año anterior,(164) con la anuencia del Nuncio Apostólico. Además, señaló que la primera redacción debió modificarse ante el cambio de gobierno.


			Zazpe aportó «que el anteproyecto primitivo era redactar un documento de tipo doctrinal iluminativo que dijera qué es una sociedad cristiana, porque se abusaba permanentemente del nombre cristiano».(165) Luego de la lectura del anteproyect  (166) los obispos tuvieron la oportunidad de dar su opinión. Las podemos sintetizar en la intervención del obispo Oscar Laguna quien «piensa que en este momento, en que están calladas todas las voces, es una oportunidad para que la Iglesia diga una palabra por los que no tienen voz y el anteproyecto es totalmente evasivo respecto al momento que se vive».(167) La deliberación desembocó en que los obispos pudieran informar al plenario sobre los siguientes temas: «la situación general a nivel de los presos; las situaciones que haya podido pasar la Iglesia, allanamiento, prisión de sacerdotes, etc.; y las situaciones precedentes al cambio de gobierno».(168)


			El acta enumera la información de los siguientes obispos: De Nevares, Quarracino, Scozzina, Angelelli,(169) Ponce de León, Hesayne, Iriarte, Primatesta y Zazpe. No se indican pormenores de los informes.(170) Puesto a votación, el anteproyecto fue rechazado por la mayoría de los obispos. Y finalmente se elaboró y aprobó la carta pastoral titulada «País y bien común».(171)


			La CEA emitió la carta pastoral el 15 de mayo de 1976 en la que expresaba, haciéndose eco de las palabras de Concilio Vaticano II: 


			Queremos hoy que nuestra palabra de pastores, no de técnicos ni de políticos, recaiga sobre la situación actual, recordando previamente que nadie ha de considerarse exento de responsabilidad y que es de todos los deberes de contribuir a la recuperación y salvación de la Argentina. Esta palabra nuestra es una parte de esa contribución; no pretendemos otra cosa y creemos deber hacerlo desde el momento que «la Iglesia, la cual por razón de su misión y de su competencia no se confunde en modo alguno con la comunidad política ni está ligada a sistema político alguno, es a la vez signo y salvaguardia del carácter trascendente de la persona humana [Gaudium et spes (GS) 76].(172)


			Los obispos reflexionaron respecto a la naturaleza y finalidad del Estado como organismo jurídico-moral «cuya función debe ser ayudar, favorecer y promover la cooperación activa de todos los ciudadanos, respetando su subordinación al fin del Estado, contribuyendo de la mejor manera posible al bien de la comunidad».(173) En la carta pastoral emitida a menos de dos meses del golpe de Estado, indicó la competencia del Estado en relación con el bien común: 


			Ni el individuo, ni las familias, ni las sociedades intermedias deben ser absorbidas por el Estado; pero el Estado tampoco cumple su misión cuando se transforma en mero espectador de los atropellos, del caos o de los diversos tipos de inmoralidades. El Estado no puede renunciar a su deber de ejercer la autoridad legítima y necesaria, aun en el plano coercitivo, aunque por otro lado en la sociedad cada uno debe conservar su libertad, en la medida en que esta no cause riesgos de perjuicio al bien común. Porque, en definitiva, el bien común temporal es el fin del Estado, de toda comunidad política organizada.(174)


			Luego de indicar estos principios generales, los obispos condujeron su reflexión hacia el momento presente que vivía el país, en particular, al tema de los derechos humanos. Un ítem que estaba presente hace algunos años atrás en la reflexión episcopal, como se ha indicado anteriormente. La carta pastoral afirmaba: «El bien común y los derechos humanos son permanentes, inalienables y valen en todo tiempo-espacio concreto, sin que ninguna emergencia, por aguda que sea, autorice a ignorarlos; pero la forma de vivirlos es distinta, según las variaciones de lugar y momento histórico en el cual se ejercen».(175) 


			Los obispos reafirmaron la vigencia del bien común y de los derechos humanos dado que por definición son (doctrinalmente) permanentes. Pero también reconocieron un ejercicio limitado (suspensión temporal) de ellos ante circunstancias de excepción, en una posible referencia al momento concreto que el país atravesaba. Más adelante la Junta Militar citaría expresamente esta parte del documento de los obispos en una carta que enviaría a la Comisión Ejecutiva de la CEA en relación con el crimen de los religiosos palotinos.(176)


			Los obispos continuaron puntualizando a qué se estaban refiriendo:


			[…] esas influencias de las condiciones externas serán tanto más sensibles cuanto más agudas sean las situaciones, como las que hoy vive la Argentina […] en tales condiciones no podemos razonablemente pretender un goce del bien común y un ejercicio pleno de los derechos, como en época de abundancia y de paz. En un momento tan difícil, creemos que nuestra misión es pedir a cada uno el cumplimiento estricto de su deber y a cada uno, también, la máxima comprensión y tolerancia hacia los errores involuntarios del otro.(177)


			La carta pastoral condenaba ciertas prácticas en lo que denominaban «error y pecado»: 


			Hay que tener comprensión hacia el otro, porque continuamente juzgamos la realidad a partir de valores distintos que, a veces, se convierten en opuestos entre sí: uno hace hincapié en la seguridad; el otro en la libertad personal; uno en la rápida recuperación para salir del pozo económico en que nos encontramos; otro en la supervivencia frente al hambre que ya llega o al medicamento que ya no puede comprarse. Hay hechos que son más que error: son pecado y los condenamos sin matices, sea quien fuere su autor: es el arrinconar a otros contra el hambre, para ganar descontroladamente; es el asesinar —con secuestro previo o sin él— y cualquiera sea el bando del asesinado.(178)


			Seguidamente los obispos expresaron que hubiera sido fácil errar con buena voluntad contra el bien común, si se pretendía lograrlo sin una cuota de sacrificio. Así expresaron que no podía pretenderse 


			[…] que los organismos de seguridad actuaran con pureza química de tiempo de paz, mientras corre sangre cada día; o que se arreglaran desórdenes, cuya profundidad todos conocemos, sin aceptar los cortes drásticos que la solución exige; o no aceptar el sacrificio, en aras del bien común, de aquella cuota de libertad que la coyuntura pide; o que se buscara con pretendidas razones evangélicas implantar soluciones marxistas.(179) 


			Algunas de las expresiones vertidas, en particular la referida a la «pureza química», ¿manifestarían la problemática que cada vez se haría más evidente en relación con la represión del Estado? Esa expresión, aplicada al contexto de la «lucha antisubversiva» muchas veces denominada «guerra sucia», permite sugerir que, en la concepción de los obispos, la pacificación del país se haría a través de una guerra no convencional y que, por tanto, sería necesario aceptar las consecuencias que este tipo de enfrentamiento podría tener. 


			Pero los obispos también indicaron hasta qué punto se podían tolerar las formas en que debían vivirse los derechos humanos: 


			[…] si, en el afán por obtener esa seguridad que deseamos vivamente, se produjeran detenciones indiscriminadas, incomprensiblemente largas, ignorancia sobre el destino de los detenidos, incomunicaciones de rara duración, negación de auxilios religiosos; si, con el mismo fin, se suprimiera alguna garantía constitucional, se limitara o postergara el derecho de defensa; si, en la justa búsqueda de la indispensable recuperación económica —no damos juicios técnicos—, se llevara gente al borde de la miseria o a la miseria misma por el juego de precios y salarios o por despidos y cesantías, a veces, de muy difícil justificación; si, para evitar los culpables abusos de los medios de comunicación de masas, se optara por la ­solución simplista de impedirles que digan la verdad necesaria, aunque en algunos casos duela; si, buscando una necesaria seguridad, se confundieran con la subversión política, con el marxismo o la guerrilla los esfuerzos generosos, de raíz frecuentemente cristiana, para defender la justicia, a los más pobres o a los que no tienen voz.(180)


			La CEA manifestó cuál sería su función dentro de esta difícil situación: 


			En nuestro caso, esa conversión se concretará en hacer del bien común el criterio que interpele la conciencia de los ciudadanos y de las autoridades. Solo así podrán asumir los diferentes sectores del país con espíritu de austeridad la cuota de abnegación que proporcionalmente han de soportar para la superación de la actual coyuntura. De lo contrario, para unos el sacrificio podrá significar la renuncia a un bien superfluo y, para otros, la privación de bienes de necesidad impostergable […] La Iglesia, desde su misión específica y en actitud de servicio compromete su esfuerzo para aproximar los corazones de la ciudadanía a fin de que la unidad nacional, hecha en justicia, libertad y paz, se enriquezca con la variedad de un legítimo pluralismo. 


			Finalmente, los obispos manifiestan su esperanza: «proclamamos un pregón de esperanza porque, como dijimos en 1975, las reservas morales de la nación son grandes».(181)


			El documento episcopal, en definitiva, expresó la conocida doctrina social de la Iglesia: «El bien común temporal es el fin del Estado, de toda comunidad política organizada».(182) Aun en la situación que atravesaba el país —inflación, dificultades económicas y clima de violencia física—: «[en] tales condiciones no podemos razonablemente pretender un goce del bien común y un ejercicio pleno de los derechos, como en época de abundancia y de paz».(183) Además, exhortó a cada uno de los sectores de la sociedad a asumir su responsabilidad en la actual situación del país.(184) Si bien no hubo un pronunciamiento en contra del cambio de gobierno, sin embargo, señaló algunas exigencias esperables para que actuase a favor del bien común. 


			La Asamblea Plenaria además abordó otros temas, que brevemente indicaremos, a fin de dimensionar algunos de los diversos ítems que requerían la deliberación de los obispos. Entre otros, la colaboración de Adveniat en las actividades evangelizadoras en la Iglesia argentina,(185) un documento pastoral en homenaje a Fray Mamerto Esquiú (186) y la redacción de una carta al Santo Padre a favor de la promoción de la causa de beatificación del mismo.(187) Desde el área de Culto, se informó y reflexionó acerca de la entrada en vigencia de los nuevos rituales de Reconciliación sacramenta  (188) y la edición de un «Ritual conjunto de los Sacramentos».(189) Entre los temas pastorales reflexionaron sobre el plan «Matrimonio y Familia»,(190) la propuesta de fusión entre la Unión de Scouts Católicos Argentina con el Instituto Nacional de Scoutismo Argentin  (191) e informaciones sobre el Movimiento de Encuentros Conyugales.(192) También abordaron las reformas de los Estatutos de la Acción Católica Argentin  (193) y de Cáritas.(194) Hubo informes sobre la Universidad Católica Argentin  (195) y la dependencia de la Facultad de Teología de dicha Universidad a la Conferencia Episcopal Argentina.(196) Hubo espacio para tópicos vinculados con la Iglesia universal: organizar la participación en el Congreso Eucarístico Internacional, en Filadelfia, en agosto de 1976,(197) y la reflexión de los documentos preparatorios del próximo Sínodo de Obispos sobre la Catequesis.(198) Se requirió en la necesidad de promover las Juntas Diocesanas de Religiosos y de Religiosas en las diócesi  (199) y también acerca de la Previsión Social (Jubilación) del clero.(200) 


			A posteriori de la Asamblea Plenaria, la situación que transitaba la Argentina y la Iglesia fue reflejada en otras instancias de la CEA. En la Comisión Ejecutiva quedó asentada de la siguiente manera: 


			Se toma conocimiento de las múltiples solicitudes que han sido presentadas por parientes de presos y desaparecidos en el último tiempo, pidiendo por los suyos. Especialmente de lo dicho por los superiores de los Marianistas y de los Asuncionistas relativamente a algunos miembros de sus comunidades. […] Se aprueba una carta que el señor presidente CEA dirige al ministro del Interior sobre la invasión a la Comisión Católica Argentina de Inmigración.(201) 


			En la reunión siguiente se «considera la ingente cantidad (creciente) de personas y cartas relativas a presos y desaparecidos. El señor cardenal presidente manifiesta su voluntad de contestar a cada uno si es posible, y de rogar a Mons. Tortolo su intervención desde el Vicariato Castrense, para ver si puede averiguar alguna cosa».(202) En esta reunión se redactó una carta a los miembros de la Junta Militar —como se tratará en el capítulo siguiente— ante el «incalificable asesinato de una comunidad religiosa en la parroquia de San Patricio, en Buenos Aires».(203) 


			3.2. La Santa Sede reconoce al nuevo gobierno encabezado por Videla


			La Nunciatura Apostólica trabajaba estrechamente con la Conferencia Episcopal Argentina en una infinidad de temas comunes, si bien esta última era autónoma de la Santa Sede respecto a determinadas políticas que decidía llevar adelante. Por ello mantenían entre sí un canal de comunicación permanente. Así lo muestra, por ejemplo, una carta de Laghi a Tortolo, presidente de la CEA, en la que le avisaba de modo personal que viajaría a Roma para encontrarse con sus superiores y tomarse unos días de descanso, y que por ello Patrick Coveney quedaría como encargado de la representación diplomática: 


			[…] como esta será sin duda la última correspondencia que envíe a Vuestra Excelencia Reverendísima en su calidad de presidente de la CEA —al menos por tres años—, me es muy grato dejar constancia de la cordial, más aún de veras fraternal relación que nos ha ligado durante estos cortos dos años. Dios Nuestro Señor recomendé a Vuestra Excelencia todo el bien que ha realizado en tan delicado como importante cargo, con sus más selectas bendiciones.(204) 


			El Nuncio venía siguiendo con detenimiento la inestabilidad de la situación argentina. Había participado activamente en conversaciones con los obispos, en particular en el seno de la CEA, y había estado al tanto de los rumores de una posible «revolución». El 25 de marzo de 1976 informó a través de la comunicación urgente nº 56 que el día anterior la Junta Militar compuesta por el general Videla, el almirante Emilio Massera y el brigadier Orlando Agosti había asumido el Gobierno de la República de manera incruenta y en la fecha prestaría juramento el general Videla como presidente. Sobre la señora de Perón indicó que estaba bajo custodia militar en una residencia turística y que las Fuerzas Armadas habían decretado el estado de sitio en todo el país.(205) El cardenal Jean-Marie Villot respondió la recepción de dicha comunicación.(206)


			La Junta Militar solicitó a la Nunciatura Apostólica el reconocimiento de la Santa Sede como nuevo Gobierno de la República Argentina. Laghi mediante otra comunicación urgente nº 58 del 25 de marzo de 1976, indicó a la Secretaría de Estado el pedido hecho por la Junta Militar.(207) El Secretario de Estado, Villot, mediante la comunicación cifrada nº 420, del 27 de marzo de 1976, autorizó a Laghi para que aceptara la invitación a fin de participar del juramento del general Videla como jefe del Estado Argentino, «reconociendo de este modo implícitamente al nuevo gobierno».(208)


			Luego de estas informaciones urgentes el Nuncio elaboró un informe más detenido sobre la situación para remitir a sus superiores en el Vaticano y envió también el comunicado emitido por la Junta Militar.(209) En el Vaticano, Pablo VI fue puesto en conocimiento de la información brindada por el Nuncio.(210) 


			Laghi expresó en ese informe que el derrocamiento del gobierno constitucional se había efectuado sin derramamiento de sangre y reconocía que la población, aunque tenía adherencia peronista, había acogido la decisión militar con un sentimiento de sana justificación, a fin de retornar a un estado de orden, producción y pacificación.(211)


			El Nuncio observó que el cambio institucional tenía la intención de rectificar la conducción de la cosa pública, que calificó de mal gestionada por el gobierno anterior, «una Cabeza de Estado inepta y caprichosa, un gabinete de ministros intransigente y ciego, un Parlamento dividido e ineficiente, los partidos políticos más preocupados del futuro electoral que por el bien de la Nación, y los sindicalistas demasiado politizados y mal orientados».(212) Además, manifestó que el Poder Judicial tenía un desempeño ineficiente señalando por ejemplo que «¡la semana pasada se supo de que solo se habían juzgado tres de los más de 1.500 casos vinculados a la subversión!, esto se asoció a una prolongada inercia del Congreso, mientras que el Poder ­Ejecutivo nunca ha podido —ni siquiera en las últimas horas— ocultar su parálisis como consecuencia de la crisis».(213)


			Laghi opinó que las Fuerzas Armadas habían asumido el poder debido a su condición y «no es más un secreto que en todos los ambientes políticos pueden encontrarse las huellas de un gobierno militar, que se ubica en el umbral de lo que fue, hasta hace unas horas, el gobierno peronista».(214) Luego indicó a Villot cómo se organizarían los diversos ministros de gobierno, que en esta etapa inicial recaerían en militares de las tres fuerzas armadas y luego en otra etapa se abrirían a civiles independientes. Agregó un breve comentario al comunicado de la Junta Militar y finalmente se detuvo en la situación de la ex presidente constitucional.(215) Sobre esta informó los pasos dados por los militares para la destitución y que había sido conducida a la residencia «Messidor» en Neuquén. Finalizó indicando que la señora de Perón no había manifestado resistencia en ningún momento.(216) 


			El general Videla pronunció su primer discurso como presidente de la República Argentina el 30 de marzo de 1976 y Laghi informó al respecto al Vaticano. El Nuncio efectuó algunas observaciones que expresaban su propia visión del tema, a la vez que envió el discurso completo de acuerdo con las publicaciones de la prensa. Para Laghi, en el mismo había explicado los motivos conducentes por las que las FFAA intervinieran en el gobierno del país con el fin de darle un nuevo curso, o sea, el Proceso de Reorganización del Estado ante el colapso financiero y la violencia que generó un clima de miedo permanente en el país.(217) 


			Laghi además destacó los elementos cristianos que percibía en el mensaje:


			A modo de reflexión se puede notar que la doctrina de la Iglesia en la filosofía del mensaje es como el alma de toda la vida nacional; la Iglesia no está expresamente mencionada precisamente por su carácter no sectorial, sino universal y espiritual, por lo que se coloca por encima de las instituciones individuales del Estado dando su inspiración a quienes la dirigen y componen.(218) 


			En la Santa Sede se seguía con expectativa cuál podía ser el desarrollo de la reorganización para la Argentina.(219)


			Esta práctica de referir los discursos de Videla o de otros altos mandos con sus propios comentarios sería habitual en el Nuncio. Así lo hizo por ejemplo con un breve mensaje pronunciado por Videla con motivo de la Vigilia Pascual de ese año. Para Laghi, el presidente había hecho suyos los sentimientos cristianos del pueblo argentino invitando a dar testimonio auténtico de fe y amor. Como en otras oportunidades, transcribió algunos párrafos del mensaje.(220)


			Además, informó a Jean-Marie Villot sobre el discurso de Videla con ocasión del 166 aniversario de la Revolución de Mayo —a dos meses de gobierno—, indicando que se trataba como de un primer balance de la gestión militar; manifestó que Videla «no dejó de cumplir con las expectativas y habló con un realismo que no estuvo exento de firmeza».(221) También en esta oportunidad transcribió algunos párrafos del mensaje. Estos discursos de Videla y otras declaraciones del mandatario contribuían a que se formara de sí una imagen de católico comprometido y cuyo objetivo era el restablecimiento de la paz y de los valores cristianos en la sociedad argentina. El Nuncio también participaba de una visión esperanzadora de que el régimen militar sería capaz de desterrar la violencia y restablecer la paz.
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					17. Durante la presidencia del general Alejandro Lanusse, un grupo de marinos dirigidos por el capitán de corbeta Luis Emilio Sosa asesinó el 22 de agosto de 1972 a 16 jóvenes en la Base Aeronaval Almirante Zar, cercana a la ciudad patagónica de Trelew, que habían intentado fugarse del penal de la próxima ciudad de Rawson.


				


				

					18. Presentación de la Comisión de familiares de presos políticos, estudiantiles y gremiales ante la Conferencia Episcopal Argentina, Buenos Aires, 19 de octubre de 1972, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 565021. Se adjuntaron los testimonios de María Antonia Berger, Ricardo René Haidar, Alberto Miguel Camps.


				


				

					19. Carta de familiares y abogados de presos políticos al arzobispo de Córdoba Raúl Primatesta, Córdoba, 9 de octubre de 1972, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 565021.


				


				

					20. Carta de la Comisión Ejecutiva de la CEA al presidente de la República, Agustín Lanusse, San Miguel, 21 de octubre de 1972, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 565022.


				


				

					21. Carta de los familiares de presos políticos a los obispos argentinos, Buenos Aires, 2 de enero de 1973, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 566005.


				


				

					22. Carta del presidente de la CEA Adolfo Tortolo a la Junta de los Comandantes en Jefe, Paraná, 19 de mayo de 1973, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 566014.


				


				

					23. Telegrama del presidente de la CEA, Adolfo Tortolo, al presidente de la República, Juan D. Perón, Buenos Aires, 11 de octubre de 1973, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 565035.


				


				

					24. Carta del presidente de la CEA Adolfo Tortolo al Nuncio Apostólico Lino Zanini, Buenos Aires, 29 de octubre de 1972, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 566038.


				


				

					25. Carta del presidente de la CEA Adolfo Tortolo y del secretario de la CEA, Carlos Galán, al Nuncio Apostólico Lino Zanini, Buenos Aires, 29 de octubre de 1972, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1972-1977 (caja 372) R. 566038.


				


				

					26. Carta del presidente de la CEA, Adolfo Tortolo, al presidente de la República, Juan D. Perón, Buenos Aires, 30 de abril de 1974, acceso el 10 de enero de 2021, https://www.episcopado.org/documentos.php?area=1&tit_gral=Documentos%20hist%C3%B3ricos.


				


				

					27. Carta de Familiares de detenidos a la CEA, Buenos Aires, 13 de septiembre de 1975, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1969-1976 (caja 274) R. 12016. 


				


				

					28. Carta del secretario de la CEA, Carlos Galán, al director general de Ceremonial y Audiencias de la Presidencia de la República, capitán de fragata Amaury Riccardo, 30 de abril de 1974, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1969-1974 (caja 374) R. 11022.


				


				

					29. El mismo día de la muerte de Perón, Carlos Galán agradeció el envío de las fotografías de la ­audiencia al secretario de Prensa, cf. Carta del secretario de la CEA, Carlos Galán, al secretario de Prensa y­ ­Difusión de la Presidencia de la Nación Emilio Abras, Buenos Aires, 1º de julio de 1974, ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1969-1974 (caja 474) R. 11025. 


				


				

					30. Pío Laghi (1922-2009) fue nombrado Nuncio Apostólico en la Argentina por Pablo VI el 27 de abril de 1974. Llegó a Buenos Aires el 1º de julio de 1974 y estuvo en su cargo hasta el 21 de diciembre de 1980. Pío Laghi había nacido en Forlì, Italia, y había ingresado al servicio diplomático de la Santa Sede en 1952. Luego de varias misiones en el extranjero (Nicaragua, Estados Unidos e India), en 1964 fue llamado a desempeñar funciones dentro de la Secretaría de Estado y fue ordenado arzobispo. A partir de 1969 estuvo al frente de las representaciones diplomáticas de la Santa Sede para Jerusalén y Palestina (1969-1973), Chipre (1973-1974), Argentina (1974-1980) y finalmente Estados Unidos (1980-1990). Laghi participó en varias negociaciones de paz que el Papa le encargó como el conflicto entre Argentina y Chile por las islas Picton, Lennox y Nueva (1978). En 1990 Juan Pablo II lo nombró prefecto de Congregación para la Educación Católica en el Vaticano y en 1993 lo creó cardenal. En 2001 intervino en el conflicto entre Palestina e Israel y en 2003 medió frente a Estados Unidos por la finalización de la guerra en el Golfo. Pío Laghi falleció en Roma en 2009. 


				


				

					31. En tal sentido, antes de asumir el Pontificado, y durante más de treinta años, Juan Bautista Montini había cumplido funciones en dicha Secretaría, en particular durante los trágicos y difíciles años de la Segunda Guerra Mundial. Al ser nombrado sustituto —una de las funciones de mayor responsabilidad— había colaborado estrechamente en tiempos del papa Pío XII. Durante la guerra se había creado una oficina especial de información con el fin de facilitar la obtención de datos sobre los prisioneros y refugiados de guerra que recibió y respondió unas diez millones de solicitudes de familiares interesados en conocer su paradero. Cf. Andrea Lazzarini, Profilo di Montini Paolo VI, Roma, Herder, 1963, pág, 57. Desde 1969 acompañaba a Pablo VI, en calidad de Secretario de Estado y prefecto del Consejo de Asuntos Públicos de la Iglesia, el cardenal francés Jean-Marie Villot, muy activo en tiempos del Concilio Vaticano II.


				


				

					32. Lumen Gentium 22, «recuerda que el Papa, en virtud de su cargo de vicario de Cristo y Pastor de toda Iglesia [posee] potestad plena, suprema y universal sobre la Iglesia». 


				


				

					33. Relación general de medio término del Nuncio Apostólico Pío Laghi al secretario del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Agostino Casaroli, Buenos Aires, 4 de marzo de 1976, Prot. 492/76, SdS, 4 AAPPEE ARG.665, 52-117 (47). La relación, de 57 páginas, comprende el período desde el arribo del Nuncio Apostólico Pío Laghi, el 2 de julio de 1974, hasta el 4 de marzo de 1976.


				


				

					34. Ibíd. 


				


				

					35. Ibíd. (61).


				


				

					36. La Santa Sede estableció relaciones diplomáticas con la República Argentina desde 1877. Este vínculo, luego de algunas interrupciones, se afianzó definitivamente desde el año 1900. A partir de entonces, a través del Nuncio, la Santa Sede ha mantenido permanentemente conocimiento de los asuntos argentinos, tanto eclesiales como civiles.


				


				

					37. Cf. en este tomo el capítulo 24, págs. 731-792.


				


				

					38. Carta del Secretario de Estado, Jean-Marie Villot, al obispo de San Roque-Chaco, Ítalo Di Stéfano, Vaticano, 11 de mayo de 1974, ACEA, 3 Asuntos Públicos de la Iglesia (1972-1988), R. 00006. «Su Santidad ha tomado con profunda pena la parte que les tocó a los dos sacerdotes —que desempeñaban su ministerio en la Diócesis de Su Excelencia Reverendísima— en el ataque terrorista llevada a cabo contra el puesto de guardia de una colonia de aborígenes de esa provincia […] Su Excelencia juzgará la oportunidad de llevar una palabra de consuelo de parte del Santo Padre al guardia herido en el enfrentamiento. [Firma manuscrita] Villot». La gran mayoría de los documentos de la Nunciatura y la Santa Sede están confeccionados en italiano. Los autores han optado por traducirlos al español para facilitar la comprensión del lector.


				


				

					39. Informe del Nuncio Apostólico Pío Laghi al presidente de la CEA Adolfo Tortolo, Buenos Aires, 16 de septiembre de 1975, ACEA, 3 Asuntos Públicos de la Iglesia (1972-1988) R. 00009. El Nuncio amplía la información, agregando que el cardenal Villot «se refiere a las noticias llegadas hasta él sobre las diversas declaraciones de algunos Pastores en el grave momento que atraviesa la Argentina. Dice Su Eminencia que el Consejo que preside ha tomado debido conocimiento, notando la oportunidad de las advertencias hechas apropiadamente por los Pastores sobre la suerte de los sectores más castigados por la crisis, sobre la responsabilidad de cada cristiano y juntamente sobre la confianza que hay que poner en Dios. Asimismo, se ha subrayado en el dicasterio el amplio consenso que a tales voces ha dado la prensa más autorizada del país».


				


				

					40. Informe del Nuncio Apostólico Pío Laghi al prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Jean-Marie Villot, Buenos Aires, 18 de marzo de 1976, Prot. 595/76, SdS, 5 AAPPEE ARG.671, 39-58 (41-43). El Nuncio adjuntó al informe varios documentos: 1) noticias periodísticas, Ibíd. (52-57); 2) Una carta del obispo Angelelli al Nuncio Apostólico del 25 de febrero de 1976, Ibíd. (44); 3) una carta del arzobispo Maresma al Nuncio Apostólico del 9 de marzo de 1976, Ibíd. (45); 4) un informe suscripto por Angelelli sobre las detenciones de Inestal y del Pbro. Eduardo Ruiz (Párroco de Olta, La Rioja), Ibíd. (46-49); 5) una carta del Pbro. Enri Praolini, Ibíd. (50-51). Cf. Carta del prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Jean-Marie Villot, al Nuncio Apostólico Pío Laghi, Vaticano, 13 de abril de 1976, Prot. 2352/76, SdS, 71 Flanba C77, 547-1029 (789).


				


				

					41. El informe no indica sus nombres, la señora con el bebé sería ajena a las detenciones debido a que se había bajado del automóvil antes de que llegaran a la localidad de Santa Rosa, Ibíd. (46-49).


				


				

					42. Cf. Ibíd. (41-42).


				


				

					43. Cf. Ibíd. (45).
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					45. Ibíd. (42). La carta del arzobispo Maresma indicó «con poca delicadeza».


				


				

					46. Cf. Ibíd.


				


				

					47. Ibíd. (43).


				


				

					48. Cf. Ibíd. (50-51). La copia de la misma dirigida al Nuncio Apostólico fue firmada por el Pbro. Enri Praolini.
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					54. Carta del Nuncio Apostólico Pío Laghi al sacerdote Enri Praolini, Buenos Aires, 8 de marzo de 1976, Prot. 514/76, SdS, 71 Flanba C77, 547-1029 (817).


				


				

					55. Cf. Informe del Nuncio Apostólico Pío Laghi al prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Jean-Marie Villot, Buenos Aires, 18 de marzo de 1976, Prot. 595/76, SdS, 5 AAPPEE ARG.671, 39-58 (41).


				


				

					56. Cf. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, 11 de abril de 1976, lleva el sello «Visto por el Santo Padre 12-04-1976», SdS, 5 AAPPEE ARG.671, 39-58 (39).
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					58. ACEA, 56 Gobierno Nacional, 1969-1974 (caja 374) R. 11013, «Sobre la situación argentina», 13 de agosto de 1974. El documento no tiene indicaciones para identificar a su autor, sin embargo, se trata de un texto titulado y mecanografiado como pueden reconocerse varios de este tipo en el ACEA. Además de proponer soluciones a los problemas políticos, también lo hace respecto a los económicos y morales. Es probable que el documento fuese elaborado por la «Asociación Tradición, Familia y Propiedad», una agrupación de laicos católicos de modelo conservador. Véase La verdad… t.1, capítulo 6, págs. 407 y ss.


				


				

					59. Carta de Fray Domingo Basso al presidente de la CEA Adolfo Tortolo, Buenos Aires, 1º de noviembre de 1975, ACEA, 27 presidente CEA (1974-1978) R. 19522. Véase pág. 47.
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					78. Expresiones de la presidente de la República, María Estela Martínez de Perón, al presidente de la CEA, Adolfo Tortolo, en febrero de 1976, cf. ACEA, Actas Comisión Permanente 1976-1978, 44ª reunión, 3 de marzo de 1976, 1ª sesión, pág. 4.
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					96. Renuncia manuscrita de María Estela Martínez de Perón a la Presidencia de la República, SdS, Nun C 116 (230-231). Cf. pág. 50.
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					136. Un informe extenso sobre los Ministerios del Lectorado, Acolitado y otros (guías, salmista, ostiarios, colectores, etc.), confeccionado por el equipo episcopal de sacerdotes, seminarios y vocaciones, cf. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 6ª sesión, pág. 4. En el anexo del acta consta un extenso informe al respecto y otras reflexiones en 36ª Asamblea Plenaria, 21-26 de noviembre de 1977, 10ª sesión, págs. 5-9.


				


				

					137. Cf. ACEA, Actas Comisión Permanente 1976-1978, 44ª reunión, 3 de marzo de 1976, 2ª sesión, págs. 2-5.
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					144. Cf. ACEA, Actas Comisión Permanente 1976-1978, 44ª reunión, 4 de marzo de 1976, 3ª sesión, págs. 1-3.
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					150. Cf. ACEA, Actas Comisión Permanente 1976-1978, 44ª reunión, 4 de marzo de 1976, 4ª sesión, págs. 1-6.


				


				

					151. «Carta pastoral de la Conferencia Episcopal Argentina», 15 de mayo de 1976, acceso el 10 de enero de 2021, https://www.episcopado.org/documentos.php?area=1&tit_gral=Documentos%20hist%C3%B3ricos.


				


				

					152. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 1ª sesión, pág. 3.


				


				

					153. Cf. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 2ª sesión, pág. 3.


				


				

					154. Cf. Ibíd., pág. 4.


				


				

					155. Cf. Ibíd., págs. 5-6, 3ª sesión, págs. 3-6, 4ª sesión, págs. 1. 3-6, 5ª sesión, págs. 4-5, 6ª sesión, pág. 2, Mons. Carlos Galán fue reelecto secretario general de la CEA por unanimidad de los presentes durante la 7ª sesión, pág. 4, 8ª sesión, págs. 1 y 7, 9ª sesión, pág. 6 y 10ª sesión, págs. 1-2.


				


				

					156. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 10ª sesión, pág. 8.


				


				

					157. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 3ª sesión, pág. 5. Las comillas pertenecen al texto.


				


				

					158. Ibíd., pág. 5.


				


				

					159. ACEA, 33ª Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 4ª sesión, pág. 1.


				


				

					160. ACEA, 34ª Asamblea Plenaria, 25-30 de octubre de 1976, 1ª sesión, pág. 5. 


				


				

					161. Ibíd., pág. 5.


				


				

					162. Se pueden confrontar listas de sacerdotes detenidos: «Argentina. Sacerdotes detenidos. Noticias en general», SdS, 16 BS 91nal 12a, 186-230. «Cuando esta semana he hablado con el padre Dinelli [preso] me ha dicho que los sacerdotes detenidos en las cárceles, según sus cálculos, son cerca de 20. Estarían distribuidos del siguiente modo: Resistencia 6; Villa Devoto 4; Sierra Chica 3; La Plata 2; Córdoba 2 o 3; Misiones 2?; Rawson 1. Sin embargo, yo creo que me transmitió un número fácilmente exagerado. Dice que los soldados han sido adoctrinados de modo rígido; cada preso político es comunista; cada comunista pone en peligro la nación, la familia y la religión». Nota interna de Nunciatura, Buenos Aires, 30 de septiembre de 1976, firma manuscrita de Pío Laghi, SdS, 16 BS 91nal 12a, 186-230 (205). Algunos sacerdotes en particular (sin ser exhaustivos): Miguel Ángel Nicolau (salesiano), SdS, 16 BS91nal 12a, 2-5; Kleber Silva Iribarnegaray (Hno. Mauricio de los Hermanitos del Evangelio), SdS, 16 BS91nal 12a, 6-111; Raúl Reinaldo Troncoso (diócesis de Rafaela, liberado en el año 1981), SdS, 16 BS91nal 12a, 112-185; Jorge Oscar Adur (asuncionista), Hermanos Carlos Antonio Di Pietro y Raúl Eduardo Rodríguez (asuncionistas), SdS, 16 BS91nal 12a, 221-292; Elías Musse (diócesis de Azul), SdS, 16 BS91nal 12a, 293-318 y Gianfranco Testa (Misionero de la Consolata), SdS, 16 BS91nal 12a, 319-418.


				


				

					163. ACEA, 33º Asamblea Plenaria Mayo, 10-15 de mayo de 1976, 1ª sesión, pág. 3.


				


				

					164. Cf. Ibíd., pág. 3. No hay registro escrito de dicha reunión efectuada en Córdoba, en ACEA, 24 Comisión Ejecutiva de la CEA, 1974-1978.


				


				

					165. ACEA, 33º Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 1ª sesión, pág. 4. 


				


				

					166. Cf. ACEA, 33º Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, anexo de la 1ª sesión. 


				


				

					167. ACEA, 33º Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 1ª sesión, pág. 4.


				


				

					168. Ibíd., pág. 6.


				


				

					169. «Mons. Angelelli comunica las dificultades que ha sufrido su misión pastoral en La Rioja», Ibíd., pág. 7.


				


				

					170. Cf. Ibíd., 6-7. «Cuando en la Asamblea [plenaria de mayo ppdo.] algunos obispos presentaron un panorama de su lugar, algunos manifestaron su sorpresa, porque en sus diócesis no tenían esos problemas. Desde entonces las cosas se han agravado, por lo que sería conveniente un intercambio de relaciones sobre lo que sucede en cada zona para después actuar», Mons. Jaime de Nevares, ACEA, Comisión Permanente Actas 1976-1978, 46º reunión, 10 de agosto de 1976, 1ª sesión, pág. 4.


				


				

					171. Cf. ACEA, 33º Asamblea Plenaria, 10-15 de mayo de 1976, 9ª sesión, pág. 5. Antes de la votación Mons. Guillermo Bolatti expresó «la [Carta] Pastoral es un ataque al gobierno; “un gobierno [agre­ga] que es la última alternativa que nos queda antes de caer en el marxismo; por eso, yo no lo puedo defender. Por otra parte, ¿tenemos pruebas de que lo que se dice aquí es absolutamente exacto?”», Ibíd., pág. 5.


				


				

					172. «Carta pastoral de la Conferencia Episcopal Argentina», 15 de mayo de 1976, acceso el 10 de enero de 2021, https://www.episcopado.org/documentos.php?area=1&tit_gral=Documentos%20hist%C3%B3ricos.
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					176. Carta del presidente de la República, Jorge Videla, a la Comisión Ejecutiva de la CEA, Buenos Aires, 21 de julio de 1976, en anexo 1º del Informe del Nuncio Apostólico Pío Laghi al prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Jean-Marie Villot, Buenos Aires, 23 de julio de 1976, Prot. 1638/76, SdS, 5 AAPPEE ARG.671, 297-306 (302). Al respecto ver en este tomo, el capítulo 3 «El dilema del mal menor», págs. 96-133.
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			CAPÍTULO 2


			La creciente violencia pone en duda la confianza inicial en el gobierno para restablecer la paz


			«El vértice militar no es cómplice de estos hechos, pero no los puede ignorar, y tendrá, en un modo u otro, que poner remedio a un desorden semejante».(222)


			Junio-julio de 1976 


			LUIS O. LIBERTI SVD - FEDERICO TAVELLI


			El golpe de Estado no logró restablecer la paz en el país como se esperaba desde muchos sectores de la sociedad, incluida la jerarquía de la Iglesia. Un número cada vez mayor de personas detenidas o desaparecidas y otros tantos crímenes sin explicación aparente conmocionaban la vida cotidiana de los argentinos. Muy pronto la Nunciatura Apostólica y la CEA se convirtieron en un lugar de referencia de la Iglesia para pedir una intervención por las víctimas. Tanto el Nuncio Pío Laghi, como el presidente de la CEA, Primatesta, comenzaron a recibir una enorme cantidad de correspondencia, nacional e internacional, pidiendo una intercesión de la Iglesia en favor de las víctimas. Pero ¿a quién debía atribuirse la responsabilidad por los nuevos crímenes y, sobre todo, por el preocupante aumento de las desapariciones? ¿Cómo afectaba esta percepción en la confianza inicial depositada en el gobierno de la Junta Militar? La impresión inicial según la cual los grupos de ultraderecha que habían actuado durante la presidencia de la viuda de Perón continuaban operando impunemente comenzaría gradualmente a cambiar. 


			El siguiente capítulo tiene la intención de recorrer tres momentos que muestran la desorientación que inicialmente envolvió a las autoridades de la Iglesia respecto de la responsabilidad de los crímenes y la gradual toma de conciencia de que no podían ocurrir sin algún tipo de amparo del gobierno argentino. En primer lugar, abordamos una conversación confidencial que Pío Laghi mantuvo con el almirante Emilio Massera y que permitió al Nuncio hacerse una idea más adecuada de lo que estaba ocurriendo. Seguidamente, pondremos nuestra atención en la figura del cardenal Pironio, quien hacía poco tiempo había comenzado sus funciones en la Santa Sede y constituía una de las referencias para temas latinoamericanos y argentinos en el Vaticano, en especial a medida que la información preocupante sobre la Argentina aumentaba. Por último, nos ocuparemos de la visita que Pío Laghi realizó a Tucumán en junio de 1976 y que fue motivo de variadas polémicas a lo largo del tiempo. Según varias versiones, el Nuncio habría pronunciado algunas palabras que manifestaban un apoyo al «Operativo Independencia», y se habría entrevistado con un detenido en el «Ingenio Nueva Baviera», en donde había funcionado un Centro Clandestino de Detención (CCD). Nueve años después del controvertido viaje, la Santa Sede realizó una minuciosa investigación ­interna para aclarar qué es lo que realmente había sucedido. Debido a la trascendencia de esta controvertida visita hemos considerado oportuno dar un tratamiento detallado de lo sucedido basado en documentación no conocida.


			1. Primeras dudas respecto a la capacidad del gobierno por restablecer la paz


			Tanto la CEA como la Nunciatura estaban más informadas respecto de la situación que el común de la población, gran parte de la cual vivía entre la desinformación y el temor. Los obispos, individualmente o en forma colegiada, recibieron numerosos pedidos para que intervinieran ante las autoridades gubernamentales en favor de los detenidos y desaparecidos, y estos los ponían en conocimiento del terror que se estaba viviendo. Además, los obispos argentinos mantenían reuniones con el Nuncio en las que podían intercambiar información y pareceres respecto de la gravedad de la situación. El sacerdote Carlos Galán, por entonces secretario general de la CEA, colaboraba estrechamente con la Nunciatura y era así otro canal privilegiado de información. También, por ejemplo, a poco más de un mes después de la Asamblea Plenaria de la CEA de mayo de 1976, el Nuncio Laghi se reunió con algunos obispos para escuchar sus impresiones respecto de la situación del país, puntualmente con Primatesta, Zazpe, Tortolo, Quarracino, Plaza y Maresma.


			El Nuncio Pío Laghi, desde que comenzó a recibir las primeras cartas solicitando su intervención en favor de los detenidos y desaparecidos, inició —con el apoyo del Vaticano— gestiones ante el gobierno solicitando informaciones por las víctimas. Lo que primero fue una carta al ministro del Interior, Harguindeguy, con los nombres y las circunstancias de la desaparición o detención de algunas personas, pronto se convirtió en una larga lista y esta modalidad de gestión se transformó en un mecanismo habitual de reclamo de la Nunciatura Apostólica ante el Gobierno. Las listas incluyeron los pedidos de intervención de quienes se dirigieron directamente al Nuncio, pero también los que llegaron a la CEA. Además, los pedidos de intervención que llegaban hasta el Vaticano también fueron remitidos a la Nunciatura en Buenos Aires, y engrosaban la lista de víctimas por las que el Nuncio gestionaba.(223) 


			Cuando el Nuncio solicitaba explicaciones al gobierno respecto de la creciente violencia, este respondía que se trataba de grupos que actuaban al margen de la ley y que escapaban a su control. El gobierno argentino no solo no asumía responsabilidad alguna, sino que manifestaba perplejidad frente a los crímenes asegurando que se realizarían las investigaciones necesarias. Las respuestas del gobierno fueron inconducentes e intentaron convencer al Nuncio sobre la falta de responsabilidad por la creciente violencia. 


			En su condición de diplomático, además procuró informarse cuanto podía para poner en conocimiento a la Santa Sede hasta los mínimos detalles de la situación argentina. Función que, a su vez, le permitió entrar en contacto con el resto de las representaciones diplomáticas, y recabar comentarios y opiniones fidedignas de interés para auscultar la evolución de las alarmantes circunstancias que en ciertos ámbitos comenzaba a ser reconocida.


			Además, Pío Laghi mantuvo encuentros formales e informales con representantes del gobierno, entre ellos los miembros de la Junta Militar, quienes le suministraron algún tipo de información, al menos la que los militares estaban interesados en que el Nuncio conociese. Entrevistas que, a su vez, les permitieron a los militares percibir el grado de conocimiento y ponderación que podía brindarles la Santa Sede.


			Lo que había sucedido a partir del golpe comenzaba a quedar al descubierto para los más informados. El Buenos Aires Herald —uno de los pocos medios de prensa que pudo mantenerse independiente de la intromisión y censura del gobierno y que el Nuncio leía regularmente— indicaba en una nota de junio de 1976: 


			Cuando los militares tomaron el poder todos nos imaginamos que la lucha para erradicar el terrorismo se haría más intensiva. Esto ocurrió y ha dado al pueblo una nueva sensación de seguridad. Pero también esperábamos que el gobierno atacaría a los terroristas de derecha por la simple razón que su aparente impunidad desprestigiaría al gobierno como desprestigió a la administración de la señora de Perón. Esto no ha sucedido. Es comprensible que la prioridad es la lucha contra la subversión de izquierda. Sin embargo, el gobierno parece no comprender que mientras el mundo exterior entiende y simpatiza con su lucha contra la extrema izquierda, no puede entender cómo continúan los asesinatos atribuidos, durante el régimen depuesto, a la Triple A inspirados por López Rega. […] hubo evidencia de que el régimen anterior respaldó o encubrió a los «escuadrones de la muerte». La lección es indudablemente que los métodos usados por el régimen depuesto tienen que ser borrados de la nueva argentina. Están siendo usados por extraña y siniestra fuerza para desprestigiar al gobierno y el silencio de la prensa lo está ayudando.(224) 


			También, a inicios de junio de 1976, Pío Laghi refirió al Vaticano la situación de violencia y terror que asoló al país. Remarcando que, si bien la población en general había puesto sus expectativas en que luego del golpe la violencia disminuiría, pronto pudo constatar que, por el contrario, esta se había agravado hasta límites insospechados: 


			Uno de los motivos por los cuales los argentinos aceptaron de buena gana el golpe de Estado del 24 de marzo era la esperanza que, con un gobierno fuerte, terminara la violencia existente en el país. Pero esa esperanza se frustró. Las nuevas autoridades han hecho grandes progresos en la lucha contra la guerrilla conducida por las organizaciones ilegales ERP (Ejército Revolucionario del Pueblo) y Montoneros. Parece que esta última organización ya no está en condiciones de llevar a cabo acciones espectaculares contra cuarteles del Ejército y dependencias de la Policía. [Si bien últimamente] ha llamado la atención con el secuestro de un alto oficial del Ejército, el coronel Juan Alberto Pita, nombrado por el gobierno militar interventor de la Confederación General del Trabajo. Pero todos los días siguen los secuestros y actos de violencia contra individuos. Desde el 22 [de junio] está en vigencia la prohibición de publicar en los diarios noticias sobre estos actos, a menos que la información no haya sido provista por fuentes de gobierno u oficiales. En la práctica, la población no conoce casi nada a través de los medios comunes de comunicación social. El diario en inglés «The Buenos Aires Herlad» parece tener algún tipo de iniciativa propia.(225) 


			El Nuncio, además, basándose en los pedidos de intervención que recibía, informó a la Santa Sede explicando en detalle el modo de secuestro típico puesto en práctica:


			Llegan algunos autos Ford Falcon sin patente (la policía usa automóviles de dicho modelo, algunas veces sin patente). Bajan hombres fuertemente armados, que no llevan uniforme. Ocupan los edificios y entran en un departamento, presentándose como miembros de la Policía o del Ejército; muestran como documento de identidad y de autorización solamente las armas; examinan minuciosamente los cuartos y roban dinero y objetos de valor. Luego se llevan a una o más personas. En algunos casos estas personas son encontradas asesinadas, lejos del lugar del secuestro; en otros casos no aparecen ni muertas ni vivas, a pesar de todos los tentativos por rastrearlas: «desaparecen». En el mejor de los casos los secuestrados son liberados luego de algunos días, durante los cuales fueron interrogados sobre sus presuntos vínculos con actividades de izquierda.(226)


			Asimismo, dejó constancia que en un comienzo no se tenía un conocimiento exacto de la situación que permitiera individualizar con precisión la procedencia de estos grupos represivos en cuanto a su accionar:


			En muchos casos uno podría preguntarse si no se trata de acciones llevadas a cabo por las mismas fuerzas de seguridad sin autorización superior. En las fuerzas armadas hay muchos «halcones» que están poco conformes con la política moderada adoptada por la Junta Militar y en especial por el presidente de la Nación.(227)


			Si bien el accionar terrorista de «grupos de derecha» ya existía, y sus métodos de secuestro y desaparición de personas eran conocidos, a partir del golpe de Estado el número de víctimas fue exponencialmente en aumento. Las reiteradas desapariciones en un tiempo tan corto llevaron a pensar a los más informados de que no se trataba de acciones aisladas, realizadas por grupos al margen del gobierno, sino por el contrario, de un plan sistemático como escribió el obispo de Neuquén, Jaime de Nevares, a Emilio Mignone en mayo de 1976 en relación con la desaparición de su hija Mónica: 


			El panorama en este campo es alarmante y desalentador. Ya no son casos aislados, sino que parece evidenciarse una táctica estudiada de persecución, amedrentamiento, humillación, sin la preocupación de asegurarse siquiera de no haber cometido un error o de haber escuchado falsas o irresponsables denuncias o acusaciones.(228)


			1.1. Impresiones de Laghi sobre el nuevo gobierno a partir de un diálogo confidencial con Massera


			Con igual finalidad, Laghi se reunió con el almirante Massera el 22 de junio de 1976. A partir de la información reunida en ese encuentro confidencial elaboró un informe para el prefecto Villot. Uno de sus párrafos decía:


			[…] el cuadro de conjunto que me hice, luego de estos coloquios, es más bien oscuro y angustiante. Sin embargo, hay que tener confianza en el actual régimen militar, porque los hombres que ocupan las altas posiciones de comando se encuentran entre los mejores de que las Fuerzas Armadas puedan dar, y las alternativas, frente a un fracaso suyo y su reemplazo, serían mucho peores, por no decir trágicas.(229)


			Agregó que circulaban voces, principalmente provenientes de las «izquierdas» y de los círculos peronistas más radicales, que hablaban de un resquebrajamiento de la unidad de propósitos de la Junta Militar. Si bien indicó que el presidente Videla, en lo personal, era «ajeno a tomar decisiones espectaculares y autoritarias; él prefiere obrar con el método del diálogo y de la consulta, ya sea por cuanto respecta a los otros dos comandantes, como a nivel subalterno en el Ejército».(230)


			Sin embargo, para el Nuncio, los rumores, a juicio de Massera, resultaron falsos en razón que Videla seguía siendo el líder indiscutido y respetado entre los militares y que la Junta Militar se mantenía unida. A pesar de ello, Laghi no excluía la posibilidad de que el presidente de la República encontrara a veces alguna divergencia con las líneas más duras dentro del Ejército, representadas por los generales Benjamín Menéndez y Ramón Díaz Bessone, al frente de los Cuerpos de Ejército de Córdoba y Rosario, respectivamente.(231) 


			Además, Laghi refirió que 


			[…] entre los militares, a nivel subalterno se notan dos corrientes que no tienen tampoco una gran consistencia, es decir: el grupo de los que querrían «hacer limpieza» de los subversivos de izquierda con métodos drásticos, incluso si fuera necesario un «baño de sangre», y el grupo de los integristas de «derecha», que pretenderían conducir una cruzada de saneamiento incluso en el seno de la Iglesia, por ellos considerada —en alguno de sus exponentes— ¡demasiado avanzada!(232) 


			También observó que muchas veces la aplicación de forma arbitraria de la ley marcial y del estado de sitio producían episodios que culminaron en la más flagrante violación de los derechos humanos. A juicio del Nuncio, a esta altura de los hechos podía considerarse que «el vértice militar no es cómplice de estos hechos, pero no los puede ignorar, y tendrá, en un modo u otro, que poner remedio a un desorden semejante».(233) Remarcando que tanto él como el Episcopado nacional se habían hecho portavoces de tales preocupaciones, como ocurrió en la entrevista con Massera, al convertirse en intérpretes de las numerosas súplicas que se recibían sobre el paradero de personas desaparecidas, incluidos reclamos internacionales. 


			Además, uno de los problemas principales que la Junta Militar se propuso enfrentar era el tema del sindicalismo, ya que algunos querían reconstruirlo sobre nuevas bases; y otros, en cambio, con adecuadas rectificaciones, pero dentro del viejo tronco del peronismo. De todos modos, las circunstancias por las que atravesaba el movimiento obrero en los últimos años habían empeorado desde que los militares habían tomado el poder. Dentro de este contexto, en el 29 de mayo de 1976 fue secuestrado, en la ciudad de La Plata, el coronel Juan Alberto Pita —por el grupo terrorista Poder Obrero—, quien se desempeñaba como interventor de la Confederación General de Trabajo (CGT), en razón de la particular confianza que le dispensaba el presidente Videla.(234)


			Este clima político cada vez más enrarecido por la violencia, donde se contaban numerosos secuestros y asesinatos, llevó al gobierno —según lo informó el Nuncio— a aplicar, desde el 4 de junio, la ley de regulación de los partidos políticos y de la libertad de prensa. A su criterio, 


			[…] una ley en sí misma que no es mala, pero bien difícil en su aplicación y observancia […] Se llega incluso a prohibir la reunión de dos miembros de tales facciones: es decir que dos personas, militantes en la misma agrupación política ahora prohibida, no pueden encontrarse, ¡ni siquiera para cenar! Un verdadero absurdo. Graves sanciones se hacen contra quienes imprimen o difunden ideas políticas «no ortodoxas».(235)


			Otros temas conversados fueron la situación de la guerrilla y los presuntos responsables de los repetidos secuestros y asesinatos de personas. Massera expresó que en cuanto a la vigencia de la guerrilla tenía la firme convicción que se encontraba «en vías de aniquilación; [y que] el ERP podía considerarse ya erradicado, y que la consistencia de los Montoneros había sido reducida al 50 por ciento». A lo que agregó, en referencia al segundo de los temas, un comentario que corroboraba una sospecha insistente dentro de la opinión pública: «que incluso, al margen de los altos comandos, actúan grupos de gente armada, ya sea de la policía como del ejército, que son “verdaderos delincuentes”; [aunque] “no es fácil identificarlos o expulsarlos”, agregó, “pero deberá llegarse a esto cuanto antes, para no poner en peligro el programa de reordenamiento del Estado en el contexto de la ley”». A partir de esta confidencia se convenció de que «a tales grupos se deben los secuestros y asesinatos, que manchan de sangre con demasiada frecuencia la imagen del país» y así lo informó al cardenal Villot.(236) 


			Entre los acontecimientos violentos a los que aludió el informe, se destacó el asesinato del jefe de la Policía Federal, general Cesáreo Ángel Cardozo, el 18 de junio. Ante ello, Laghi, contando con el acuerdo de los otros representantes diplomáticos, envió un breve mensaje de condolencias al gobierno y a la Nación, poniendo de manifiesto el auspicio por el pronto fin de la violencia que enlutaba a la sociedad argentina. Por su parte, el presidente Videla agradeció el gesto con una carta personal que se adjuntó en el presente informe. 


			Por último, el Nuncio refirió que la Junta Militar había ordenado la detención de treinta y seis peronistas que habían ocupado puestos de responsabilidad en el último gobierno, entre las que figuró la ex presidente María Estela Martínez de Perón.(237) Tras estas medidas se esperaba la decisión de la Junta Militar de publicar la lista con todos los detenidos políticos, reclamada reiteradamente por diversas agrupaciones. Decisión que, a la vez, vendría a agilizar el examen de los casos de personas «a disposición del Poder Ejecutivo» y su consiguiente liberación.(238) 


			Pío Laghi hizo llegar esta información al Consejo, la cual era de suma utilidad para establecer algún curso de acción en el futuro si se consideraba necesario. En la Santa Sede se formó así la impresión de que el vértice militar no era cómplice de las flagrantes violaciones de los derechos humanos que se cometían en las luchas entre facciones, aunque también se manifestaba que difícilmente el gobierno podía ignorarlas y que era necesario que pusiera remedio a esa situación. (239) 


			Al respecto, conviene tener presente las anotaciones personales del sacerdote Fiorello Cavalli.(240) Advirtió con agudeza que el optimismo de Massera respecto al estado en que se encontraba la guerrilla no estaba suficientemente fundamentado, sobre todo si se tenía en cuenta el atentado contra el jefe de la Policía Federal, con una bomba introducida en su domicilio a través de una amiga de la hija. Y, a la vez, apuntaba que «otro duro golpe debe haber recibido el optimismo del almirante el 2 de julio cuando una bomba, introducida por Montoneros en el comedor de la policía, causó la muerte de dieciocho personas y grandes heridas a otras, además de las más de cincuenta personas heridas menos seriamente».(241) 


			El informe incluía también referencias al tema de las divisiones dentro de las Fuerzas Armadas y en la Policía Federal. Motivo por el cual, en opinión de Cavalli, la impresión general del presidente Videla sobre la cohesión de criterios entre los integrantes de ambas instituciones debía también relativizarse si se tenían en cuenta los dos atentados mencionados. Además, señaló que el nuevo jefe de la Policía Federal, el general Arturo Corbetta, había declarado que el eje moral de la Nación pasaba a través de esa fuerza de seguridad y solicitó a sus subalternos atenerse en el ejercicio de sus funciones a los valores de la sociedad que ellos defendían. Según Cavalli, en esas palabras hubo un mensaje cifrado, el empleo de métodos «no convencionales» por parte de la Policía continuaría no obstante se recibieran supuestas órdenes superiores para excluir los maltratos. Según refirió Cavalli —de acuerdo con el periódico Le ­Monde—, la toma de posición demasiado dura de Corbetta había causado malestar entre las otras fuerzas de seguridad. Según nuestro informante, demostraba diferencias con el presidente Videla y el general Roberto Viola —jefe del Estado Mayor del Ejército—, que favorecían —según Le Monde— los métodos conformes a la ley en la Policía y en otras fuerzas de seguridad.


			En la reflexión de Cavalli, la rebelión de los cuadros superiores de la Policía Federal, que el 3 de julio de 1976 habían amenazado con una renuncia en masa, obligó al general Corbetta a dimitir al cargo que había asumido hacía poco tiempo. La rígida postura de los cuadros superiores de la Policía Federal podía explicarse por el impacto causado a partir del atentado contra su jefe. Pero este malestar también pudo tener raíces más profundas y preocupantes que confirmarían las voces de un desacuerdo en los niveles más altos de las Fuerzas Armadas; y, por tanto, una posición menos segura para el «moderado general Videla», muy al contrario de lo que había referido Massera a Laghi en la entrevista. (242) 


			A su vez, el cardenal Villot, luego de leer detenidamente el informe redactado por Cavalli, propuso a Pablo VI la conveniencia de informar verbalmente de la delicada situación al cardenal argentino Eduardo Pironio, presente en Roma. En la nota dirigida al Papa se lee: «Me pregunto si no sería el caso de informar “a voce” al Card. Pironio, amigo personal del general Videla». A lo que el Papa respondió por escrito sobre el final del informe: «Sería bueno P. 13.VIII.76».(243) Finalmente, el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia de acuerdo con el Santo Padre, además de poner en conocimiento del asunto a Pironio, envió un acuse de recibo al Nuncio Pío Laghi por la valiosa información brindada.(244) 


			2. El cardenal argentino Eduardo Pironio al frente de un dicasterio vaticano


			Pablo VI había nombrado al obispo argentino Eduardo Pironio (1920-1998) al frente de la Sagrada Congregación para los Religiosos e Institutos Seculares, uno de los dicasterios más importantes del Vaticano que se ocupa principalmente de las Congregaciones Religiosas en todo el mundo.(245) Por esa función Pablo VI lo creó cardenal el 24 de mayo de 1976. Hasta ese momento ningún obispo argentino había ocupado un cargo de mayor importancia en la Santa Sede y su responsabilidad en el gobierno central de la Iglesia lo ubicaba entre los más altos funcionarios del Vaticano. Durante este período Eduardo Pironio era sin dudas el eclesiástico más importante del país.(246) Él mismo declaraba luego de su nombramiento hasta qué punto sentía la responsabilidad de representar a la Iglesia latinoamericana en el centro de la Iglesia: 


			[…] la púrpura [el cardenalato] no es una simple dignidad, sino un llamamiento más poderoso y más imperativo al servicio de la Iglesia, y a través de ella, al servicio de nuestros hermanos […] sentí profundamente sobre todo cuando el Papa me impuso el birrete, la responsabilidad que me incumbe con este símbolo rojo, de sacrificio hasta la efusión de sangre, […] me siento inclinado a vivir más profundamente la alegría de servir hasta dar la vida por el prójimo […] siento un poco la responsabilidad de ser la voz de América Latina en el centro de la Iglesia.(247) 


			El nombramiento de Pironio se daba en un momento especialmente complicado en la Argentina. Para situarnos en este contexto debemos ir algunos años atrás y llegar hasta la ciudad de Mar del Plata —una populosa ciudad balnearia a unos cuatrocientos kilómetros al sur de Buenos Aires—, donde Pironio fue obispo desde 1972 hasta 1975. Fue allí donde comenzó a experimentar más de cerca la violencia por la que estaba atravesando el país. Sus intervenciones públicas al tema fueron numerosas. Por ejemplo, en esos años se refirió al clima de violencia en estos términos: «Es inútil que prediquemos la paz si no hay un esfuerzo serio en todos de conversión verdadero, solo se consigue por el respecto a los derechos humanos, y, en definitiva, por la fidelidad a los derechos de Dios».(248) Este clima se vivió también en ámbitos intelectuales como la Universidad Católica de Mar del Plata. Al respecto señaló: «Sería ilusorio pretender que la Universidad fuera un islote tranquilo en medio de un mar profundamente agitado».(249) Según Pironio para que la Universidad fuera una escuela de formación de la juventud argentina debía:


			[…] formar en la visión global del hombre y la historia, lo cual solo es posible desde la perspectiva integral y honda de la fe. Que comprenda el momento decisivo que vivimos, que ayude a los jóvenes a discernir el signo de los tiempos, que los comprometa a participar en la construcción positiva de la Historia, sin superficiales demagogias o explosivas manifestaciones de violencia. Que descubra los valores positivos de los jóvenes y los aliente, que manifieste con sinceridad sus peligros y desviaciones y los corrija con firmeza serena y que en la totalidad de sus maestros haya un testimonio de vida y de cultura, de abnegación y entrega, de fidelidad y amor a Dios, al país y a los hermanos.(250) 


			Pironio fue considerado por algunos sectores de derecha como un obispo más inclinado hacia la izquierda, sobre todo por su pensamiento en favor de la opción preferencial por los pobres. En realidad, Pironio se basaba en la doctrina social de la Iglesia explicitada en los últimos documentos del Episcopado Latinoamericano más que en las propuestas de la teología de la liberación. Su servicio al frente de la diócesis de Mar del Plata, sus declaraciones y su perfil pastoral lo pusieron en el centro de la escena y pronto comenzó a recibir amenazas. Las paredes de la Catedral de Mar del Plata aparecieron con pintadas que rezaban «Pironio Montonero». 


			Sin embargo, el episodio más duro para Pironio fue el secuestro de María del Carmen «Coca» Maggi, decana de la Facultad de Humanidades de la Universidad Católica de Mar del Plata, muy ligada al obispo. El 9 de mayo de 1975 un comando de dieciséis personas en tres automóviles la secuestró mientras se encontraba en su casa del barrio de Pompeya, en esa ciudad. Durante diez meses permaneció desaparecida hasta que su cuerpo fue hallado en un campo en Mar Chiquita —localidad cercana a Mar del Plata— el 23 de marzo de 1976. Muchos años después, la Justicia argentina investigaría el rol de la «Concentración Nacional Universitaria» y los vínculos de la Triple A con el crimen. Esta organización universitaria había ganado espacio en otras universidades nacionales y, según algunos testimonios que se encuentran en la causa judicial, quisieron incorporar también a la Universidad Católica de Mar del Plata. Pero dado que esta era provincial y, por ello, dependía de Pironio, quien se oponía a la nacionalización, demostraron su poder de persuasión con el acto criminal indicado.(251) 


			Pironio, además de las funciones específicas que había asumido en el Vaticano, constituía una figura de referencia en la Santa Sede para los temas latinoamericanos y especialmente argentinos, y en variadas ocasiones fue consultado o informado al respecto tanto por el Papa como por las más altas autoridades del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia o la Secretaría de Estado. De hecho, como se ha notado, Pironio fue explícitamente identificado en algunos documentos en esta función.(252) En los siguientes capítulos atenderemos a otras intervenciones de Pironio en relación con el tema de la violencia en la Argentina.


			3. Pío Laghi en el Centro Clandestino de Detención del Ingenio de «Nueva Baviera»: «Esta historia ya pasa al archivo: se volverá a hablar de esto dentro de cincuenta años, cuando nosotros ya estaremos en el otro mundo»(253)


			En el contexto que estamos describiendo tuvo lugar una visita del Nuncio Apostólico a Tucumán. El obispo de Concepción del Tucumán, Juan Carlos Ferro, lo había invitado a visitar la diócesis. Pío Laghi aceptó la iniciativa y entre los días 24 y 26 de junio de 1976 viajó a esa provincia. Tucumán era una zona preponderantemente rural, con abundantes montes y plantaciones de caña de azúcar, a unos mil doscientos kilómetros al noroeste de la ciudad de Buenos Aires. En dicha provincia, en ese tiempo, se desarrollaba la fase final del durísimo y prolongado enfrentamiento entre el Ejército, a cargo del general Antonio Bussi —quien dependía del general Luciano Benjamín Menéndez, comandante del Tercer Cuerpo del Ejército con sede en Córdoba—, y la guerrilla del ERP iniciada durante el gobierno de María Estela Martínez de Perón. Pío Laghi, a pesar del significado político que la visita podía adquirir en tal contexto, no obstante su carácter pastoral, accedió a la invitación del obispo.


			A posteriori, la visita fue interpretada como un apoyo del representante pontificio al denominado «Operativo Independencia». En el año 1984, Pío Laghi apareció mencionado en una lista de 1.351 personas vinculadas a la represión en la revista El Periodista de Buenos Aires, lo cual abrió una discusión en torno a su actitud frente al drama argentino. Según refiere Mignone, esta fue elaborada por la Conadep a partir del acopio de documentación y testimonios que avalaban la denuncia. Pero a partir de conversaciones mantenidas con el presidente Raúl Alfonsín al respecto, se decidió no incluirla en las páginas del libro Nunca más.(254) 


			Ese informe periodístico suscitó fuerte conmoción, tanto dentro como fuera del país, pues entre las personas mencionadas figuraban varios eclesiásticos, entre ellos, Antonio Plaza (arzobispo de La Plata), Blas Conrero (arzobispo de Tucumán), José Miguel Medina (obispo de Jujuy), y los sacerdotes Emilio Grasselli (secretario del vicario castrense), Christian von Wernich (capellán de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, estrechamente ligado al general Ramón Camps), entre otros.


			Ante la gravedad de la denuncia la Conferencia Episcopal Argentina acudió en defensa de Pío Laghi.(255) También lo hicieron otras reconocidas figuras como el presidente Raúl Alfonsín, Ernesto Sabato y Gregorio Klimovsky, manifestando que Laghi se había interesado vivamente por los desaparecidos y había contribuido a la salvación de muchas personas.(256) En ese momento, Mignone se ocupó de explicar el origen de la mención del Nuncio en la referida lista:


			Esta referencia a Laghi [afirma] no era desconocida para los organismos de derechos humanos que se ocupan de documentar lo ocurrido durante la dictadura militar. El 10 de diciembre de 1981 el ciudadano argentino Juan Martín difundió en Madrid un minucioso testimonio de su cautiverio ilegal en manos del Ejército, en Tucumán, y lo remitió a la División de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Dicha declaración fue ratificada por la Conadep y obra desde hace tiempo en los archivos del CELS. La afirmación no es, por lo tanto, anónima ni nueva como pareciera creerlo Laghi, quien solicita que «esa persona que me ha acusado salga a cara descubierta». En la página 45 de su informe, Juan Martín relata su encuentro con el ex Nuncio ocurrido en el helipuerto del Ingenio Nueva Baviera, donde funcionaba el comando de operaciones de la zona. Para ello fue trasladado desde un campo clandestino de detención que se encontraba a escasa distancia.(257)


			Mignone aportó también una aclaración cronológica que desvinculó al Nuncio de las afirmaciones del testigo en cuestión. La fecha de la visita del Nuncio —junio de 1976— y la fecha en la cual Juan Martín fue detenido —octubre o noviembre de 1976— no coincidían, ya que «en el departamento de documentación del CELS solo se tiene constancia de una visita del Nuncio Laghi a Tucumán, de la cual informa extensamente el diario La Nación del 27 de junio de 1976». Comprobación que lo llevó a Mignone a mantener una conversación con el ex detenido a fin de aclarar definitivamente la cuestión. A partir de la cual concluyó Mignone: 


			Me reiteró que fue traído desde el centro de detención al helipuerto y colocado en una fila en el momento que desembarcaban varios prelados. Uno de ellos, que él creyó era Laghi porque le dieron su nombre posteriormente, se le acercó. Pudo entonces trasmitirle una breve súplica en voz baja. Le pidió que buscara a su familia para informárselo. La descripción de la estatura y la vestimenta del visitante, incluso el sombrero de tipo redondo que se usa en Roma coincide con la de Laghi. Pero no le dijo quién era ni pudo advertir si tenía acento italiano. No tengo dudas sobre la veracidad del relato de Juan Martín, pero al no haber podido comprobarse, hasta ahora, otro viaje de Laghi a Tucumán, debo inclinarme por creer que se trataba de otro prelado, aunque el hecho fuera cierto, no significa que Laghi haya visitado un centro clandestino de detención, como se publicó. Se le habrían presentado prisioneros —que podían o no estar legalizados— en el helipuerto del ingenio.(258) 


			Nueve años después de estos hechos, la Santa Sede no conforme con las informaciones que hasta el momento tenía y con el deseo de clarificar si efectivamente el Nuncio Apostólico en su visita a Tucumán se había encontrado con Juan Martín, realizó una amplia investigación. Observamos que la intención del Vaticano no fue hacer una pública defensa o acusación del Nuncio, sino contar con la información necesaria para hacerse una idea real de lo que había ocurrido. Una vez terminadas las averiguaciones Laghi le escribió a Cavalli, desde Washington en 1986, expresándole: «Esta historia ya pasa al archivo: se volverá a hablar de esto dentro de cincuenta años, cuando nosotros ya estaremos en el otro mundo».(259) Nos proponemos presentar a continuación los detalles de la visita, la controversia generada, la investigación llevada adelante por la Santa Sede y sus resultados.


			3.1. El Nuncio Laghi informa al Vaticano los detalles de su visita a Tucumán: «Me dirigí a visitar un “ingenio”, es decir, las instalaciones en las que las máquinas transforman la caña en azúcar»(260)


			Comencemos por indicar lo que el Nuncio refirió a Jean-Marie Villot respecto de su visita poco después de regresar a Tucumán. Luego de dar algunas indicaciones generales sobre la conformación de la diócesis de Concepción, en cuanto a extensión, número de sacerdotes y religiosas, señaló: 


			Durante la breve estadía presidí, entre otras cosas, la ceremonia de inauguración de las nuevas instalaciones de la curia, y bendije el primer núcleo de la Casa de Descanso, llamada «Paz y bien», que el obispo, superando enormes dificultades, sostenido por la ayuda generosa de fieles y de entes de beneficencia argentinos y extranjeros, quiso que se abriese en la ciudad de Concepción en favor de los ancianos pobres y solos. 


			Posteriormente el Nuncio indicó los eventos que se siguieron a su llegada al aeropuerto de San Miguel de Tucumán: 


			[…] la mañana del 24 de junio fui recibido por el arzobispo metropolitano monseñor Blas Conrero, el obispo Ferro, y por exponentes del clero, de familias religiosas y del laicado católico de la diócesis; también estaba presente el gobernador de la provincia, general Antonio Bussi, que también es el comandante de las tropas que están operando en ese territorio contra la guerrilla: él dispuso que un ­destacamento, formado delante del edificio del aeropuerto, me rindiera los honores militares; ­luego, aduciendo motivos de seguridad para el traslado de San Miguel de Tucumán a Concepción (75 km de ruta) me invitó, de acuerdo con Mons. Ferro, a usar el ­helicóptero.(261) 


			Laghi relató a Villot los detalles de ese traslado que generaría parte de la polémica:


			El helicóptero hizo una breve escala en una base operativa anti-ERP, luego de haber sobrevolado una amplia zona cultivada de caña de azúcar; los militares me rodearon y me saludaron con mucha cordialidad. 


			Aunque en este informe no lo señaló el Nuncio, se encontraba con el obispo Ferro y fue recibido por el jefe de la unidad Jorge del Pino. Tampoco indicó que el segundo jefe del grupo, el coronel Juan Durán, le había acercado una nota que decía: «Usted tendrá a bien alentar con sus elocuentes palabras a estos sacrificados “cruzados” que en generoso sacrificio de sus vidas defienden a Dios y la patria».(262) 


			El Nuncio continuó revelando en el informe al Vaticano: «Me invitaron a decir unas palabras, les dije que unieran el amor a la Patria con el amor a Dios y que se comportaron con subordinación no solo a las órdenes de los superiores sino también a los principios cristianos».(263) 


			Luego de esa escala el viaje prosiguió hasta la ciudad de Concepción, el Nuncio refirió:


			[…] luego llegué a la ciudad de Concepción: en la plaza principal, frente a la Catedral, se habían reunido algunos miles de fieles para dar la bienvenida al Representante pontificio; me dirigió el saludo el intendente, que me entregó las llaves de la ciudad, declarándome ciudadano de honor; le agradecí; y dirigí algunas palabras a la multitud; luego Mons. Ferro me llevó a la iglesia catedral y, rodeado por el clero y por numerosos fieles, manifestó sus sentimientos de devoción al Santo Padre, y la alegría de tener a su Representante en la diócesis.(264) 


			El Nuncio continuó el relato indicando lo que había realizado en la tarde del 24 de junio: bendición de las nuevas instalaciones de la curia diocesana, de la Casa de Descanso, y la concelebración de la misa en la catedral que había referido inicialmente como el objeto principal de su viaje. Esa jornada concluyó con un acto académico en el teatro del Colegio de las Religiosas de la Consolación. El 25 de junio por la mañana «luego de una conversación con los responsables de los medios de comunicación social, tuve un largo encuentro con los sacerdotes, los escuché mientras cada uno exponía sus propios problemas y los animé a estar unidos con el obispo y entre sí». Seguidamente indicó: «En compañía de Mons. Ferro, me dirigí a visitar un “ingenio”, es decir, las instalaciones en las que las máquinas transforman la caña en azúcar: pude así encontrarme con los obreros y dirigentes de la fábrica, compartiendo con ellos el almuerzo».(265) En las primeras horas luego del almuerzo señaló Laghi: «Hice una visita a la ciudad de Monteros, uno de los centros más populosos de la diócesis, a unos treinta kilómetros de Concepción: también aquí la gente suspendió el trabajo y se dirigió a la plaza principal para dar —y recibir— el saludo del Representante pontificio». Luego de unas breves e intrascendentes consideraciones sobre ese encuentro y de indicar que había regresado de Monteros, participó de una reunión con unas cuarenta religiosas, de la celebración de la misa y una sobria reflexión. 


			Al día siguiente,


			[…] la mañana del 26, el helicóptero me llevó a San Miguel de Tucumán, donde visité al arzobispo Conrero, en la Catedral, en la Curia. De vuelta al aeropuerto para tomar el vuelo de regreso hacia Buenos Aires, me encontré con el general Bussi, con todo su «estado mayor», unos treinta oficiales: habían venido para rendir homenaje al Nuncio y querían intercambiar con él algunas ideas. Luego de consultar con Mons. Conrero y Mons. Ferro, que estaban a mi lado, consideré oportuno —y necesario— no rechazar el diálogo, sobre todo, porque de esa forma iba a poder ilustrar y aclarar algunos conceptos sobre el rol de la Iglesia, sobre el triste fenómeno de la violencia y sobre su represión, sobre la defensa de los más altos valores morales que se identifican con la fe en Dios, el respeto de la vida, el amor a la Patria y a sus más nobles tradiciones. Expuse, por tanto, brevemente estos conceptos, que me parecían fundamentales, y luego respondí algunas preguntas que el Gen. Bussi y otros oficiales me habían dirigido con mucho respeto, aunque la jerga fuera a veces dura, a causa, imagino, de la férrea disciplina militar que estos hombres de armas mantienen en un zona tan peligrosa y neurálgica.(266)


			Al finalizar el informe, Laghi refirió y adjuntó algunos recortes de la prensa local «que había destacado mi visita “pastoral” a la diócesis de Concepción».(267) Mientras que la prensa nacional, según sus mismas palabras «se había extendido al referir sobre mi visita a la guarnición de Yacuchina, entre las plantaciones de caña de azúcar, y en reproducir los conceptos —no siempre reproducidos fielmente— manifestados frente a los militares en el aeropuerto de Tucumán».(268) Laghi indicó que «La “Nación” del 29 del corriente reproduce con discreta fidelidad los conceptos, al centro de los cuales está la frase del cardenal Primatesta, que repetí varias veces: “La violencia no es nunca justa, tampoco la justicia debe ser, en cuanto tal, violenta”».(269)


			[image: ]


			El Nuncio Pío Laghi informa al Vaticano los pormenores de su visita a la provincia de Tucumán. Informe del Nuncio Apostólico Pío Laghi al Secretario de Estado, Jean-Marie Villot, Buenos Aires, 1º de julio de 1976, Prot. 1379/76, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (633).


			3.2. Los primeros ecos de la visita a Tucumán: «El Nuncio impartió la bendición papal a los efectivos que combaten en el Tucumán»(270)


			En el Vaticano el informe del Nuncio fue acogido con normalidad y Cavalli participó a sus superiores de los detalles del viaje, tal como habían sido indicados por Pío Laghi. Para informar sobre la escala hecha en su traslado en helicóptero, indicó: «Hubo una breve escala en Yacuchina, donde se despliega una base operativa anti-ERP. La acogida de los militares fue muy cordial y el Nuncio aprovechó para dirigirles unas buenas palabras». Respecto del encuentro con los militares antes de partir de regreso a Buenos Aires, Cavalli siguió básicamente el relato del Nuncio: 


			De vuelta a San Miguel el 26 para regresar a Buenos Aires, se encontró con el arzobispo [Conrero], y en el aeropuerto con el gobernador [Bussi], que estaba allí junto a unos treinta oficiales. De acuerdo con el arzobispo [Conrero], Mons. Laghi aceptó dirigirles algunas palabras [a los militares presentes] y responderles algunas preguntas que con mucho respeto se le hicieron, con especial interés a los problemas de la guerrilla, especialmente agudos en esa zona peligrosa y neurálgica en relación con las operaciones de los subversivos como de los militares. 


			Por último, refirió brevemente algunas notas de la prensa siguiendo en esto también lo expresado por el Nuncio.(271)


			Los periódicos, como había referido Pío Laghi, tuvieron un tratamiento variado sobre la visita. La Gaceta de Tucumán, un periódico local, fue uno de los primeros que publicó las declaraciones del Nuncio bajo el título «Monseñor Pío Laghi: “La causa de la violencia es de origen ideológico”».(272) El diario las reprodujo en estos términos: 


			Monseñor Laghi dijo que el país tiene una ideología tradicional y cuando alguien pretende imponer otro ideario diferente y extraño, la nación reacciona como un organismo con anticuerpos frente a los gérmenes, generándose así la violencia. Pero —agregó— recordando una afirmación del cardenal Francisco Primatesta «nunca la violencia es justa y tampoco la justicia tiene que ser violenta». Sin embargo, en ciertas situaciones la autodefensa exige tomar determinadas actitudes, en este caso «habrá de respetarse el derecho hasta donde se pueda».(273)


			Y con respecto al accionar del Ejército contra la subversión agregó el periódico: 


			[…] que los soldados cumplen con el deber prioritario de amar a Dios y a la Patria, que está en peligro. No solo puede hablarse de invasión de extranjeros sino también hay invasión de ideas que ponen en peligro los valores fundamentales. Esto provoca una situación de emergencia, y en esa circunstancia —añadió— es aplicable el pensamiento de Santo Tomás de Aquino, que enseña que en esos casos el amor a la Patria se equipara al amor a Dios. Trasmití a los soldados —dijo— la bendición del Santo Padre, porque los considero hermanos que están dispuestos hasta el sacrificio de la propia sangre, fieles a las órdenes de sus superiores. (274) 


			En cuanto a la relación de la Iglesia con el Estado, según el medio de prensa, se encargó de puntualizar: 


			[…] que «no hay ni ha habido problemas». Señaló que la Iglesia es como el alma del pueblo y lo acompaña en sus vicisitudes, sin aprobar ninguna política contingente. Esta es una prescindencia no profesional, sino pastoral, que debe ser comprendida en su exacta dimensión, teniendo en cuenta que no puede haber una ignorancia de los problemas existentes. Nosotros —añadió— procuramos la perfección del hombre, en su totalidad, para que goce de sus derechos y cumpla sus obligaciones: derecho a la libertad, a la vida, al respeto y a su desarrollo y sus obligaciones con Dios, la patria y la Familia. La Patria que tiene un molde de tradición humana, católica y latino-hispana.(275) 


			Refiriendo los alcances específicos de la misión del representante pontificio en el país, la nota periodística indicó:


			[…] reiteró que es fundamental y prioritariamente espiritual, y al igual que la Iglesia, hemos de combatir antes que nada el pecado, y sus consecuencias, para lo cual debemos iluminar las inteligencias, defender la justicia social, propiciar el bienestar de las familias.(276) 


			Otros medios locales reprodujeron estas declaraciones, pero sobre todo los medios con sede en Buenos Aires le dieron mayor difusión, tomando siempre lo publicado por los medios tucumanos. Así, diario Clarín tituló: «El Nuncio impartió la bendición papal a los efectivos que combaten en el Tucumán».(277) Por su parte, el Buenos Aires Herald —uno de los medios más independientes— se hizo eco de la noticia en estos términos: 


			San Miguel de Tucumán. El Nuncio Papal monseñor Pío Laghi, que ha estado recorriendo la zona de combate aquí, visitando las unidades del ejército que están luchando contra las guerrillas, dijo ayer que «la justicia no tiene que ser violenta porque eso es anticristiano, pero hay gente que trata de imponer un método, y es por ello que hay que luchar contra ellos». Monseñor Laghi regresó a Buenos Aires ayer luego de hablar a los conscriptos, de dar una conferencia de prensa y dirigirse a los oficiales justo antes de partir. El gobernador de Tucumán y comandante de la quinta brigada de infantería, general Antonio Domingo Bussi, que presentó al Nuncio Papal [ante la tropa] dijo que «los soldados de hoy están luchando en defensa de los valores de la Iglesia, la familia y el país».(278)


			El diario La Opinión, a su vez, difundió la noticia con el siguiente título: «Laghi habló a las tropas en Tucumán», informando que «el Nuncio Apostólico […] realizó una visita a la zona de operaciones antisubversivas en Yacuchina, departamento de Monteros, donde expresó a las tropas allí acantonadas que estaban “defendiendo los principios de Dios, Patria y Familia”, exhortando a los soldados a tener en la emergencia “valor y subordinación, lealtad, fidelidad y serenidad de espíritu”».(279) Al día siguiente, agregó: «Laghi dijo que la Nación se defiende».(280) 


			Por último, el diario La Prensa aludió a los hechos destacando las palabras de aliento que el Nuncio dirigió a los soldados en el transcurso de la visita: 


			El Nuncio Apostólico elogió la acción de los soldados que luchan en Tucumán […]. Dijo en la ocasión que los soldados estaban defendiendo valores muy grandes, los principios de Dios, Patria y Hogar. Señaló como deber fundamental en la lucha actual, el amor a Dios y a la Patria. Calificó la situación del país como de emergencia y por ello recalcó la importancia de la defensa de Dios y de la Patria. Elogió la acción de los soldados que luchan con tanto sacrificio en esta zona muy dura y peligrosa y los exhortó a tener valor y subordinación, lealtad, fidelidad y serenidad de espíritu.(281)


			Reconociendo que pudo haber existido cierta manipulación o instrumentalización de tales expresiones, en especial las pronunciadas durante el encuentro con los militares, antes de regresar a Buenos Aires, queda de manifiesto que el Nuncio emitió opiniones de carácter público, como las pronunciadas en la conferencia de prensa en la Curia Diocesana de Concepción, confundidas luego con las contestaciones que le fueron atribuidas en el aeropuerto de Tucumán.(282) 


			3.3. La investigación de la Santa Sede para aclarar las controversias de la visita: ¿Laghi había estado en el Ingenio «Nueva Baviera» donde funcionaba el Centro Clandestino de Detención?


			Más allá de la polémica que se produjo por la reproducción a través de la prensa de las palabras del Nuncio en Tucumán, tergiversadas en mayor o menor medida, y el uso político que las autoridades gubernamentales les dieron a estas, el punto más controvertido y sensible se produjo algunos años después a partir de un testimonio brindado ante la Conadep. Juan Martín, un detenido en el Centro Clandestino del Ingenio «Nueva Baviera» en Tucumán había indicado que había visto y hablado con un obispo en el helipuerto de dicho lugar, que según su declaración sería el Nuncio Pío Laghi. 


			El prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, Agostino Casaroli, solicitó al Nuncio Ubaldo Calabresi el 19 de marzo de 1985 que «le estaría agradecido a Su Excelencia si quisiera cortésmente darme las informaciones que usted al respecto considerase útiles para un preciso y detallado conocimiento del episodio».(283) El cardenal Casaroli le hizo llegar a Calabresi el informe original de Laghi sobre la visita a Tucumán que hemos analizado en detall  (284) y algunas notas que Laghi había escrito posteriormente intentando recordar aquel viaje «para defenderse de las acusaciones que se hicieron en relación con una supuesta visita, aunque rápida, a una base militar, descripta por el acusador como un centro de represión y tortura».(285)A la vez el Casaroli le pidió:


			[…] tenga a bien cortésmente solicitar a S.E. Mons. Jorge Meinwielle [sic], actual Pastor de Concepción, que le provea a usted en forma completamente reservada las aclaraciones e informaciones que considere oportuno agregar. El obispo, considerando los dos documentos adjuntados, estará tal vez en condiciones de brindar los elementos exactos sobre el desarrollo de la visita de Mons. Laghi, con especial atención respecto a las localidades en las cuales este se detuvo o bien se lo llevó durante su permanencia en esa diócesis.(286) 


			Mientras tanto en el Vaticano se continuó con el acopio de informaciones. En abril se le solicitaron otras aclaraciones a Ubaldo Calabresi quien envió al menos dos informes con los datos que había relevado y fueron incluidos en el informe que se presenta a continuación.(287) El 13 de mayo de 1985, Cavalli señaló en un appunto sobre el tema a Casaroli:


			[…] el provecho que Mons. Laghi podría obtener de recordar con mayor precisión algunos detalles de la visita. Se trata de pequeñas inexactitudes e imprecisiones, que, sin embargo, haría bien en no repetir si quisiera o si tuviese que expresarse sobre la visita en cuestión, en los eventuales desarrollos de la polémica que de ella se suscitó. Este llamado a Mons. Laghi lejos está de ser un reproche: viene por la exposición de algunos detalles y está implícito en ella. Laghi no se molestará, entre otras cosas en razón de la buena relación que él tiene conmigo.(288) 


			Cavalli adjuntó a su appunto algunas notas periodísticas contemporáneas a la visita del Nuncio en 1976, además del texto de las declaraciones que Juan Martín diera al diario español El País en 1981 y que la prensa argentina reprodujo. También adjuntó una declaración supuestamente pública del general Bussi del 5 de noviembre de 1984 en la cual afirmaba que «la presencia de Mons. Laghi en Tucumán respondía a una “invitación oficial” que él le había dirigido como gobernador de Tucumán y comandante de las tropas comprometidas en la guerra contra la agresión armada marxista-comunista. El Nuncio, agregó, se limitó a dar asistencia espiritual a los escuadrones y a las tropas». Cavalli indicó que Bussi había enviado una copia de esa declaración a Laghi.(289)


			A continuación, Cavalli ofreció una reflexión pormenorizada del caso, basada en las distintas fuentes con las que contaba: el informe original de Pío Laghi de 1976, los testimonios de Juan Martín, las declaraciones del general Bussi, los recortes periodísticos de la época y los dos informes redactados por Ubaldo Calabresi.(290) A ello sumó la defensa redactada por Pío Laghi el 19 de noviembre de 1984 desde la Delegación Apostólica en Washington. Esta última estaba enmarcada en la espera de los resultados que podría arrojar la nueva investigación de Calabresi con el obispo de Concepción.(291)


			Cavalli observó que tanto en el informe original del Nuncio como en las noticias de la prensa que se habían ocupado de la visita durante e inmediatamente después del viaje no se hizo referencia al «Ingenio de Nueva Baviera». Cavalli señaló:


			[…] la nota de La Gaceta, que se detiene minuciosamente en todos los movimientos del Nuncio en esa circunstancia no indica ninguna referencia al respecto. En cambio, se mencionan el «ingenio La Corona», donde él pasó y se detuvo brevemente la tarde del 24 de julio (La Gaceta, 25/6/1976), y el «ingenio La Providencia», adonde él con el obispo Ferro se dirigieron cerca del mediodía del 25 y donde almorzó junto con los obreros y los dirigentes de esa fábrica. (La Gaceta preanunció esa visita en la edición del 24/6/1976 y Mons. Laghi habla sobre ello como de algo que se dio espontáneamente en su informe antes mencionado).(292)


			Además, Cavalli indicó que, según los informes que le había dirigido anteriormente el Nuncio Ubaldo Calabresi, «el mismo general Antonio Bussi, gobernador de Tucumán y comandante de la Operación “Independencia”, niega que Mons. Laghi se hubiese dirigido al “Ingenio Nueva Baviera”». (293) Por otro lado, «el señor Martín, que afirma que se encontró con el Nuncio Laghi en ese “ingenio”, se refiere supuestamente a diciembre de 1976 […] mientras no resulta, es más, es para descartar, que el Nuncio haya vuelto a Tucumán luego de la visita de junio». Esto le fue confirmado por Calabresi, que tuvo el texto de la denuncia ante la Conadep y que además el mismo general Bussi le había indicado que Juan Martín había sido detenido en agosto de 1976. Así también lo refirió Calabresi al obispo Giuseppe Leanza y lo había indicado Mignone.(294) 


			No obstante, Pío Laghi, en su comunicación del 19 de noviembre de 1984 a Cavalli, había indicado que efectivamente:


			[…] había estado en el «ingenio Nueva Baviera» para retomar el helicóptero que lo llevaría a San Miguel de Tucumán para regresar a Buenos Aires. Agrega sin embargo que no se había dado cuenta que, en alguna parte de ese enorme edificio, con las distintas dependencias, hubiese guerrilleros detenidos o que allí existiese una cárcel clandestina. Ni el obispo, que, por ser del lugar, habría debido conocer eso, lo puso en alerta o le había dicho algo al respecto. Mons Laghi luego afirma que no recuerda para nada haberse encontrado frente a un detenido. No excluye que ello pudo haber ocurrido; pero en ese caso sería todavía válido que él no se hubiese dado cuenta de la existencia de una cárcel clandestina.(295)


			Pero Cavalli, respecto de lo afirmado por Pío Laghi, observa una confusión, porque este afirmó que había estado en el «ingenio Nueva Baviera» el 25 de junio y que desde allí tomó el helicóptero para ir al aeropuerto y posteriormente abordar el vuelo para Buenos Aires, cosa que en realidad ocurrió en la mañana del 26 de junio. El viernes 25 de junio de 1976 había visitado el «ingenio La Providencia» tal como lo había indicado Laghi en el informe original de 1976 luego de su visita. Tampoco parecía preciso, según Cavalli, que el general Bussi estuviera presente en Concepción el 24 de junio, como había indicado el diario La Gaceta de Tucumán el 25 de junio de 1976. Cuando el Nuncio llegó a Tucumán y se dirigió en helicóptero a Concepción, hizo escala en la base de la «Fuerza de Tareas Capitán Cáceres» y allí fue donde dirigió un saludo a los soldados. También Laghi había indicado que la distancia entre San Miguel y Concepción era de doscientos kilómetros, mientras que en su informe original había indicado que eran setenta y cinco kilómetros.(296)


			Juan Martín había afirmado que cuando se produjo el encuentro con el Nuncio estaba presente también el general Bussi. Según Cavalli, esa afirmación era inexacta: 


			[…] ¿cómo podía el general estar en Concepción e inmediatamente después en San Miguel de Tucumán, donde, escribe Mons. Laghi en el rapp. 1379/76 p. 4, estaba esperando al Nuncio en el aeropuerto para presentarle su Estado Mayor y para pedirle que les dirigiera a ellos (unos treinta oficiales) unas palabras? ¿Se transfirió de Concepción a San Miguel con un helicóptero distinto que el Nuncio? Parece increíble; que, si hubiese utilizado el mismo helicóptero, Mons. Laghi no habría dejado de señalar esta cortesía en el informe antes mencionado.(297) 


			Este fue un nuevo elemento, señaló Cavalli, «que confirmaría la idea de una equivocación o mentira por parte de Martín sobre la persona del Nuncio».(298) En la declaración de Martín, afirmó Cavalli, hubo además otros elementos que confirmaron la equivocación en la que con toda seguridad había incurrido: «La descripción que Martín hace de las características de Mons. Laghi no corresponden a las de su persona; la referencia a la ropa de Mons. Laghi tampoco corresponde a lo que usaba habitualmente; el detalle del regalo de la Biblia, ¿cómo podía Mons. Laghi, tomado de sorpresa como había ocurrido, tenerla disponible en ese momento…?».(299) 


			3.4. Cavalli relativiza las afirmaciones de Pío Laghi de haber estado en el Ingenio «Nueva Baviera»


			En conclusión, Cavalli señaló: «El encuentro de Martín con Mons. Laghi, que ha generado tanto ruido, en realidad no habría ocurrido, y en la más benévola de las hipótesis Martín debió haber confundido a Mons. Laghi con otro eclesiástico».(300) Pero además observó respecto de la afirmación de Laghi de no haberse dado cuenta para nada de que en el «ingenio de Nueva Baviera» hubiera una cárcel clandestina o guerrilleros detenidos, «el Nuncio afirma que su escala fue brevísima (lo habían llevado allí para partir a San Miguel con el helicóptero allí estacionado: no parece que se hubiese dirigido al “ingenio Nueva Baviera” otro día o en otro momento. La rapidez con la cual fue organizada por los militares la puesta en escena del encuentro puede haber impedido a Mons. Laghi de darse cuenta del contexto del mismo encuentro».(301) Cavalli señaló además otro elemento, que «el campo de concentración o cárcel clandestino, en el caso que existiese, estaba, como afirma Martín mismo, a “poca distancia” del “ingenio” tanto que él con otros detenidos llegó a donde estaba Mons. Laghi corriendo».(302)


			Tampoco consideró Cavalli que hubiese existido una invitación del general Bussi, compartiendo este parecer con Calabresi, quien había informado que «lo dicho por el general además de no ayudar al Nuncio, no coincide, en algunos puntos, con lo dicho por el Excelentísimo Prelado».(303) Cavalli observó que la recepción que tributaron los militares al arribo tuvo relación por tratarse de la visita de un Nuncio Apostólico, Decano del Cuerpo Diplomático. También el Nuncio aceptó viajar en el helicóptero ofrecido por Bussi a instancias del obispo Ferro y por el peligro que representaba desplazarse por otros medios en una zona de enfrentamientos armados.(304) Por último indicó, siguiendo en esto lo informado por Calabresi, en relación con las palabras que Laghi dirigió a los militares antes del regreso a Buenos Aires, que «no había habido palabras estridentes o poco ortodoxas».(305) «Además, los militares habían asumido el poder hacía tres meses y no se tenía un conocimiento adecuado de los excesos que cometían».(306) 


			La investigación de Cavalli señaló finalmente: 


			Por lo que respecta a la lucha particular contra el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP) que se había adueñado de algunos territorios de Tucumán para moverse desde allí a la conquista del resto del país a mano armada, se debe tener presente que las órdenes militares de aniquilar a la guerrilla habían venido de un legítimo gobierno civil. La lucha desencadenada por los Militares tenía el carácter de una guerra abierta, que tenía un enorme, sino incluso total consenso por parte de la Nación. Si en sus acciones los militares habían cometido excesos criminales o si continuaban a cometerlo, Mons. Laghi los ha condenado, en la medida en que podía conocerlos, al menos con el llamado admonitorio del Card. R. Primatesta, antes recordado. Por el resto él bien podía exhortar a los soldados a cumplir su deber de legítima defensa del País y del Estado. No hay que olvidar que el viaje de Mons. Laghi a Tucumán fue claramente emprendido con fines pastorales; los encuentros con las fuerzas antiguerrilla tuvieron una mínima parte en la intensa actividad desenvuelta por Mons. Laghi en Concepción y en San Miguel de Tucumán y también ellas obedecieran a una instancia pastoral a la cual él no podía sustraerse no tanto por el interesado provecho del general Bussi sino por el preciso deber eclesial.(307)


			Cavalli por último ofrece un resumen preliminar con la información existente hasta ese momento en el que indica sus principales conclusiones:


			En conclusión, 1) aunque se hubiese producido realmente un encuentro entre Mons. Laghi y el señor Martín, cosa que no parece, el comportamiento del Nuncio habría sido más que correcto (lo abrazó; le regaló una Biblia; solo se podría reprocharle no haber avisado a los parientes del detenido sobre la cárcel en la que se encontraba, pero eso admite muchas justificaciones). 2) Tiene un débil fundamento la acusación según la cual Mons. Laghi pudo haberse dado cuenta de la existencia de campos secretos de concentración o de tortura y que ese conocimiento habría debido llevarlo a hacer una condena global de los militares respecto de la lucha contra el ERP. Mons. Laghi exhortó a los soldados a cumplir su deber, excluyendo explícitamente el recurso a violencias injustificadas.(308)


			Cavalli puso a consideración del cardenal Casaroli su appunto y también lo envió a Pío Laghi. El Nuncio le respondió a Cavalli sobre el mismo texto y en forma manuscrita:


			El appunto preparado por el padre Cavalli S.J. me es de mucha ayuda para «encuadrar» mejor mi «cuestión». Las precisiones las tomo con ánimo agradecido. Tendría solamente que revisar el texto de «mi defensa», que formulé y mandé enseguida después de las acusaciones (sin conocer en detalle en qué consistía, y sin tener a mano el informe enviado el 1º de julio de 1976 o recortes de la prensa adjuntados) [y que] se basaba sobre algunas certezas mías y en cuánto podía recordar: pero los hechos eran ya tan atrás en el tiempo (9 años) que algunas imprecisiones se me pasaron en el texto (como la de la escala en el ingenio «La Corona» o el de «La Providencia» y no «Nueva Baviera», o también la de la distancia entre Tucumán y Concepción). De todas formas, gracias al buen padre Cavalli ¡válido escudero! Laghi, 15 de mayo de 1985.(309) 


			3.5. Las conclusiones del último informe: «Luego todos fueron conducidos hasta la llamada “zona reservada” (Ingenio Nueva Baviera) […] en esta sala se presenta al Señor Nuncio el joven Luis Martín [sic] el cual al saludar a monseñor Pío Laghi le comenta que él es un prisionero»(310) 


			Un tiempo después llegaron las nuevas averiguaciones que el cardenal Casaroli había pedido a Ubaldo Calabresi. El obispo de Concepción efectuó algunas investigaciones que transmitió al Nuncio, quien a su vez las informó al Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia. Cavalli elaboró un nuevo appunto en el que hizo referencia al que había elaborado anteriormente sobre el tema: «En un appunto del 13/5/198  (311) el que suscribe expuso las razones por las cuales o bien había que negar que el encuentro en cuestión haya tenido lugar, o bien que el señor Martín se haya equivocado al indicar a Mons. Laghi como el eclesiástico con el cual se habría encontrado».(312) 


			Cavalli recordó al cardenal Casaroli las conclusiones a las que había llegado en el appunto anterior de acuerdo a las cuales aun cuando el Nuncio hubiese encontrado a Juan Martín, aunque no era la hipótesis que se creía, Pío Laghi de todas formas habría obrado correctamente, y lo único que en esa suposición se le podría reprochar era de no haber informado a los parientes del detenido. Cavalli encontró igualmente para este supuesto varias razones que lo eximían: pudo existir una prohibición de las autoridades militares, la imposibilidad de encontrar a los padres, no haber tomado inmediatamente nota de la dirección suya en el brevísimo coloquio con el prisionero.(313)


			A continuación, Cavalli evaluó las informaciones enviadas por el obispo de Concepción, Jorge Arturo Meinvielle, a Calabresi. El Nuncio comunicó que el prelado no sabía nada por sí mismo sobre el tema dado que no estuvo en el lugar en el momento en que Pío Laghi había realizado la visita.(314) Meinvielle había hecho averiguaciones con los militares en Tucumán y pudo brindar algunos nuevos datos. En primer lugar, Meinvielle adjuntó todos los recortes periodísticos indicando que de ello «se desprende que la actuación de monseñor Pío Laghi fue impecable, como de costumbre».(315) 


			Seguidamente informó sobre las averiguaciones que había podido hacer con los militares, quienes le habían instruido en forma oral y pidiéndole «la mayor reserva». El obispo señaló:


			A. fue recibido en la ciudad de Tucumán, entre varias autoridades eclesiásticas y civiles, por altos jefes militares: al saludo a estos últimos les dirigió una rápida pregunta sobre «el respeto de los derechos humanos». B. Posteriormente fue trasladado, con otras Autoridades Eclesiásticas, hasta la llamada «zona verde» (Ingenio Fronterita) consistente en solo oficinas militares. C. Luego todos fueron conducidos hasta la llamada «zona reservada» (Ingenio Nueva Baviera) donde se encontraba un acantonamiento de soldados y vehículos militares. En este Ingenio, al Señor Nuncio se lo recibió solo en la sala de recepción del edificio central [esta indicación en mayúsculas y subrayada]. En esta sala se presenta al Señor Nuncio el joven Luis Martín [sic] el cual, al saludar a monseñor Pío Laghi, le comenta que él es un prisionero. Monseñor Pío Laghi le extiende la mano y luego apoyándosela en la cabeza lo anima a tener confianza en Dios. Inmediatamente después, todas las Visitas se retiran del edificio y del Ingenio «Nueva Baviera» (zona reservada). Monseñor Pío Laghi continúa su viaje hacia la ciudad de Concepción, sede la Diócesis que él viene a visitar.(316)


			Luego de brindar estas informaciones, el obispo formuló algunas conclusiones y referencias adicionales. En primer lugar, indicó que el saludo del Nuncio al prisionero se había realizado por iniciativa de los militares, con el consentimiento previo del joven, 


			[…] este consentimiento le valió al joven Luis Martín [sic] ser admitido posteriormente a tomar parte de algunos «grupos de tareas» para individualizar y delatar guerrilleros que habían sido «antiguos aliados suyos». Habiendo sido liberado y formado parte en la Policía de Tucumán, el mencionado joven Luis Martín pidió permiso para viajar a España para «visitar a sus padres»: el permiso le fue otorgado y en efecto Luis Martín viajó al exterior, pero nunca más regresó a la Argentina, hasta la fecha. Tiempo después apareció declarando ante la Comisión de los Derechos Humanos fuera del país. 


			El obispo indicaba también que el Nuncio «nunca le regaló una Biblia u otro libro cualquiera» y señala algunas precisiones respecto al «Ingenio Nueva Baviera» indicando:


			[…] existía un cuerpo del edificio aislado del resto de las construcciones, donde permanecían algunos prisioneros, pero monseñor Laghi no solo no los visitó, sino que ni siquiera tuvo conocimiento de ello, por cuanto los jefes de la zona «reservada», nada le dijeron al respecto. Es evidente que, a los referidos jefes militares, solo les interesaba que el Señor Nuncio se formara la idea que los derechos humanos eran respetados en la zona de operaciones de Tucumán.(317)


			Para Cavalli, las informaciones brindadas por los militares al obispo Meinvielle y las aportadas por el Nuncio Pío Laghi en aquel informe posterior a la visita en 1976 tenían precisas coincidencias salvo que Laghi no indicaba el encuentro con Martín, «obviamente porque lo consideró un hecho de poca importancia y realizado con prisa». También destacó que algunas informaciones brindadas por Martín coincidían con las informaciones propuestas por los militares a Meinvielle.(318) Además, Cavalli observó: 


			Las acusaciones contra Mons. Laghi de no haber denunciado la existencia de un campo de reclusión oculto no se sostiene para nada. En primer lugar porque en el desarrollo de una lucha sistemática contra la guerrilla en el territorio de Tucumán era admisible, s.m.j. [salvo meliore judicio (salvo un parecer mejor)], que hubiese lugares secretos de detención; en segundo lugar porque Mons. Laghi afirmó que no se había dado cuenta para nada de la existencia de esa cárcel secreta: el encuentro había sido pergeñado por los Militares de forma de no poner en evidencia el campo secreto; querían solo mostrar a un prisionero en buenas condiciones. Ni Mons. Laghi, ni la prensa local muy minuciosa al indicar los traslados de Mons. Laghi en los tres días de la visita a la diócesis de Concepción mencionaron el «ingenio Nueva Baviera»: todo se redujo, según el plan de los Militares, a una breve visita al contingente de soldados del puesto de vanguardia en la lucha contra la guerrilla sito en la zona de Yacuchina.(319)


			Según la reflexión de Cavalli, las informaciones enviadas por el obispo Meinvielle 


			[…] dan elementos de hechos y de juicio que confirman lo que el Nuncio escribió el 1/7/1976 [en el informe original inmediatamente posterior a la vista], o sea a poquísimos días de distancia de la visita […] salvo agregar algunos datos sobre Martín y sobre el encuentro con Mons. Laghi, que este no tenía ningún interés por mantener escondido (que, es más, su comportamiento en esa circunstancia habría merecido un justo aplauso): si él no habló en su informe no puede ser sino por la razón antes indicada, es decir que él consideraba el encuentro como un detalle de escasa o de ninguna importancia en el tema de su visita a la diócesis.(320)


			Para concluir, agregó Cavalli: 


			[…] según el modesto parecer de quien suscribe, Mons. Laghi habría hecho bien en traer el hecho de su presencia en el «ingenio Nueva Baviera» confiándose en la memoria que podía tener sobre un hecho ocurrido tantos años antes: memoria de la cual él mismo se siente que tiene que dudar. Sería inexacto lo que escribió en su defensa […] si es cierto […] como él dice que yendo de San Miguel de Tucumán a Concepción hizo una breve parada en Yacuchina, donde estaba el «ingenio Nueva Baviera», no podía volver allí al día siguiente: al día siguiente efectivamente visitó un ingenio para la transformación de las cañas en azúcar, pero era el de «La Providencia», del cual habla él mismo en el informe del 1/7/1976.(321) 


			[image: ]


			En 1985, casi diez años después, el Vaticano realizó una minuciosa investigación sobre la visita ­pastoral de Pío Laghi a la provincia de Tucumán. El obispo de Concepción Julio Meinvielle realizó averiguaciones con los militares de la zona quienes le confirmaron que Pío Laghi había sido conducido al Ingenio Nueva Baviera donde había mantenido un diálogo con un prisionero. Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (675-676).


			3.6. «Realmente no me acuerdo nada de esa parada; frente a los documentos y pruebas escritas, de naturaleza completamente reservada, estoy dispuesto a rendirme, y a aceptar la versión de los militares»(322)


			Por último, Cavalli expuso como conclusión una reflexión de Emilio Mignone en el diario La Razón (noviembre de 1984), en la cual Laghi no tenía responsabilidad por lo que se lo acusaba e indicaba: «Es cierto que Mons. Laghi ocupa hoy una amplia franja de la polémica; pero no es menos cierto que la historia de estos años terribles tiene reservada para él una página luminosa».(323)


			Respecto del informe referido oralmente por los militares al obispo Meinvielle, Laghi expresó a Cavalli: 


			[…] los actuales jefes militares de Tucumán […] han verificado (en sus archivos y diarios reservados), y han constatado que sí, puse pie en la llamada «zona ­reservada» (ingenio Nueva Baviera), y allí, en una sala del edificio central del Ingenio me presentaron al joven Luis Martín (no juan) que luego, fíjese, iba a formar parte de la «Policía de Tucumán». Realmente no me acuerdo nada de esa parada; frente a los documentos y pruebas escritas, de naturaleza completamente reservada, estoy dispuesto a rendirme, y a aceptar la versión de los militares. De hecho, esa «versión» no invalida de ninguna forma mi posición y mi conducta. En todo caso era Martín el que estuvo mal, por haberse dado vuelta y hacer el doble juego con los militares y con el ERP. Pero ese es un asunto suyo.(324) 


			Si bien, como Laghi indicó, el Nuncio Calabresi no creía en la versión que los militares «en forma reservada» habían ofrecido a Meinvielle y le pareció contrario a lo que él mismo recordó del caso, dijo: «Yo [Laghi] me siento inclinado a aceptarla. Podría ser que los militares de Bussi hubiesen dispuesto un itinerario para el Nuncio (dado que entraba en una zona “reservada”) y que luego ese itinerario, que quedó escrito en papel, haya tenido alguna modificación sobre la marcha. Me parece, en cualquier caso, que los testimonios y las valoraciones ofrecidas por Mons. Meinvielle sean válidas y positivas».(325)


			El 24 de marzo de 1986 Cavalli le escribió a Pío Laghi y le envió el artículo del diario La Razón, de noviembre de 1985, que este no conocía, donde constaba que, en la opinión de Emilio Mignone, el Nuncio no se había encontrado con Juan Martín en el «ingenio de Nueva Baviera» y hablaba sobre «la página luminosa» que esperaba al Nuncio en relación con su conducta durante los años en cuestión, tal como se refirió anteriormente. La noticia fue para Laghi «de gran alegría […] junto a los mordaces comentarios del señor Emilio Mignone alguno tuvo también la honestidad de decir sobre mí alguna palabra favorable».(326)


			Pío Laghi brindó algunas informaciones sugestivas respecto del «informe Meinvielle» tal como él lo denominó y que 


			[…] fue motivado por el buen Padre Luigi, a pedido mío: fue él quien le escribió al obispo de Concepción para tener esas informaciones, ya que el prelado podía beber, como hizo, de fuentes seguras, incluso las fuentes confidenciales de las autoridades militares locales. Fue un buen aporte. El obispo en vez de responder al P. Luigi dirigió el informe al Nuncio Calabresi, que creo que lo mantuvo en el archivo; Parussini entonces hizo una copia, sponte et industria propria [expresión en latín que significa «por su propia cuenta e ingenio»], y me la mandó, y yo, a mi vez, se la envié a usted. No sé por qué motivo el Nuncio Calabresi no se tomó el trabajo de enviarle él a los Superiores, y menos sé por qué el informe de Meinvielle le parece que no es exacto. ¡Misterio!(327) 


			La investigación concluyó y Pío Laghi pronunció la frase que se refirió inicialmente: «Esta historia ya pasa al archivo: se volverá a hablar de esto dentro de cincuenta años, cuando nosotros ya estaremos en el otro mundo y ahora la historia ya no tendrá más sentido para nosotros. Quedémonos por tanto con el sabor dulce de “la página luminosa” y cerremos el capítulo».(328)


			Como mostramos inicialmente en este capítulo, a esta altura de los acontecimientos, tanto el Nuncio como la CEA tenían alguna información respecto de lo que comenzaba a ocurrir en la Argentina, aunque todavía no estaban en condiciones de tener una comprensión acabada del problema. La realidad de las desapariciones y el aumento de la violencia en general junto con los diálogos que mantenían con representantes de la Junta Militar daban a las autoridades de la Iglesia una primera impresión de que tantos crímenes no podían ocurrir sin algún tipo de amparo del gobierno argentino. En este contexto se produce la visita de Pío Laghi a Tucumán, y según consta por su mismo testimonio y por la investigación posterior, sí estuvo en el Ingenio Nueva Baviera, aunque indicaba no recordar el encuentro con el prisionero. Más allá de las controversias que se generaron por estos episodios, lo que muestra la situación es que Laghi no se había hecho un cuadro completo de la problemática, y que en un contexto particularmente complicado, no tomó los recaudos necesarios como diplomático para evitar verse expuesto a este tipo de situaciones. Los militares por su parte, pisando el terreno de forma mucho más firme, no dudaron en llevar y traer al Nuncio, conducirlo a hacer declaraciones de apoyo, hayan sido estas más o menos definidas, como una estrategia que el gobierno argentino comienza a mostrar con mayor nitidez para amparar sus acciones en la jerarquía de la Iglesia. ¿Cuál sería la actitud de las autoridades de la Iglesia a medida que el gobierno argentino comenzara a perder legitimidad en la denominada «lucha antisubversiva»?
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					309. Anotación manuscrita de Pío Laghi al término del Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, 13 de mayo de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (690).


				


				

					310. Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (675-676).


				


				

					311. Cavalli hizo referencia al Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano 13 de mayo de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (687-690).


				


				

					312. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, s/f, probablemente mediados noviembre de 1985 (3 folias) SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (674-681) junto la Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985, Ibíd. (675-677); la Carta del Delegado Apostólico en Estados Unidos Pío Laghi al Encargadode Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia Fiorello Cavalli, Washington, 30 de noviembre de 1985, Ibíd. (679) y la Carta del Delegado Apostólico en Estados Unidos Pío Laghi al Encargado de Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia Fiorello Cavalli, Washington, 5 de abril de 1986, Ibíd. (678).


				


				

					313. Ibíd. (674).


				


				

					314. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, 13 de mayo de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (674). Cavalli indicó que la Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985 Ibíd. (675-677), no había sido enviada por el Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi al prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, sino que esta fue enviada por Laghi al prefecto indicado, ya que el sacerdote Luigi Parussini desde la Nunciatura le había enviado directamente a él la copia. Cf. Carta del Delegado Apostólico en Estados Unidos Pío Laghi al Encargado de Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia Fiorello Cavalli, Washington, 30 de noviembre de 1985, Ibíd., 679, allí indicó Laghi: «el buen P. Luigi me hizo llegar una copia de lo expuesto. Imagino que el Nuncio en Buenos Aires habrá enviado una copia al Consejo, en cualquier caso, la mando en copia a usted, fíjese».


				


				

					315. Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (675). Véase pág. 93.


				


				

					316. Ibíd. (675-676).


				


				

					317. Ibíd. (676).


				


				

					318. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, s/f, probablemente mediados noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (674-675).


				


				

					319. Carta del obispo de Concepción (Tucumán) Jorge Meinvielle al Nuncio Apostólico Ubaldo Calabresi, Buenos Aires, 9 de noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (676).


				


				

					320. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, s/f, probablemente mediados noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (674-675). 


				


				

					321. Ibíd. (675).


				


				

					322. Carta del Delegado Apostólico en Estados Unidos Pío Laghi al Encargado de Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia Fiorello Cavalli, Washington, 30 de noviembre de 1985, SdS, 29 AAPPEE ARG.824, 625-699 (679).


				


				

					323. Apunte del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (Cavalli), Vaticano, s/f, probablemente mediados noviembre de 1985, SdS, AAPPEE ARG.824, 625-699 (681).


				


				

					324. Carta del Delegado Apostólico en Estados Unidos Pío Laghi al Encargado de Asuntos Argentinos en el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia Fiorello Cavalli, Washington, 30 de noviembre de 1985, SdS, AAPPEE ARG.824, 625-699 (679).


				


				

					325. Ibíd.


				


				

					326. Ibíd. (678).
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					328. Ibíd.


				


			


		




		

			CAPÍTULO 3


			El dilema del mal menor


			«Somos conscientes de que un fracaso llevaría, con mucha probabilidad, al marxismo, y por lo mismo, acompañamos el actual proceso de reorganización del país».(329)


			Julio-octubre de 1976


			JUAN G. DURÁN - LUIS O. LIBERTI SVD - PABLO PASTRONE - FEDERICO TAVELLI


			En la percepción de la CEA, una intervención pública y resonante en contra del gobierno podía facilitar el acceso al poder de los más «duros» que llevarían al país a una situación todavía más grave o en el peor de los casos a que cayera la Junta Militar y las «fuerzas subversivas» se hicieran con el poder, lo cual, en la consideración de los obispos argentinos y de muchos otros sectores de la sociedad, representaba una verdadera catástrofe. Sin embargo, la tensión inédita que alcanzó la violencia puso a la jerarquía de la Iglesia frente al dilema de intervenir o no intervenir públicamente contra la Junta Militar, aun a riesgo de que sus temores pudieran hacerse realidad. 


			A lo largo de este capítulo veremos cómo los asesinatos de los religiosos palotinos, de los sacerdotes Murias y Longueville en La Rioja aumentaron la presión sobre las instituciones de la Iglesia. «¿Cuánto más podrán abstenerse los obispos de levantar su voz públicamente? ¿Y cuánto más podrá hacerlo también la Santa Sede si ocurrieran nuevos asesinatos?»,(330) reflexionaba Cavalli en el Vaticano. Frente a la creciente violencia y, en especial, a las desapariciones de personas, la Santa Sede y la CEA llevaron adelante cursos de acción diferentes. Aunque ambas instancias manifestaron su preocupación ante el Gobierno, la forma de hacerlo fue diversa. El Vaticano exigió explicaciones sobre los hechos directamente a la Junta Militar mientras que los obispos argentinos, representados por la Comisión Ejecutiva, se dirigieron al gobierno en forma reservada, expresaron su consternación por los crímenes, evitaron interpelar directamente a la Junta Militar y reafirmaron el reconocimiento a su autoridad. Con esta convicción, la Comisión Ejecutiva mantuvo una reunión con el presidente Videla, quien por su parte se mostraba ajeno a los hechos y reafirmaba ante los obispos su compromiso por erradicar la violencia: «Quisiera dejar en los obispos la convicción de que el gobierno intenta por todos los medios a su alcance que estos hechos no se repitan».(331) 


			Poco después ocurrió el asesinato del obispo de La Rioja, Enrique Angelelli, encubierto como un accidente de tránsito. La tragedia desconcertó a la Iglesia; algunos sostenían la versión de atentado o al menos muerte misteriosa, otros aceptan la versión del accidente. 


			Tras la muerte del obispo, el cardenal Pironio, en el Vaticano, elaboró un detallado informe sobre la crítica situación argentina que entregó a Pablo VI. Mientras tanto el cardenal Caggiano en Buenos Aires reflexionó ante los obispos de la Comisión Permanente de la CEA: «Si cae este gobierno no vamos a caer en manos mejores».(332) En el ínterin de situaciones, Laghi mantuvo una reunión con el presidente Videla, a quien le manifestó su preocupación por la «eliminación sumaria de personas».(333) 


			Poco después, la Comisión Ejecutiva de la CEA manifestó a la Junta Militar que «la Iglesia no va a hacer una crítica del proceso, sino a presentar sus inquietudes».(334) En los últimos días de septiembre de 1976 Pablo VI interviene de forma personal y pública frente al embajador argentino ante la Santa Sede expresando su preocupación por la situación en el país: «No podemos dejar de participar intensamente en la pena de todos aquellos que han quedado consternados ante los recientes episodios, que han costado la pérdida de valiosas vidas humanas, incluidas las diversas personas eclesiásticas».(335) 


			1. Los asesinatos de los palotinos conmocionan a la Iglesia: «¿Cuánto más podrán abstenerse los obispos de levantar su voz públicamente? ¿Y cuánto más podrá hacerlo también la Santa Sede si ocurrieran nuevos asesinatos?»(336)


			Durante este período el país pareció moverse en dos dimensiones diferentes y opuestas. Por un lado, el gobierno manifestó públicamente sus deseos por el restablecimiento de la paz y la construcción de una «nación pluralista», pero por otro, la violencia cada vez se agudizó más y contradijo las declaraciones públicas de las autoridades. A fines de junio de 1976, Videla dirigió un discurso a los gobernadores de las provincias en el que señaló algunos de los ejes centrales de su gobierno. El Nuncio lo calificó como el más importante de los discursos presidenciales hasta ese momento. Para Pío Laghi, el presidente definió una filosofía política que los observadores la denominaron «doctrina Videla». Así lo explicaba Pío Laghi al cardenal Villot: «Se basa en dos principios fundamentales: lograr la unidad en el pluralismo como medio para reafirmar la identidad nacional; y abordar programas concebidos y compartidos por todos los sectores. “Es necesario —dijo— evitar cualquier forma de aislamiento”».(337) 


			Poco después de este auspicioso discurso, un violento crimen sacudió la escena nacional. En la madrugada del 4 de julio de 1976 los sacerdotes Alfredo Leaden, Pedro Duffau y Alfredo Kelly y los seminaristas Salvador Barbeito y Emilio Barletti, pertenecientes a la Sociedad de Apostolado Católico (palotinos), fueron asesinados en la casa parroquial de la Iglesia San Patricio, en la ciudad de Buenos Aires. El asesinato conmocionó a la Iglesia argentina y al Vaticano. Laghi reaccionó de inmediato frente a la noticia enviando un mensaje cifrado a la Secretaría de Estado a las 4:20 de la mañana del 4 de julio, en el que avisaba que «en la noche pasada un grupo de terroristas entró en la casa parroquial de San Patricio, Arquidiócesis de Buenos Aires, asesinó a tres sacerdotes palotinos y a dos jóvenes estudiantes religiosos».(338) Luego de indicar los nombres y edades de las víctimas agregó: «Hasta ahora no se tiene ningún indicio o motivación de semejante masacre».(339) Además, indicó que reuniría datos para enviar un informe más completo a la brevedad. El mensaje cifrado fue recibido en la Santa Sede mientras en simultáneo se acercaba a la Secretaría de Estado el padre general de Palotinos para informar sobre el crimen.(340) 


			El mismo día Laghi y Aramburu, arzobispo de Buenos Aires y vicepresidente de la CEA, se hicieron presentes en la escena del crimen. El Nuncio dio las condolencias a los religiosos sobrevivientes en nombre del Santo Padre. Aramburu, por su parte, le aseguró a Laghi que tenía fuertes indicios sobre la identidad de los terroristas y que no eran precisamente grupos de izquierda como Montoneros o ERP, sino escuadrones paramilitares o parapoliciales que actuaban al margen de la ley, quienes salían de noche a ajusticiar a quienes consideraban peligrosos «para la patria y también, absurdamente, para la religión».(341) El asesinato conmocionó a la Iglesia argentina y al Vaticano. 


			Aramburu solicitó al sacerdote palotino Efraín Antonio Sueldo Luque un informe escrito a partir de lo conversado entre ellos en la casa parroquial de San Patricio en la tarde del 4 de julio.(342) El sacerdote además tomó y asentó por escrito los testimonios de dos jóvenes que pertenecían a la Acción Católica de la parroquia.(343) Ambos testimonios reconocían una amistad con un hijo del general Martínez Balmer (en ese momento gobernador de Neuquén) y cuya casa estaba ubicada en la misma cuadra de la Iglesia de San Patricio. Los dos jóvenes reconocieron que era habitual la presencia de un agente de policía que ejercía de custodio en la casa del militar indicado. Además, coincidieron en que estando junto con el hijo del gobernador en una casa de familia (en diagonal a la casa del gobernador) y a cincuenta metros de la iglesia parroquial, el 4 de julio a las 2 de la madrugada, el agente de policía que custodiaba la cuadra había sido invitado a ingresar a ella para resguardarse del frío invernal. Sin embargo, salió de la misma para conversar con el personal de un móvil policial que lo había llamado. El agente al ingresar nuevamente, según uno de los testigos, dijo «que se le había comunicado “que iba a haber lío en la otra cuadra; que no me meta; que iba a haber un procedimiento del SIDE [Secretaría de Inteligencia del Estado]”, “que había gente del SIDE”».(344) En referencia, el otro testigo indicó que el agente policial expresó: «Si escuchan cohetazos que no saliera, que iban a reventar una casa de zurdos, que era gente del Side que iban a reventar a una casa de zurdos».(345)


			También los testigos señalaron la presencia de un auto Peugeot rojo (sin más especificaciones)(346) con personas delante a la casa parroquial en la vereda de enfrente y que luego de pasada más de una hora, el testigo escuchó arrancar y salir a toda velocidad.(347) 


			El testimonio de Efraín A. Sueldo Luque reportó que al llegar al lugar del crimen, junto con el sacerdote Andrés Kessler (Superior Palotino) se encontraron con el obispo Guillermo Leaden, auxiliar de Buenos Aires y vicario zonal de Belgrano.(348) Este último estaba conversando con funcionarios policiales. A su arribo aún permanecían dos cadáveres. Encontró los dormitorios totalmente revueltos. Leaden le comentó «la leyenda que con tiza habían escrito en la puerta al frente de la subida de la escalera (ya que todo esto sucedió en el primer piso) y que decía textualmente: “MUERTOS POR LOS CAMARADAS POLICÍAS DINAMITADOS”. Frente a esa puerta existe el corredor al que dan acceso todas las habitaciones, y en la alfombra roja que los cubría, estaba escrita esta otra leyenda “MUERTOS POR CORROMPER LA MENTE VIRGEN DE LOS JÓVENES, MSTM”».(349)


			El informe —entre otros pormenores— en dos momentos releva expresiones vinculadas a los posibles autores del crimen. Una en las palabras del Comisario de la 37ª seccional de la policía —cuyo nombre no se especificó—, que «con gestos ampulosos expresaba su estupor por la barbarie de “estos comunistas o marxistas, o qué sé yo qué son”. Y lo repitió de diversas maneras mientras avanzábamos por el pasillo, deteniéndose a intervalos».(350) Luego, cuando el informante estuvo en la sede la Comisaría, relató que un denominado como Inspector de Área policial, nuevamente sin especificar su identidad, le dijo: «Aquí tenemos que colaborar y trabajar juntos. Esta gente (los supuestos matadores, gente de izquierda), si no pueden liquidar a ninguna de las dos Instituciones, Uds. y nosotros, van a tratar de dividirnos también. […] Pero él siguió con su evaluación de los hechos, atribuyéndolos directamente al extremismo de izquierda».(351) Efraín Sueldo Luque indicó en el informe que la leyenda en tiza había sido borrada en el momento inicial de las pericias policiales, aunque uno de los oficiales de la policía indicó «pero fueron fotografiadas, todo está documentado».(352) 


			Aramburu —informó el Nuncio— se había expresado con firmeza ante la permisividad del gobierno con los grupos paramilitares o policiales. El cardenal mantuvo un encuentro el mismo 4 de julio con el ministro del Interior y luego el 7 de julio con Videla y los otros dos miembros de la Junta Militar.(353) Aramburu además recibió cartas de condolencias ante los asesinatos, entre ellas las del almirante Massera, la del ministro de Bienestar Social y la del intendente de Buenos Aires.(354)


			1.1. Las primeras repercusiones en la Santa Sede


			En la Santa Sede la masacre perpetrada produjo de inmediato una serie de acciones. Si bien la Secretaría de Estado recibía permanentemente información desde todos los rincones del mundo no era para nada habitual que se le comunicara sobre el asesinato en simultáneo de cinco religiosos, en un país cristiano en el cual no existía una persecución religiosa. De inmediato se puso al tanto a Pablo VI.(355) La Secretaría de Estado preparó una nota, por mano de Blanco —Encargado de los Asuntos de Argentina en la sección Asuntos Generales de la Secretaría de Estado—, para enviar a la Embajada Argentina ante la Santa Sede en la que luego de referir los conocidos crímenes se pidió explicaciones sobre el hecho: «La misma Secretaría de Estado, no teniendo ningún indicio o motivación acerca de tamaño estrago mortal, ruega a la Embajada de la República Argentina tenga a bien dar alguna aclaración o proporcionar datos que expliquen los hechos ocurridos».(356)


			La Embajada de la República Argentina ante la Santa Sede respondió al Secretario de Estado sobre «la dolorosa desaparición de los cincos religiosos palotinos» utilizando un término más sugerente que inadecuado para referirse a estos asesinatos en el contexto argentino. El encargado de Negocios de la Embajada señaló tener expresas instrucciones del gobierno para responder la carta y observó: «Solo puede ser responsables de un crimen tan odioso aquellos que con una mente enferma se hayan entregado a los estragos y a las tortuosidades propias del terrorismo»(357) y manifestó que se estaban llevando adelante todas las investigaciones necesarias, cuyos resultados serán oportunamente transmitidos a la Santa Sede. La nota expresó: «Mi Gobierno desea sean del mismo modo hechas llegar a la augusta presencia de su Santidad, el papa Pablo VI, a quien el Gobierno y el Pueblo argentinos renuevan constantemente sus votos de adhesión y admiración filial».(358)


			Además, ese mismo día, el encargado de Negocios a.i. de la Embajada de la República Argentina ante la Santa Sede, Osvaldo Brana, informó a la Sección de Asuntos Generales de la Secretaría de Estado que quería encontrarse con el sustituto, como portador de un mensaje para el Santo Padre, en razón de la muerte de los cinco religiosos palotinos. El sustituto accedió a conceder la audiencia.(359) A la vez el Secretario de Estado, Villot, envió un telegrama de condolencias a la Curia Generalicia de la Sociedad de Apostolado Católico junto con la bendición apostólica.(360) 


			1.2. Las primeras repercusiones en la CEA


			Mientras tanto en Buenos Aires, la Comisión Ejecutiva de la CEA envió el 7 de julio de 1976 una carta a la Junta Militar en razón del asesinato de los palotinos, incluyéndolo en el contexto más general de la situación de desconcierto generalizada en la población por la ola de violencia. La carta más que solicitar una aclaración al gobierno —como lo había hecho la Secretaría de Estado frente a la Embajada Argentina— fue una constatación de la creciente violencia que sacudía al país que era puesta en conocimiento de la Junta Militar: 


			No podemos ni queremos hacer solo hincapié en aquel luctuoso crimen, porque además todos los días la crónica periodística nos trae la noticia de otras muchas muertes sobre las cuales el tiempo pasa y ello causa en nuestro pueblo inquietud y desasosiego. Nos preguntamos, o mejor dicho, las gentes se preguntan, a veces solo en la intimidad de su hogar o del círculo de amigos —porque el temor también cunde— qué significa todo esto; qué fuerzas tan poderosas son las que con toda impunidad y con todo anonimato pueden obrar a su arbitrio en medio de nuestra sociedad. También surge la pregunta. ¿Qué garantía, qué derecho queda al ciudadano común?(361)


			La carta de la Comisión Ejecutiva de la CEA, como ocurría con la mayoría de las manifestaciones de los obispos en la época, tuvo repercusión en la sociedad a través de la prensa. Así, por ejemplo, el diario El Día de La Plata titulaba la nota correspondiente el 20 de julio de 1976: «La inquietud episcopal por los episodios de violencia»(362) y decía: 


			En esa oportunidad, el secretario de prensa del Episcopado, presbítero Roberto Berg, señaló al periodismo que el arzobispo de Córdoba, el cardenal Raúl Primatesta, el de Buenos Aires, cardenal Juan Carlos Aramburu, y el de Santa Fe, Mons. Zazpe, se habían reunido el 7 del corriente, redactando una nota que habían hecho llegar al presidente de la Nación, teniente general Jorge Rafael Videla, al almirante Eduardo Emilio Massera, comandante general de la Armada y al titular de la Fuerza Aérea, brigadier general Orlando Ramón Agosti. El contenido de la carta, según el comunicado oficial entregado por el padre Berg, manifiesta la preocupación de la Iglesia por las diversas manifestaciones de violencia que conspiran contra la paz del país, angustiando a la familia argentina.(363)


			Mientras tanto Laghi había reunido algo más de documentación y como había adelantado en el telegrama, preparó un informe que envió tanto al Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia como a la sección de Asuntos Generales de la Secretaría de Estado.(364) En este rapporto contaba en detalle los sucesos ocurridos y agregaba toda la información que había podido obtener hasta el momento, aunque no se tuviera ninguna noticia cierta respecto de los autores del crimen. Pío Laghi refirió cómo en la mañana del 4 de julio se dirigió a la escena del crimen donde se encontró con Aramburu y lo que este le había indicado respecto a su opinión sobre la identidad de los terroristas. Laghi señaló cuáles habían sido las gestiones hechas por Aramburu frente la Junta Militar y cómo ambos habían hecho sentir su fuerte reclamo en esos días frente a las más altas autoridades de gobierno. 


			Finalmente, hizo referencia a la misa exequial en la que también participaron miembros del gobierno.(365) Nada se dice en este informe sobre las expresiones vertidas por él en otros medios, en relación con que durante la misa había pronunciado en voz baja, aunque lo suficientemente alta para ser escuchado por quienes estaban cerca —entre ellos Suárez Mason—, las siguientes palabras: «Dios mío, cómo se puede aceptar una cosa semejante, es inaudito e inconcebible, en vez de darle la Santa Comunión, habría que darle una piña en la cara».(366) Laghi también elaboró otro informe en el que comunicaba al Consejo para los Asuntos Públicos sobre la referida carta de la Comisión Ejecutiva de la CEA a la Junta Militar. 


			La sección de Asuntos Generales tampoco creía que se tratara de grupos de izquierda sino de escuadrones armados paramilitares o parapoliciales que el gobierno dejaba actuar al margen de la ley.(367) La Santa Sede, a medida que se desarrollaban los acontecimientos, fue elaborando su propia percepción sobre quiénes podían ser los responsables de los crímenes que últimamente ocurrían en la Argentina, como puede verse por el informe del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia elaborado por Cavalli, sobre el nuevo informe de Laghi y la Carta de la Comisión Ejecutiva de la CEA a la Junta Militar que había llegado hasta el Vaticano.(368) El documento del Consejo manifestó su sorpresa por el elevado número de eclesiásticos asesinados en los últimos dos años en la Argentina, nueve en total, de los cuales siete eran sacerdotes (entre abril de 1974 y julio de 1976). Un hecho de tales proporciones no encontraba comparación en ninguna otra parte del mundo en las últimas dos décadas, como constataron las mismas autoridades de la Secretaría de Estado. Llamaba la atención que la sangre de estos ministros de la Iglesia se derramara bajo un gobierno que profesaba el humanismo cristiano en un país católico. La Santa Sede pensaba que los autores de estos últimos crímenes podían ser elementos de extrema derecha, pues solo el gobierno sostenía la idea de que se trataba de terroristas subversivos de izquierda. De hecho, el informe afirmaba contundentemente:
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